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09/01/2019. El nuevo rol de las organizaciones en la protección de datos. FUENTE: 
www.cincodias.elpais.com 

No se trata de cumplir con la norma sino de tomar conciencia de la importancia de los 
datos de las personas y de sus tratamientos y de la necesidad de protegerlos. 

Desde hace ya más de seis meses es de plena aplicación el Reglamento (UE) 2016/679 
del Parlamento Europeo y del Consejo de 27 de abril de 2016 relativo a la protección 
de las personas físicas en lo que respecta al tratamiento de datos personales y a la libre 
circulación de estos datos y por el que se deroga la Directiva 95/46/CE (Reglamento 
General de Protección de datos), si bien el Estado Español no aprobó la Ley Orgánica 
de Protección de Datos Personales y Garantía de los Derechos Digitales hasta el 6 de 
diciembre de este año, derogando el Real Decreto-Ley 5/2018 de 27 de julio, de 
medidas urgentes para la adaptación del Derecho español a la normativa de la Unión 
Europea en materia de protección de datos. 

Sobre el Reglamento ya se ha escrito mucho, pero insistir en la responsabilidad 
proactiva no está de más, pues todos hemos podido comprobar que seguimos más 
pendientes de tener una cláusula adaptada de cara a la galería que entender la nueva 
normativa y lo que está requiriendo. 

Hasta que no comience la Agencia de Protección de Datos a desplegar sus funciones y 
competencias en la materia lo único seguro que pueden hacer los responsables de 
tratamiento sin temor a equivocarse es cambiar su rol, su forma de cumplir con esta 
materia ha cambiado de arriba a abajo. 

Y es que, desde mi punto de vista, para cumplir con la normativa la protección de datos 
en las organizaciones no debe hacerse una mera adaptación sino una verdadera 
revolución. 

Revolución porque no se trata de cumplir con la norma sino de tomar conciencia de la 
importancia de los datos de las personas y de sus tratamientos y de la necesidad de 
protegerlos. Es de vital importancia que todos aquellos que trabajamos en esta materia 
sepamos transmitir el nuevo rol que asumen las organizaciones como responsables de 
tratamiento. 

La proactividad o la autorresponsabilidad no son conceptos que casen bien con la forma 
de trabajar de las organizaciones en el pasado, o de la mayoría de ellas. Sobre todo, 
en las pymes, la proactividad o autorresponsabilidad parece que las obliga a una mayor 
burocracia y no es así a la larga, pero sí que supone una nueva forma de cumplir con las 
normas. La proactividad exige evidenciar las medidas que se adoptan para la 
protección de los datos, que es lo que a la postre nos requerirá la Autoridad de Control. 

http://www.cincodias.elpais.com/


Hemos podido comprobar todos en estos meses cómo cada organización establece su 
forma de cumplir con el Reglamento, algunas con más acierto que otras. No obstante, 
sin duda, mejor actuar y ser proactivo que no hacer nada. 

Imposible demostrar la proactividad del responsable de tratamiento si continuamos 
poniendo en nuestra página web algo similiar a “… con arreglo a lo estipulado en la Ley 
Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de Datos de Carácter Personal y su 
Reglamento de aplicación (RD 1720/2007, de 21 de diciembre), los usuarios pueden 
ejercitar, en cualquier momento, los derechos de acceso, rectificación, cancelación u 
oposición, mediante escrito dirigido a ……………………..”. 

Sin embargo, aún son muchas las organizaciones que mantienen estas cláusulas o similares. 
Y otras que simplemente han actualizado las normas de aplicación de sus clausulados. 
pero siguen igual. 

Por no hablar de las Administraciones Públicas y organismos públicos a los que el 
Reglamento aplica tanto como al ámbito privado y con el agravante, porque así lo ha 
querido el Estado Español, de no asumir sanciones pecuniarias. 

Cumplir o mejor dicho, intentar cumplir con la norma, no tiene porqué ser complicado, pero 
la actitud ante la adaptación sí que debe cambiar. 

Desde mi punto de vista quien externaliza la adaptación no debe pensar que otro con 
más conocimiento que él se lo hará mejor y después ya está. Y si contrata a un buen 
profesional éste deberá transmitir al responsable de tratamiento que la adaptación no 
es un trabajo que comienza cuando entra el por la puerta y termina con la entrega de 
una documentación, sino que debe calar en toda la organización la protección de los 
datos y debe mantenerse viva esta implicación en la materia. 

La Agencia Española de Protección de Datos, que por supuesto, predica con el ejemplo y 
sí que se ha adaptado (faltaría más), insiste continuamente en decir que no es necesario 
un profesional para hacer la adaptación y pone a disposición de las organizaciones las 
suficientes herramientas para proteger los datos y cumplir con la norma, invitando a las 
pymes a do it yourself. 

Invito a todos a comprobar la cantidad de herramientas y guías que proporciona la 
Agencia de Protección de datos y a familiarizarse con ellas. 

Sin embargo, pese a las buenas intenciones de la Agencia Española de Protección de 
Datos, creo que precisamente las pymes son las que más necesitan la colaboración de 
un profesional externo que les explique la norma y lo que la norma les pide, dándoles 
ese primer empujón para que puedan comenzar con ese nuevo rol. 

11/01/2019. El nuevo entorno regulatorio de protección de datos y garantía de los 
derechos digitales. FUENTE: www.cincodias.elpais.com 

La ley aprobada incluye normas específicas que sirven para aportar mayor claridad y 
algunos aciertos, como la regulación del derecho de información 

En un entorno global y absolutamente digital, en el que los hábitos de vida se han 
desplazado hacia el ciberespacio, hasta el punto de que prácticamente todo lo hacemos 

http://www.cincodias.elpais.com/


a través de la red, la necesidad de una adecuada protección de los datos de carácter 
personal alcanza una nueva dimensión. Es, desde esta perspectiva, desde la que debemos 
analizar el nuevo entorno regulatorio en esta materia. 

A este respecto, supongo que nadie pondrá en duda que podríamos calificar 2018 como 
el año de la protección de datos de carácter personal. En primer lugar, el Reglamento 
(UE) 2016/679 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de abril, relativo a la 
protección de las personas físicas en lo que respecta al tratamiento de datos personales 
y a la libre circulación de estos datos (el “RGPD”) es de plena aplicación desde el pasado 
25 de mayo, y ha exigido a todo tipo de entidades la adopción de medidas técnicas y 
organizativas de distinta naturaleza para su adecuado cumplimiento. Además, esta norma 
comunitaria de aplicación directa, ha sido complementada en la legislación nacional a 
través de la Ley Orgánica de Protección de Datos Personales y Garantía de los Derechos 
Digitales (LOPD), publicada en el Boletín Oficial del Estado muy recientemente, 
concretamente el día 6 de diciembre pasado. 

La LOPD adapta el ordenamiento jurídico español al RGPD, dando con ello cumplimiento 
a lo que exige el Reglamento comunitario, aunque también incluye normas 
específicas que sirven para aportar mayor claridad y ayudar a la interpretación de 
aquel. 

El espacio de este artículo es limitado como para poder hacer un comentario 
pormenorizado del contenido de la recién estrenada LOPD, pero sí podemos referirnos a 
algunos de sus aciertos, como es el caso, por ejemplo, de la regulación del derecho de 
información. El RGPD impone el deber de facilitar abundante información al afectado. 
Una cantidad de información tal que puede llegar a resultar abrumadora para quien la 
recibe. Hay que considerar un acierto que la LOPD haya recogido la posibilidad de 
que la información se facilite por capas, ofreciendo al afectado determinada 
información básica e indicándole una dirección electrónica u otro medio que le permita 
acceder de forma sencilla e inmediata a la restante información. 

Otro de los asuntos regulados por la LOPD es el consentimiento como una de las bases 
legitimadoras del tratamiento de datos. La Ley insiste en la necesidad de que se trate 
de una manifestación de voluntad que consista en una declaración o en una clara acción 
afirmativa, excluyéndose así el consentimiento tácito del que tanto se abusó en el pasado. 
Pocas dudas dejaba el RGPD al respecto, pero para aquellos que quisieron todavía ver 
resquicios para seguir aplicando mecanismos de opt out como fórmula para obtener el 
consentimiento, la LOPD es absolutamente contundente. 

Además, incluye un Título X denominado “Garantía de los derechos digitales”, a los que 
dota de tanta relevancia que incluso se han incorporado al título de la norma. Aquí se 
regulan cuestiones muy novedosas, como los derechos a la seguridad y a la educación 
digital, la protección de los menores en internet, el derecho de rectificación y al olvido en 
búsquedas en la red, el derecho a la actualización de informaciones en medios de 
comunicación digitales o el derecho al testamento digital. En el ámbito laboral regula 
materias como el derecho a la intimidad y uso de dispositivos digitales, la desconexión 
digital, el derecho a la intimidad frente al uso de dispositivos de videovigilancia y de 
grabación de sonidos en el lugar de trabajo y el derecho a la intimidad ante la utilización 
de sistemas de geolocalización. 

Especialmente controvertida ha sido la inclusión del posible uso por los partidos políticos 
de información disponible en internet para la realización de actividades políticas durante 



  

 
el periodo electoral o la exclusión del envío de propaganda electoral de la regulación 
del spam. No obstante, la AEPD publicó su criterio sobre estas cuestiones en el sentido de 
entender que no se permite el tratamiento de datos personales para la elaboración de 
perfiles basados en opiniones políticas, ni el envío de información personalizada 
basada en perfiles ideológicos, sino tan solo la recopilación de datos relativos a 
opiniones políticas que permita a los partidos conocer las inquietudes de los 
ciudadanos para contemplarlas en sus programas electorales. Veamos cuál es la 
interpretación que finalmente le dan los partidos políticos a la norma. 
 
En todo este entorno, me gustaría destacar la regulación de la certificación como 
mecanismo para acreditar el cumplimiento de las obligaciones legales en esta materia 
que recoge el RGPD. Sin duda, esta será una herramienta muy útil y cuya utilización 
debemos promover para entidades de todo tipo, que tan solo deberán someterse a 
revisiones periódicas con el fin de demostrar su situación de cumplimiento conforme a los 
criterios establecidos, facilitando con ello, entre otras cosas, los mecanismos de 
contratación con terceros. 
 
Ahora toca ver qué nos depara el 2019 en cuanto a la evolución en la aplicación práctica 
de toda esta nueva normativa y cómo se solucionan cuestiones como el efecto del Brexit 
en las transferencias de datos. 
 
 
23/01/2019. El botón 'Me gusta' de Facebook, ¿atenta contra la privacidad? FUENTE: 
www.expansion.com  

El botón 'Me gusta' de Facebook, ¿atenta contra la privacidad?  
0Comentar 
El abogado general del Tribunal de Justicia de la Unión Europea asegura en sus 
conclusiones que las páginas web que incluyen este plug-in son corresponsables de un 
tratamiento de datos personales. 
 
La incursión de las redes sociales en la sociedad ha provocado que, a estas alturas, todo 
el mundo sepa qué es y para qué sirve el botón Me gusta de Facebook. Sin embargo, las 
dudas planteadas por una asociación alemana de defensa de los consumidores sobre la 
posible infracción de la normativa de protección de datos por la inserción de este plug-
in en una página ajena a la red social ha provocado que el Tribunal Superior de lo Civil 
y Penal de Düsseldorf haya llevado este asunto hasta el Tribunal de Justicia de la Unión 
Europea (TJUE). 
 
El organismo teutón de defensa de los consumidores (Verbraucherzentrale NRW) 
aseguraba que el sitio de ecommerce de productos de moda Fashion ID transfería a 
Facebook, a través del botón Me gusta, información sobre la dirección IP del usuario y la 
secuencia del navegador y planteaba la duda de si, en ese caso, la página web era 
igualmente responsable de un tratamiento ilícito. Además, hay que destacar que dicha 
transferencia de información se realizaba de manera automática cuando se cargaba la 
web de Fashion ID y con independencia de que el usuario interactuara o no con dicho 
botón o que tuviera una cuenta en Facebook. 
 
Corresponsabilidad 
 
Frente a esta situación, el abogado general del TJUE Michal Bobek ha asegurado en sus 
conclusiones, conforme a la directiva de protección de datos (aplicable en este asunto, 

http://www.expansion.com/
https://www.expansion.com/juridico/actualidad-tendencias/2019/01/23/5c48b4ca468aebd1788b45bf.html


pero ya sustituida por el reglamento general de protección de datos [RGPD]), que "el 
administrador de una página web que ha insertado en su sitio el plug-in de un tercero 
(como el botón Me gusta de Facebook) que genera la recogida y transmisión de datos 
personales del usuario debe ser considerado corresponsable del tratamiento, 
conjuntamente con dicho tercero", afirma Carlos Pérez, socio de Ecija. 

El letrado insiste en que esa responsabilidad (conjunta) del encargado del tratamiento 
deberá limitarse a aquellas operaciones respecto de las cuales decide efectivamente de 
manera conjunta sobre los medios y fines del tratamiento de los datos personales. "En el 
caso concreto, la responsabilidad de Fashion ID se limitaría a la fase de recogida y 
transmisión de información". 

Cabe destacar que el abogado general señala, en cambio, que ese sujeto "no puede ser 
considerado responsable ni de las fases anteriores o posteriores de la cadena de 
tratamiento de los datos, los fines o medios de las cuales no esté en condiciones de 
determinar". 

Basándose en las definiciones del RGPD sobre qué es un tratamiento de datos y la 
capacidad de acción que tiene el responsable, Daniel López, socio de Ecija, asegura que 
"cabe pensar que la capacidad real de decisión que tiene el responsable de la página 
web es inexistente, lo cual puede generar una indefensión ante el nuevo criterio que 
propone el abogado general". 

El letrado de Ecija prosigue explicando que "si un usuario ejercitara el derecho de acceso, 
el responsable del sitio web no podría facilitar los datos que Facebook recaba o no 
podría atender de forma fehaciente el derecho de cancelación. Igualmente, no podría 
decidir las medidas de seguridad aplicables o exigir a Facebook que los datos se alojen 
en un determinado servidor, así como una capacidad de decidir sobre los fines del 
tratamiento o el mismo acceso a los datos". 

En cuanto a la repercusión que podría tener una resolución del TJUE en la dirección que 
indicaba Bobek, López apunta que, junto con el derecho de información, deberá 
analizarse si sería necesario el consentimiento como legitimación del tratamiento, quién 
estaría obligado a recabarlo y mantenerlo -el titular del sitio web o la red social- y los 
procedimientos que deberían establecerse, a modo de soluciones, por parte de las redes 
sociales en el momento en el que el usuario accede a la web. 

Debate 

"Estos aspectos, que están analizándose por el TJUE, se unen a otros que han generado 
un importante debate a nivel europeo, con un futuro reglamento de e-privacy de fondo, 
como es la relación entre agencias de medios, editores y empresas. Así, una resolución del 
Tribunal de Justicia de la Unión Europea favorable sobre la base de la opinión del 
abogado general, puede dar un giro en estos tratamientos, que podrían considerar a los 
Publisher también como corresponsables del tratamiento", concluye el experto. 

Otra de las cuestiones prejudiciales planteadas por el Tribunal de Düsseldorf estaba 
relacionado con el deber de informar. Carlos Pérez explica que la cuestión es tan simple 
como saber si el administrador de la página web que ha insertado el contenido de un 
tercero, que da lugar al tratamiento de los datos personales por este último, ha de cumplir 
la obligación de informar que establece el artículo 10 de la directiva de protección de 
datos.



El socio de Ecija afirma que, según las conclusiones del abogado general del Tribunal de 
Justicia de la Unión Europea, la respuesta sería afirmativa y "la obligación de facilitar al 
usuario de la página web la información mínima sobre protección de datos se impone al 
administrador de la misma". 

Interés legítimo 

En cuanto a la legitimidad del tratamiento de datos personales sin el consentimiento del 
usuario de la página web, el abogado general Michal Bobek recuerda que dicho 
tratamiento será lícito conforme a la normativa cuando se cumplan tres requisitos 
acumulativos: "Primero, que el responsable del tratamiento o el tercero o terceros a 
quienes se comuniquen los datos persigan un interés legítimo; segundo, que el tratamiento 
sea necesario para satisfacer ese interés legítimo; y tercero, que no deban prevalecer los 
derechos y libertades fundamentales del interesado en la protección de datos". Por estas 
razones, y centrándose en esta parte del asunto, Bobek propone en sus conclusiones al 
TJUE que declare que "el interés legítimo de ambos corresponsables -Fashion ID y 
Facebook Ireland- ha de tenerse en cuenta y ponderarse con los derechos de los usuarios 
de la página web". 

25/01/2019. El delegado de protección de datos, pieza angular del éxito de la nueva 
ley. FUENTE. www.cincodias.elpais.com 

El I Congreso Nacional de DPOs pone de manifiesto la necesidad de una cultura de 
privacidad en las empresas 

El primer Congreso Nacional de DPOs que se celebra en España ha dado voz a las 
inquietudes de los expertos en privacidad que tienen la labor de liderar un cambio de 
paradigma en la materia que llegó a España con la reciente entrada en vigor de la Ley 
orgánica de protección de datos. 

29/01/2019. Los nuevos derechos laborales digitales regulados en la Ley Orgánica de 
Protección de Datos. FUENTE: www.diariojuridico.com  

Los nuevos derechos laborales digitales regulados en la Ley Orgánica de Protección de Datos 

La nueva LOPD no se limita a regular la protección de los datos personales y la privacidad 
de las personas físicas, sino que además introduce un Título dedicado exclusivamente a la 
protección y garantía de los derechos digitales de los ciudadanos, entre los que se incluyen 
los derechos laborales digitales. Ello supone, entre otras, una modificación del Estatuto de 
los Trabajadores pues se crea un artículo 20 bis por el que se reconoce a los trabajadores 
los derechos a la intimidad en relación con el entorno digital y a la desconexión. 

Veamos a continuación el contenido de estos derechos laborales digitales: 

Derecho a la intimidad y uso de dispositivos en el ámbito laboral: El empleador podrá 
acceder a los contenidos derivados del uso de medios digitales facilitados a los 
trabajadores y a los empleados públicos a los solos efectos de controlar el cumplimiento 
de las obligaciones laborales o estatutarias y de garantizar la integridad de dichos 
dispositivos.

http://www.cincodias.elpais.com/
http://www.diariojuridico.com/


  

 
Los empleadores, con la participación de la representación legal de los trabajadores, 
deberán establecer criterios de utilización de los dispositivos digitales, los cuales 
deberán ser comunicados a los trabajadores y deberán respetar en todo caso los 
estándares mínimos de protección de su intimidad. Si se permite a los trabajadores el uso 
con fines privados de los dispositivos digitales puestos a su disposición, se deberán 
especificar cuáles son los usos autorizados, las garantías para preservar su intimidad y 
los periodos en los que los dispositivos puedan utilizarse para fines privados (por ejemplo, 
estableciendo que podrán utilizarse únicamente de manera puntual, o para una 
emergencia familiar…). 
 
Derecho a la desconexión digital: Se trata de garantizar, fuera del tiempo de trabajo, 
el respeto del tiempo de descanso, permisos, vacaciones y conciliación de la actividad 
laboral y la vida personal y familiar de los empleados, incluidos los que ocupen puestos 
directivos, y los empleados públicos. 
 
El derecho se concretará en un protocolo interno elaborado previa audiencia de los 
representantes de los trabajadores, en el que se definan las modalidades de ejercicio del 
derecho a la desconexión y las acciones de formación y de sensibilización sobre un uso 
razonable de las herramientas tecnológicas. 
 
Derecho a la intimidad frente al uso de dispositivos de videovigilancia y de grabación 
de sonidos en el lugar de trabajo: En relación con la videovigilancia, los empleadores 
podrán tratar las imágenes obtenidas a través de sistemas de cámaras o videocámaras 
para el ejercicio de las funciones de control de los trabajadores o los empleados públicos. 
 
Este uso requerirá la previa información, expresa, clara y concisa, a los trabajadores y, 
en su caso, a sus representantes legales. Ahora bien, se entenderá cumplido el deber de 
informar cuando se haya captado la comisión flagrante de un acto ilícito por los 
trabajadores y exista al menos el dispositivo informativo en lugar suficientemente visible 
que identifique, como mínimo, la existencia del tratamiento, la identidad del responsable 
y la posibilidad de ejercitar los derechos previstos en el RGPD. 
 
Por su parte, la grabación de sonidos en el lugar de trabajo únicamente se admite si la 
misma está justificada por razones de seguridad de instalaciones, bienes y personas. En 
todo caso, la empresa deberá respetar los principios de proporcionalidad e intervención 
mínima. Se prohíbe instalar dispositivos de grabación de sonido o videovigilancia en los 
lugares destinados al descanso o esparcimiento de los trabajadores. 
 
Derecho a la intimidad ante la utilización de sistemas de geolocalización en el ámbito 
laboral: Los empleadores podrán tratar los datos obtenidos a través de sistemas de 
geolocalización para el ejercicio de las funciones de control de los trabajadores o los 
empleados públicos, previa información expresa, clara e inequívoca acerca de la 
existencia y características de estos dispositivos, así como del posible ejercicio de los 
derechos de acceso, rectificación, limitación del tratamiento y supresión. 
 
 
26/01/2019. La AEPD ultima una instrucción para impedir que los partidos puedan 
perfilar ideológicamente a los ciudadanos. FUENTE: www.confilegal.com 
 
La AEPD ultima una instrucción para impedir que los partidos puedan perfilar 
ideológicamente a los ciudadanos. 

http://www.confilegal.com/


Mar España es la directora general de la Agencia Española de Protección de Datos. 
AEPD. 

La Agencia Española de Protección de Datos (AEPD) está elaborando una instrucción o 
circular en la que recordarán a los partidos políticos que van a presentarse en las 
elecciones europeas, autonómicas y locales, que van a celebrarse el próximo 26 de 
mayo, lo que podrán hacer en materia de privacidad. 

Así lo informó Mar España, la directora general de la AEPD. 

“Durante el mes de febrero aprobaremos -estamos todavía valorando la forma jurídica 
que le daremos-, una instrucción o circular donde recogeremos los criterios de cara a 
dejar claro que podrán hacer los partidos políticos en materia de privacidad”, explicó 
España. 

Su cruzada contra el evitar el perfilado ideológico de los ciudadanos a través de los 
datos que los partidos políticos puedan recabar en redes sociales está clara. 

Una situación que es posible con la disposición final tercera, que modifica el artículo 58 
de la Ley Electoral (LOREG) en la mano, introducida en a nueva Ley Orgánica de 
Protección de Datos y de Garantía de Derechos Digitales (LOPDGDD) y de la que desde 
la AEPD se insiste en que no se informó de ella. 

La directora de este organismo regulador vuelve advertir que actuará con máximo rigor 
ante este tipo de irregularidades. 

La sanción máxima que pueden recibir por estos perfilados ideológicos podría ascender 
a la cantidad de 20 millones de euros. 

España dejó claro de nuevo que “Los partidos políticos deben tener certeza de lo que 
pueden y no pueden hacer. Apelo a su responsabilidad en este tema. Si contratan de 
apoyo agencias analíticas éstas serían encargados del tratamiento y tendrían 
responsabilidad administrativa y económica en protección de datos ante cualquier 
perfilado ideológico”. 

También recordó que la AEPD para evitar ese perfilado ideológico en la ponencia de 
la LOPDGDD “propusimos y así se aprobó el artículo 9.1 de la LOPD donde no se 
permite el perfilado ideológico ni siquiera con el consentimiento. Esto hace que esta 
Ley Orgánica sea más proteccionista en este sentido”. 

La directora general recordó que la Agencia que dirige había publicado recientemente 
un informe sobre el tratamiento de datos de las opiniones de los ciudadanos por parte 
de los partidos políticos.

https://bit.ly/2A7Bm9I
https://bit.ly/2A7Bm9I


“Después de la publicación de dicho informe hemos mantenido reuniones con el presidente 
del Instituto Nacional de Estadística, con el Presidente de la Junta Electoral Central y con 
la presidenta del Tribunal de Cuentas para analizar este tema en profundidad”, explicó. 
Para la AEPD es fundamental una coordinación con estas instituciones y el propio Ministerio 
del Interior en esta cuestión. 

Mar España explicando sus planes para que los partidos políticos no puedan hacer 
perfilaciones de los votantes. 

Mar España recordó, en su balance de este 2018 recién concluido, que la nueva 
LOPDGDD se logró con un apoyo parlamentario del 96% de la cámara baja. 

Al mismo tiempo destacó uno de los proyectos claves de la AEPD durante este año 2019, 
relacionado con la Responsabilidad Social Corporativa de esta entidad, sobre el que 
dará más detalles en este primer trimestre de este año. 

TODO HA CAMBIADO EN MATERIA DE PROTECCIÓN DE DATOS 

A su juicio, “todo ha cambiado en materia de protección de datos. En 1993 era un mundo 
analógico y recibíamos muchas reclamaciones por la publicidad postal. Ahora el escenario 
es digital y el compromiso es que no se le hagan perfilados en procesos electorales o en 
contratación irregular, entre otros elementos”, afirmó. 

La AEPD recibió un total de 14.146 reclamaciones durante 2018, lo que representa un 
incremento del 32,8% respecto al año anterior cuando se plantearon 10.651 quejas ante 
el organismo supervisor. 

Hay que recordar que el pasado 25 de mayo de 2018, el Reglamento General de 
Protección de Datos (RGPD) se hacía de obligado cumplimiento. 

Ante este hecho, las cifras presentadas por Mar España indican que entre el 1 de enero 
y el 24 de mayo las reclamaciones pasaron de las 4.550 del año 2017 a las 5.036 
denuncias del citado periodo de 2018. 

Sin embargo, entre el 25 de mayo y el 31 de diciembre, las reclamaciones crecieron un 
48,9%. 

EL RGPD INCREMENTA LAS RECLAMACIONES EN UN 33% 

A su juicio es evidente que hay un efecto llamada relacionado con la entrada en vigor del 
Reglamento General de Protección de Datos, aunque lo que le preocupa es que se siga 
manteniendo este ritmo de crecimientos sobre reclamaciones. 

Respecto a las denuncias recibidas y resueltas con respuesta satisfactoria tras haberlas 
remitido al responsable o delegado de Protección de Datos (dPD), durante 2018 se ha 
producido 863. 

A este respecto, comento que dos de cada tres reclamaciones que llegan al dPO se 
resuelven de forma satisfactoria para el ciudadano. 

El tiempo de resolución es de unos 100 días, más bajo que el modelo tradicional que 
supera los 200.



En cuanto a los casos con otras autoridades europeas de protección de datos, de los 395 
casos analizados, la Agencia se ha personado como interesada en un total de 237 de 
ellos, siendo la autoridad líder en 11 de ellos. 

Las reclamaciones sobre ejercicio de derechos, en 2018 se han recibido 1.784 peticiones, 
de las que 191 fueron por derecho al olvido. 

EL 65% DE LAS RECLAMACIONES TIENEN QUE VER CON GOOGLE Y SUS SERVICIOS 

Así, Google y sus servicios suponen 125 de las 191 reclamaciones (65%), seguido de 
medios de comunicación, con 18 y el 9%; otros buscadores de internet, con 14 y un 7%; 
las administraciones públicas y boletines, con 13 reclamaciones y un 6%. 

Sobre las quiebras de Seguridad, Mar España destacó que se habían recibido 547 
notificaciones en ese caso, tras el plazo de 72h de notificar a la AEPD dicha cuestión. 

«Todas han sido analizada y solo en 17 por ser datos sensibles o a gran escala se han 
remitido a la subdirección general de la inspección y ahora se encuentra en fase 
preliminar de actuaciones de investigación”, apuntó. 

Respecto a los dPOs, a fecha de 31 de diciembre del 2018 se habían inscritos 20.043 
delegados de Protección de Datos; 17296 en el sector privado y el resto 2.747 en el 
sector público. 

30/01/02019. Las tres grandes telecos son las reinas de las multas de Protección de 
Datos. FUENTE: www.publico.es 

Las tres grandes 'telecos' son las reinas de las multas de Protección de Datos: Orange, 
Telefónica y Vodafone acumulan 22 millones de euros en sanciones dictadas por la 
Agencia Española de Protección de Datos (AEPD) desde 2015, lo que supone cuatro de 
cada 10 euros en multas por protección de datos en los últimos cuatro años. 

Infringir la Ley de Protección de Datos, entre otras que vigila la AEPD, puede hacer mella 
en tus cuentas, especialmente si eres una empresa del sector de las telecomunicaciones. Si 
no, que se lo digan a Orange, que ha recibido 249 multas que suman 8,7 millones de 
euros desde 2015. No es la única. Junto a Telefónica y Vodafone, los tres grupos 
empresariales bajo los que caen marcas tan famosas como Movistar, Ono, Simyo o 
Jazztel acumulan 22 millones de euros en sanciones, lo que supone casi un 38,3% 
del total de las multas impuestas en ese periodo. 

El monto total en sanciones a todo tipo de empresas y asociaciones asciende a 57,6 
millones de euros: partidos políticos, sindicatos o empresas del sector energético, entre 
muchas otras, se encuentran en este listado. Pero, ¿cuál es el principal motivo por el que 
la Agencia Española de Protección de Datos (AEPD) pone estas multas? 

En el caso del sector de las telecomunicaciones, por ejemplo, son dos: la contratación 
fraudulenta de servicios y la introducción de clientes en ficheros de morosidad. Una 
de estas multas, interpuesta por la AEPD en mayo de 2018 contra Jazztel, relata cómo 
suplantaron la identidad de una persona para contratar servicios de su empresa. Su 
factura llegó a ser de más de mil euros, una cantidad que para Jazztel contaba como 

http://www.publico.es/
https://www.publico.es/politica/proteccion-datos-spam-partidos-politicos.html


  

 
deuda. La empresa terminó incluyendo sus datos en un fichero de morosidad y ese fue el 
motivo de la denuncia. 
 
Las deudas por las que incluyen a clientes en ficheros de morosos terminan, muchas veces, 
en manos de empresas intermediarias. A esto se dedica, por ejemplo, Altaia Capital, que 
compra y vende deuda. Es lo que pasó con una de las denunciantes le suplantaron su 
identidad y contrataron servicios a Orange. La deuda terminó en manos de Altaia, que 
la incluyó en el fichero de morosos. Por este caso, la AEPD multó a Altaia con 120.000 
euros. Es la más alta de las sanciones de la empresa, aunque en total suma más de 
700.000 euros en multas desde 2015. La cosa va de deudas, algunas creadas por las 
propias compañías. Paradójicamente, en septiembre de 2018, Altaia Capital debía a la 
AEPD 470.000 euros. 
 
Bancos, energía y muchos más. 
 
Incluir a clientes de forma indebida en ficheros de morosos no es solo una práctica 
indebida de las empresas de telecomunicaciones. Los bancos y cajas también cometen las 
mismas ilegalidades, aunque no en la misma cantidad. Todas las multas interpuestas a 
entidades bancarias desde 2015 no suman ni siquiera las cantidades a la que se enfrenta 
Orange de forma individual. Sin embargo, no es una cantidad despreciable: suman casi 
8,5 millones de euros en sanciones. BBVA, Caixabank y el Banco Santander encabezan 
una lista de 25 grupos empresariales con más de un millón y medio de euros en multas 
cada uno. 
 
El otro gran motivo de sanción, la contratación fraudulenta, es la seña de identidad para 
otro sector, el de la energía. El decreto ley de medidas urgentes para la transición 
energética que entró en vigor en octubre del 2018 prohibía la contratación puerta a 
puerta de la electricidad y el gas natural para evitar las contrataciones fraudulentas. 
Desde 2015, Endesa, Iberdrola y Gas Natural acumulan 2,6 millones de euros en 
sanciones en gran parte, por este motivo. 
 
Conocer la identidad del responsable de la infracción no es siempre posible, ya que la 
propia norma protege su identidad cuando es una persona física y no jurídica. No tenemos 
la suerte de saber, por ejemplo, quién fue el gestor de siete páginas de contenido para 
adultos que recogió información personal de los visitantes sin informarles correctamente 
del tratamiento de sus datos. 
 
Más de un millón de euros en multas son a particulares y, a diferencia de los sectores 
antes mencionados, aquí la mayoría de sanciones tiene como motivo la creación de 
directorios que vulneran la protección de datos y la utilización de videovigilancia de 
forma ilegal. 
 
Deudas a la AEPD 
 
Las sanciones económicas que impone la AEPD distan mucho, en algunos casos, del dinero 
que termina recibiendo. Solo 1,30 de cada 10 euros de las multas impuestas a personas 
físicas de las que desconocemos su identidad se han pagado. Muchas veces, los 
sancionados han interpuesto recursos de reposición o demandas contencioso-
administrativas para reducir la multa. En total, entre personas físicas y jurídicas, los 
multados deben a la AEPD 9,4 millones de euros. 
 
Las multas individuales más cuantiosas.



Aunque el sector de las telecomunicaciones agrupa la mayor suma de sanciones 
económicas, las multas individuales más cuantiosas no las recibieron esas empresas. 
En esa lista destacan Whatsapp (filial de Facebook), Google y Facebook. Un ejemplo: 
una de las multas impuestas a la red social Facebook en 2017 superó el millón de euros; 
que se suma a otras dos posteriores de 300.000 y 150.000 euros. 

31/01/2019. “Día de la Protección de Datos: el nuevo marco legal dispara las 
reclamaciones. FUENTE: www.internautas.org   

Día de la Protección de Datos: el nuevo marco legal dispara las reclamaciones 

Concienciar aún más de la relevancia de la información personal es el objetivo del 
Día Europeo de la Protección de Datos que se conmemora este lunes, dentro de un 
nuevo marco legal tras la reciente implantación de sendas normativas en Europa y 
España, que ya ha disparado las reclamaciones sobre privacidad. 

Por un lado, un ambicioso reglamento de protección de datos exige desde mayo pasado 
consentimiento claro y expreso del usuario a las empresas de la UE a la hora de usar 
información personal para fines distintos a los iniciales; por otro, una nueva ley en este 
país en vigor desde el mes de diciembre ha reformado el ordenamiento español sobre 
privacidad para adaptarlo al marco legal europeo. 

Pese a estas normativas y las reclamaciones ante la Agencia Española sobre Protección 
de Datos (AEPD) que aumentaron el año pasado el 32,8%, la privacidad sigue siendo “la 
asignatura pendiente” en el mundo de la red, denunció hoy la Asociación de Internautas 
en un comunicado publicado con motivo de este Día Europeo de la Protección de Datos, 
que se celebra cada 28 de enero para concienciar de esta cuestión. 

La “precaución es el escudo por excelencia” para protegerse en el mundo de la red, 
añade la asociación, tras advertir de que los menores son más vulnerables al peligro del 
acceso a contenidos de todo tipo en internet, y al riesgo de que cualquiera se inmiscuya 
en su identidad personal en caso de no protegerla. 

Un nombre, el lugar de nacimiento de un usuario, el DNI, la dirección postal y electrónica, 
el sexo, la religión o incluso la dirección IP de navegación en internet son datos que, 
combinados con sofisticadas tecnologías permiten a las empresas identificar a las 
personas y mandarles publicidad dirigida e incluso influir ideológicamente, como en el 
caso de la consultora Cambridge Analytica tras acceder a datos de usuarios de Facebook 
sin su consentimiento, recuerdan hoy los expertos. 

Aprovechando la efeméride, Facebook lanzó precisamente hoy un centro de privacidad 
y uso de datos para que las empresas puedan encontrar con mayor facilidad sus recursos 
sobre protección de datos, y además anunció que invitará a los usuarios en las próximas 
dos semanas a revisar sus condiciones de privacidad. 

El derecho de las personas a conocer qué hacen las empresas con sus datos, o si planean 
hacer perfilados sobre sus gustos u opiniones es algo muy novedoso del reglamento 
europeo que cambia por completo las reglas de juego de las empresas a la hora de 
utilizar datos personales.

http://www.internautas.org/


Entre otros criterios, fija sanciones de hasta 20 millones de euros para las compañías que 
no respeten la exigencia de informar al afectado sobre cómo usará su información 
personal. 

En el caso de la ley española, el texto fija en 14 años la edad mínima de consentimiento 
del menor respecto al uso por parte de otros de sus datos personales, y va más allá del 
reglamento europeo en su contenido al incluir una batería de derechos digitales, como el 
del olvido en internet, el testamento virtual o el de desconexión digital del empleado en 
horas fuera del trabajo. 

La normativa española protege asimismo el derecho a la intimidad de los trabajadores 
frente al uso de dispositivos de videovigilancia y de grabación de sonidos en el lugar de 
trabajo, y prohíbe las videocámaras en áreas de descanso como comedores u otros 
espacios similares para ocio de los trabajadores, entre otras regulaciones. 

La directora de la Agencia Española de Protección de Datos (AEPD), Mar España, ha 
manifestado recientemente su convencimiento de que el usuario es ya consciente de la 
existencia de un marco legal que le otorga mayor poder para controlar su información 
personal. 

Según sus datos, desde la entrada en vigor del reglamento europeo de protección de 
datos las reclamaciones mensuales recibidas mantuvieron un crecimiento constante en torno 
al 30 por ciento respecto al año anterior. 

Por otra parte, el número de nuevos inscritos en la Lista Robinson para rechazar publicidad 
comercial no deseada en España se cuadruplicó prácticamente hasta primeros de 
diciembre en 2018, respecto al año anterior, hasta alcanzarse 770.000 personas 
registradas EFE 

03/02/2019. Los médicos no volverán a llamar por su nombre a los pacientes para 
que pasen a consulta. FUENTE: www.laopiniondemurcia.es 

Los médicos no volverán a llamar por su nombre a los pacientes para que pasen a consulta 
Los recientes cambios en la Ley de Protección de Datos prohíben que los pacientes sean 
llamados en voz alta en las salas de espera 

Sólo los enfermos tendrán acceso a su historia clínica y diagnóstico. Los familiares 
que quieran conocer estos datos deberán contar con su autorización. 

Desde el pasado mes de diciembre, los pacientes que acuden a hospitales y centros de 
salud se han convertido en ciudadanos 'anónimos'. La aplicación en España del reglamento 
europeo sobre protección de datos ha hecho que los hospitales públicos y clínicas privadas 
se estén poniendo las pilas para introducir medidas para garantizar la total 
confidencialidad de los enfermos. 

Algunos de estos cambios son ya patentes. Por ejemplo, a partir de ahora ya no es posible 
preguntar en el mostrador de acceso a un centro sanitario por la habitación de un familiar 
o de un conocido que esté ingresado. En algunos centros públicos y clínicas privadas de
la Región de Murcia esta medida se aplica a rajatabla y no se proporciona bajo ningún 
concepto el número de la habitación.

http://www.laopiniondemurcia.es/


  

 
A partir de ahora, los hospitales del Servicio Murciano de Salud (SMS) tampoco pueden 
facilitar información telefónica sobre ningún paciente, aunque sea un familiar directo el 
que la pida. En los Servicios de Atención e Información al Paciente tampoco darán por 
teléfono ninguna información relativa a una queja o reclamación y por ningún hospital 
o centro sanitario podrán exhibirse listados de pacientes. 
 
El director general de Asistencia Sanitaria, Roque Martínez, explica que en los centros 
dependientes del SMS ya se han aplicado numerosas medidas en materia de protección 
de datos como la elaboración de un Registro de actividades de tratamiento, confección 
de documentos de ejercicio de derechos, información de protección de datos en la página 
de Murcia salud e incluso modificación de cláusulas contenidas en convenios y contratos. 
 
Para preservar la confidencialidad se ha puesto en marcha el procedimiento de 
'Información asistencial a pacientes y allegados', relacionado con la información que el 
paciente como titular de la información desea que se brinde a las personas vinculadas a 
él, por razones familiares o de hecho. No obstante, el paciente podrá prohibir que se 
informe a cualquier persona. En el caso de los hospitales, se han habilitado salas 
específicas para informar en todas las plantas de hospitalización y es en estas y no en los 
pasillos donde se dará la información. 
 
La norma tampoco permite que los pacientes sean llamados en voz alta en las salas de 
espera de los hospitales, consultas o centros de salud. La mayor parte de las clínicas 
privadas ya se han adaptado a este requisito y ya llaman a los pacientes a través de 
códigos. Cuando el usuario llega, un terminal informático le asigna una clave y es avisado 
a través de una pantalla. De esta forma se terminará con la costumbre de llamar a voces 
a los pacientes que están esperando para ser atendidos. 
 
Proyecto Senda. Ante esta obligación de proteger la intimidad del paciente, el Servicio 
Murciano de Salud está trabajando en el Proyecto Senda, planificado para todos los 
servicios de Urgencias, así como las salas de espera de quirófanos, salas de radiología, 
salas de espera de consultas externas, hospitales de día y centros de salud y consultorios. 
Gracias a él se van a instalar en todas las dependencias sanitarias unas máquinas, tipo 
cajero automático, en las que los usuarios meterán el código de paciente y recibirán un 
tiquet con su número para entrar a consulta. 
 
En los hospitales públicos de la red del SMS se han hecho algunas pruebas piloto en el 
Maternal de la Arrixaca y en el Santa Lucía. En el centro de El Palmar, por ejemplo, los 
pacientes son llamados en Urgencias o en consultas del Maternal por un código numérico 
que se les entrega al llegar. La parte más complicada está en Atención Primaria, ya que 
en la mayoría de los centros de salud los médicos de familia y pediatras siguen llamando 
a los pacientes por su nombre en voz alta o exhibiendo una lista con todos los que hay 
citados para ese día en la puerta de la consulta. 
 
En este caso, el director de Asistencia Sanitaria explica que se va a crear la figura del 
delegado de protección de datos en cada una de las nueve áreas de salud de la Región, 
que será el que se encargue de coordinar todas estas actuaciones y comprobar que se 
están cumpliendo. 
 
Hace año y medio la Agencia de Protección de Datos ya advirtió a los hospitales de 
irregularidades detectadas en el manejo de los datos de sus pacientes. Deficiencias que 
deberán ir subsanándose 

https://www.laopiniondemurcia.es/comunidad/2019/02/04/informacion-clinica-cifrada-pantallas-hospital/993881.html
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05/02/2019. Cómo afecta la Ley de Protección de Datos a la biometría. FUENTE: 
www.cuadernodeseguridad.com  

La biometría recoge los datos fisiológicos de los usuarios a quienes se les proporcionan 
los permisos pertinentes para su registro. De este modo, el uso de la biometría queda 
sujeto a las normativas prescritas por las distintas leyes de Protección de Datos tanto por 
la legislación española como la de la Unión Europea. 

La Agencia Española de Protección de Datos (AEPD) establece en el apartado 
de Preguntas más frecuentes que el procesado de datos biométricos y su vinculación con 
la identidad de las personas no se adentra más en su privacidad que los métodos “más 
tradicionales y menos exactos” empleados en el pasado. Asimismo, la AEPD plasma que 
“la obtención y el uso de datos biométricos tales como la huella dactilar, el iris del ojo 
etc. no tienen por qué considerarse, en sí, como un sistema que altere los sistemas 
tradicionales” (2016). 

De este modo, la AEPD confirma que la biometría es una solución compatible con lo que 
establecía la Ley Orgánica 15/99 de Protección de Datos de Carácter Personal (LOPD), 
que en su artículo 1 mostraba que tiene como finalidad garantizar y proteger las 
libertades y derechos de las personas en lo referido al tratamiento de sus datos 
personales (1999). Esta ley fue reemplazada recientemente por la Ley Orgánica de 
Protección de Datos Personales y Garantía de los Derechos Digitales. 

En cuanto a las aplicaciones biométricas en materia empresarial, la AEPD afirmaba en 
2016 que estos usos no iban en contra de lo establecido por en su momento por la LOPD: 
“en el caso en el que el dato de la huella dactilar se realiza por la propia empresa para 
la confección de un nuevo sistema de control de presencia, en principio parece que no 
contraviene la LOPD dado que el ámbito de aplicación y del tratamiento de dichos datos 
se realiza en el seno de la propia empresa y respecto a con el que le vincula una relación 
contractual”. 

Normativa 

Respecto a la legislación europea, el nuevo RGPD exige que los usuarios den 
consentimiento explícito y verificable para el uso, tratamiento y almacenamiento de sus 
datos, especificando también el tiempo de uso. Con esta normativa lo que se pretende es 
lograr mayor seguridad en la protección de nuestros datos personales, por eso muchos 
usuarios están recibiendo emails por parte de las entidades para reafirmar el tratamiento 
de sus datos de acuerdo a la nueva normativa. 

18/02/2019. El Arzobispado decreta que las hermandades tengan un delegado de 
Protección de Datos. FUENTE: www.eldiarodesevilla.es 

El Arzobispado decreta que las hermandades tengan un delegado de Protección de Datos 

El Arzobispado de Sevilla acaba de publicar un decreto para regular quién debe ejercer 
como delegado de Protección de Datos en las hermandades y cofradías de la 
Archidiócesis. La persona que ejerza de fiscal en la junta de gobierno, o que desempeñe 
sus funciones con otra denominación, es la persona elegida para velar por el fichero con 
los datos de los hermanos.

http://www.cuadernodeseguridad.com/
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El decreto firmado por el arzobispo, monseñor Juan José Asenjo, también determina que 
tanto las cofradías, como los Consejos locales de Hermandades, así como el resto de 
asociaciones públicas de fieles erigidas canónicamente en la Archidiócesis de Sevilla, así 
como las fundaciones canónicas y Cáritas Diocenas, deberán presentar antes del 15 de 
marzo a la persona física o jurídica que consideren idónea para que sea designada como 
delegado de Protección de Datos por el vicario general, Teodoro León. La propuesta 
deberá ser acompañada por un informe sobre su competencia técnica. 

El Arzobispado exige, en virtud del decreto general sobre la materia publicado por la 
Conferencia Episcopal Española, que se deberá contar con una asesoría especializada 
en Protección de Datos cuando se proponga a una persona que forme parte de la junta 
de gobierno pero que no posea la adecuada competencia profesional y técnica. 

Entre las competencias que tendrá este delegado de Protección de Datos, como se recoge 
en el decreto general de la Conferencia Episcopal Española, se encuentran: 

Informar y asesorar al responsable, al encargado y a las personas empleadas que se 
ocupen del tratamiento de datos en el ámbito de su respectiva competencia. 

Supervisar el cumplimiento del decreto general y demás normativa de protección de 
datos personales aplicable en su respectivo ámbito competencial, así como de las políticas 
del responsable o del encargado del tratamiento en materia de protección de datos 
personales, incluida la asignación de responsabilidades, la concienciación y formación del 
personal que participa en las operaciones de tratamiento, y las auditorías 
correspondientes. 

Ofrecer el asesoramiento que se le solicite acerca de la evaluación de impacto relativa 
a la protección de datos y supervisar su aplicación de conformidad con el artículo 35 del 
decreto general. 

Cooperar con la autoridad de control a través del delegado de Protección de Datos de 
la Conferencia Episcopal, que actuará como punto de contacto de la autoridad de control 
para cuestiones relativas al tratamiento, incluida la consulta previa a que se refiere el 
artículo 35, y realizar consultas, en su caso, sobre cualquier otro asunto. 

01/03/2019. ¿Whatsapp del jefe fuera del trabajo? Los mensajes se pueden bloquear 
y ahora la ley te apoya. FUENTE: www.lavanguardia.com 

Los trabajadores tienen libertad para ignorar WhatsApps, emails, llamadas y demás 
de superiores sin repercusión legal. 

La actualización de la Ley de Protección de Datos Personales, en su artículo 88 estipulaba 
el nuevo Derecho a la desconexión digital en el ámbito laboral. Busca crear un entorno 
legal para el respeto de su tiempo de descanso, permisos y vacaciones, de los empleados, 
“así como de su intimidad personal y familiar”. Es decir, que no tienes que responder 
emails, WhatsApps, ni llamadas de tu jefe si no quieres una vez que sales por la puerta. 

https://www.diariodesevilla.es/tag/archidiocesis_de_sevilla/
http://www.lavanguardia.com/
https://boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2018-16673


Cada empresa tiene el deber a elaborar “una política interna dirigida a trabajadores, 
incluidos los que ocupen puestos directivos” que defina cómo, quién y bajo qué condiciones 
tienen que estar disponibles los empleados fuera de su entorno laboral. Obviamente hay 
casos, como las guardias externas, servicios de emergencias y otros trabajos que 
mantendrán la necesidad de estar atentos. Pero bajo unas nuevas condiciones negociadas 
con sindicatos, y que deben quedar claras. 

La Ley te apoya

La inmensa mayoría de trabajadores en España tiene derecho a apagar el móvil,

bloquear al jefe en WhatsApp, o no responder llamadas

Para conseguir bloquear a nuestros jefes sin quedar como unos caraduras, tenemos a 
nuestra disposición múltiples herramientas y trucos tecnológicos. El más obvio y más 
utilizado es apagar el teléfono al salir por la puerta. Si cuando vuelvas a la oficina te 
preguntan siempre puedes decir “se acabó la batería y no me fijé”. Un truco casi 
prehistórico que está protegido por ley, tu jefe no podrá amonestarte ni levantarte la 
voz, ni mucho menos despedirte por hacerlo. 

Si tenemos un email con doble SIM, tienes el 99% del trabajo ya hecho. Desactiva la SIM 
de tu trabajo cuando salgas por la puerta y no mires atrás. No recibirás WhatsApps, SMS 
ni llamadas en ese número. Sí recibirás emails, que te enseñamos a evitar más abajo. 

Bloquear WhatsApp cuando sales del trabajo

En Android puedes utilizar una app llamada ”Block Apps”. Se trata de una aplicación 
gratuita que permite establecer horarios de bloqueo de aplicaciones con flexibilidad 
total. Puedes, por ejemplo, bloquear WhatsApp durante la tarde y toda la noche y que 
automáticamente vuelva a funcionar a la mañana siguiente. 

Puedes hacerlo con todas las apps que quieras, incluso si crees que te distraen mientras 
estudias o trabajas. En general Block Apps te permite que establezcas límites de consumo 
en tu vida digital. Si la aplicación no está activa no te causará dolores de cabeza, aunque 
siempre podrás volver a activarla rápidamente para una emergencia. 

Si tienes iPhone puedes usar las nuevas herramientas de Apple que se llaman “Tiempo de 
uso”. Las puedes encontrar en la aplicación de “Ajustes”. Solo tienes que indicar qué 
aplicaciones te permites usar durante un tiempo determinado. Para evitar molestias o 
distracciones con WhatsApp o el email de la empresa, seleccionas estas aplicaciones y 
estableces “0 horas” como límite. 

Block Apps para Android es una forma muy útil de bloquear WhatsApp (y otras apps) a 
una hora determinada (Block Apps) 

Bloquear llamadas y correo es mucho más fácil

https://play.google.com/store/apps/details?id=com.wverlaek.block
https://www.lavanguardia.com/tecnologia/20190129/4662926459/whatsapp-bloquear-jefe.html


Si quieres ser un empleado más sibilino, y solo cuentas con un teléfono móvil que no quieres 
apagar porque quieres seguir usándolo en tu tiempo libre, tienes varias formas. Lo más 
fácil de gestionar son las llamadas telefónicas y el correo electrónico. Simplemente 
selecciona el teléfono o teléfonos de tus superiores en la agenda de teléfonos, y selecciona 
la opción de ignorar o bloquear llamadas entrantes. Esto hará que tu smartphone no te 
muestre que te llaman, ni suene, ni nada. El emisor de la llamada no notará nada, solo 
que no descuelgas, así que no sabrá que lo has bloqueado. Recuerda desbloquearlo 
cuando sea el momento oportuno. 

Para los emails, la mejor opción es tener dos aplicaciones de correo, una para los 
personales y otra para los profesionales. De esta forma, en cuanto salgas del trabajo, 
puedes cancelar las notificaciones de la aplicación de correo laboral desde el menú de 
ajustes. De esa forma no verás ninguna “alerta” pero si quieres ver si hay algo importante 
en algún momento podrás abrir la aplicación y ver los nuevos correos, si hay alguno. 
Puedes usar Outlook de Microsoft como aplicación de correo alternativa, es excelente y 
gratuita para iPhone y Android. 

08/03/2019. Primera sentencia sobre validez como prueba de la videovigilancia de 
los trabajadores tras aprobarse la LOPD. FUENTE: www.legaltoday.com  

Primera sentencia sobre validez como prueba de la videovigilancia de los 
trabajadores tras aprobarse la LOPD. 

Primera sentencia que se dicta en España sobre los requisitos para la validez como prueba 
de las grabaciones de video vigilancia en el control empresarial de la actividad de los 
trabajadores, aplicando e interpretando el Reglamento Europeo de Protección de Datos 
y la nueva española, la LO 3/2018, de 5 de diciembre, sobre Protección de Datos 
Personales y garantía de los derechos digitales. 

Sentencia dictada por el Juzgado de lo Social Tres de Pamplona de fecha 18 de febrero 
de 2019 en el procedimiento de despido nº 875/2018. 

En un caso de despido disciplinario en el que unas cámaras de vigilancia de la empresa 
capturan la imagen de dos trabajadores que se agreden mutuamente, se plantea si la 
prueba mediante la grabación de la conducta por las cámaras de seguridad era válida 
conforme a la nueva ley o si vulneró el derecho del trabajador a la protección de datos 
personales que reconoce el artículo 18.4 de la Constitución española, el artículo 8 del 
Convenio de Roma y el artículo 8 de la Carta europea de derechos fundamentales.

http://www.legaltoday.com/


La sentencia recoge los hitos en la evolución de la jurisprudencia sobre el control 
empresarial mediante la video vigilancia y la incidencia del Reglamento europeo de 
Protección de datos, así como de la Sentencia del Tribunal europeo de Derechos Humanos 
de 9 de enero de 2018 que consideró vulnerado el derecho a la protección de datos 
personales porque la empresa no informó a los trabajadores sobre la finalidad del 
sistema de video vigilancia que implantó y cuyas imágenes sirvieron para despedir a 
varias trabajadoras de un supermercado por incumplimientos laborales. 

El magistrado del juzgado de lo social Tres de Pamplona declara que la validez de la 
prueba exige que la empresa cumpla el deber de informar previamente a los 
trabajadores de la instalación de las cámaras de vigilancia y de la concreta finalidad 
del sistema instalado. Incluye informar si las imágenes se pueden utilizar por el empleador 
con finalidad sancionadora si se captan incumplimientos laborales de los trabajadores. 

Ya no serán posibles y quedan absolutamente prohibidas las grabaciones encubiertas u 
ocultas, que es tanto como decir no informadas. Las sospechas de irregularidades graves 
en el desempeño de la actividad laboral no legitiman una excepción del deber de 
informar de la grabación que afecta al puesto objeto de sospecha, ni exonera de cumplir 
las exigencias del RGPD. 

Hay que tener en cuenta la novedad del artículo 89 de la LO 3/2018, que regula la 
utilización de sistemas de video vigilancia en los centros de trabajo. Dispone: 

1. «Los empleadores podrán tratar las imágenes obtenidas a través de sistemas de cámaras
o videocámaras para el ejercicio de las funciones de control de los trabajadores o los
empleados públicos previstas, respectivamente, en el artículo 20.3 del Estatuto de los 
Trabajadores y en la legislación de función pública, siempre que estas funciones se 
ejerzan dentro de su marco legal y con los límites inherentes al mismo. 

Los empleadores habrán de informar con carácter previo, y de forma expresa, clara y 
concisa, a los trabajadores o los empleados públicos y, en su caso, a sus representantes, 
acerca de esta medida. 

En el supuesto de que se haya captado la comisión flagrante de un acto ilícito por los 
trabajadores o los empleados públicos se entenderá cumplido el deber de informar cuando 
existiese al menos el dispositivo al que se refiere el artículo 22.4 de esta ley orgánica. 

Esta regulación legal supone que, en principio, si las cámaras de vigilancia captan actos 
ilícitos fragantes la prueba obtenida es válida, aunque no se haya cumplido con las 
exigencias del deber informativo y sólo figure el dispositivo que indica que se trata de 
una "zona videovigilada". Ello supondría que el trabajador a quien se refiera la grabación 
y que realizó el acto ilícito podrá ser sancionado. 

Aprecia la sentencia una contradicción en la regulación legal de esta excepción al deber 
de informar a los trabajadores sobre la finalidad de las cámaras -incluyendo que pueden 
servir para acreditar incumplimientos laborales- con la exigencia legal general de ofrecer 
a los trabajadores una información "previa, clara, precisa y concisa" acerca de la medida 
de video vigilancia. Es una previsión legal inane cuando en todo caso tendrá valor 
probatorio la grabación, aunque se omitan las exigencias informativas, que quedan 
sustituidas por el cartel de "zona videovigilada". 



  

 
Sin embargo, el juzgado tres de Pamplona considera que esta excepción al deber 
informativo de la finalidad para la que se utilizan las cámaras de seguridad, excluyendo 
la necesidad de informar de que las imágenes pueden utilizarse para despedir o 
sancionar a los trabajadores cuando captan un acto ilícito -como sería no sólo un delito o 
una infracción administrativa, sino también un incumplimiento laboral-, no se ajusta a la 
doctrina de la Sentencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos ni a la exigencia de 
informar al trabajador que impone el reglamento europeo de protección de datos 
personales. 
 
Excluir la exigencia informativa de la finalidad de la video vigilancia, que forma parte 
del contenido esencial del derecho fundamental a la protección de datos personales, 
supone que la LO 3/2018 no está respetando el derecho a la privacidad y a la protección 
de datos personales conforme a la doctrina del TEDH. Al mismo tiempo, tampoco respeta 
las exigencias del deber informativo que impone el Reglamento europeo de protección 
de datos personales. El RGPD establece el deber informativo de la finalidad del 
tratamiento de los datos personales como instrumento esencial para garantizar la 
protección eficaz del derecho a la protección de datos y no permite degradar la 
exigencia en el ámbito de las relaciones laborales. 
 
El deber informativo sobre el alcance de las medidas de video vigilancia, incluyendo la 
finalidad sancionadora, es una exigencia que se impone en todo caso, más allá de la 
mera colocación del cartel informativo, conforme a la jurisprudencia del Tribunal Europeo 
de Derechos Humanos y el propio Reglamento General de Protección de Datos, que 
obligan a su aplicación y a interpretar la propia normativa nacional en los términos que 
exige el TEDH y que se derivan del Reglamento Europeo, dotado de eficacia directa y 
primacía frente a la norma nacional que contradiga su contenido, teniendo en cuenta 
que en dicho reglamento no se establece excepción alguna al deber de transparencia e 
informativo en materia de protección de datos aplicable a las relaciones laborales. Por 
eso, el juez español debe aplicar el reglamento europeo con preferencia a la regulación 
nacional. 
 
La consecuencia obligada para el juez español no puede ser otra que extraer las 
consecuencias del incumplimiento del deber informativo en el tratamiento de los datos que 
resultan del sistema de video vigilancia del que no se suministró la debida información al 
trabajador porque la empresa no le informó que los datos obtenidos podían ser tratados 
con finalidad sancionadora. 
 
Concluye la sentencia que la prueba obtenida es nula de pleno derecho por vulnerar un 
derecho fundamental y no debe ser admitida a trámite, careciendo de valor probatorio 
las imágenes grabadas. 
 
No obstante, finalmente el despido disciplinario se declara procedente porque se practicó 
otra prueba desvinculada con las grabaciones ilícitas, al declarar un testigo que vio los 
hechos y la agresión por la que el trabajador fue despedido. 
 
 
13/03/2019. FUENTE: Los móviles Android acceden de forma masiva a los datos 
personales de los usuarios sin su conocimiento. FUENTE: www.rtve.es   
 
Una investigación dirigida por científicos españoles ha revelado que los móviles 
Android (de Google) monitorizan al usuario sin que él lo sepa y acceden a sus datos 
personales de forma masiva a través de un gran número de aplicaciones 

http://www.rtve.es/


Preinstaladas que difícilmente pueden retirarse del terminal. 

Las conclusiones de la investigación realizada por el Instituto IMDEA Networks con 
sede en Leganés y la Universidad Carlos III de Madrid se recogen en el artículo An 
Analysis of Pre-installed Android Software, que difunde la Agencia Española de 
Protección de Datos (AEPD) debido al "impacto masivo" de sus resultados sobre la 
privacidad y la protección de los datos personales de los ciudadanos, explica la 
entidad en una nota. 

De hecho, la AEPD presentará este estudio y sus conclusiones en los subgrupos de 
trabajo del Comité Europeo de Protección de Datos (CEPD), organismo de la Unión 
Europea del que forma parte la entidad junto a otras autoridades europeas de 
protección de datos y el supervisor europeo. 

Más de 82.000 aplicaciones 

La investigación incluye más de 82.000 aplicaciones preinstaladas en más de 1.700 
dispositivos con sistema operativo Android fabricados por 214 marcas. 

Prácticamente en todos los fabricantes se ha detectado algún tipo de software 
preinstalado que utiliza acceso privilegiado sin conocimiento del usuario a recursos 
del sistema para la obtención de datos personales, según sus responsables. 

La conclusión es que existe un complejo sistema de desarrolladores y acuerdos 
comerciales con aplicaciones preinstaladas que disponen de permisos que no se 
corresponden con los originarios de Android para dar acceso a sus servicios sin 
posibilidad de que un usuario medio pueda desinstalarlas. 

Muy difícil desinstalarlos. 

El problema es que "no hay transparencia" en torno a la actividad de esas 
aplicaciones que el usuario no tiene capacidad para desinstalar y que vienen 
predeterminadas con el terminal, ha explicado a Efe uno de los autores de la 
investigación, Narseo Vallina-Rodríguez, de IMDEA Networks. 

En ocasiones, puede que este haya dado el consentimiento para el acceso a un 
servicio, pero en otros, puede ser totalmente inconsciente de qué está pasando con su 
información personal, añade el experto. 

Según el estudio, el modelo de permisos para el acceso a las aplicaciones 
preinstaladas en Android que son distintos a los que incluye por defecto el sistema 
operativo de Google, permite monitorizar y obtener información personal a nivel 
operativo sin conocimiento del afectado, por parte de "un gran número de actores". 

Posible actividad comercial 

Entre estos hay multitud de compañías que van desde fabricantes, hasta operadores, 
redes sociales, empresas multimedia, de videojuegos, de antivirus, y un sinfín más, que 
podrían obtener directamente beneficios por el acceso a esos datos de los usuarios 
para alguna actividad comercial o venderlos a otros agentes a cambio de dinero. 

https://www.ftc.gov/system/files/documents/public_comments/2018/08/ftc-2018-0052-d-0036-154998.pdf
https://www.ftc.gov/system/files/documents/public_comments/2018/08/ftc-2018-0052-d-0036-154998.pdf


De hecho, el informe pretendía revelar acuerdos comerciales entre vendedores de 
dispositivos Android y terceros, incluyendo organizaciones especializadas en la 
monitorización y rastreo de usuarios y en proporcionar publicidad en internet, así 
como detectar y analizar vulnerabilidades y otras prácticas opacas y analizar la 
transparencia en la información proporcionada al usuario. 

Se han identificado más de 1.200 compañías relacionadas con las aplicaciones 
preinstaladas, y más de 11.000 librerías (software incluido en las apps para 
proporcionar servicios añadidos) de las cuales muchas están relacionadas con 
actividades de publicidad y monitorización "on line" con fines comerciales. 

Un análisis exhaustivo del comportamiento del 50% de las aplicaciones identificadas 
revela que una fracción importante de las mismas presenta comportamientos 
potencialmente maliciosos o no deseados, como muestras de malware, troyanos 
genéricos o software preinstalado que facilitaría prácticas fraudulentas. 

05/04/2019. Delegado de Protección de Datos: ¿Lo nombramos? FUENTE: 
www.elderecho.com   

Las ventajas de contar con un DPD hacia el interior de la organización son múltiples. Los 
empleados toman una mayor conciencia de la importancia de la protección de datos en 
el ejercicio de sus funciones. El D.P.D debe de encargarse de la formación de los mismos. 

¿Nombramos un Delegado de Protección de Datos? 

Desde la aprobación del Reglamento Europeo de Protección de Datos muchas 
organizaciones, públicas y privadas, se han hecho esa pregunta, y la respuesta con mucha 
frecuencia ha sido la misma: 

Vamos a ver que, pasa con la nueva Ley. 

Y llegó la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos Personales 
y garantía de los derechos digitales. Y en su artículo 34 estableció un catálogo de 
supuestos obligados a contar con esta figura. Porque, frente a la regulación muy abierta 
del artículo 37.1 del Reglamento (UE) 2016/679, ahora se concretaba la obligatoriedad 
de acudir a esta figura. Y, además seguía vigente el precepto Europeo que, según se 
interpretase, iba a constituir un cajón de sastre en el que englobar todos aquellos 
supuestos huérfanos de regulación concreta. 

Pues bien, con esta normativa en la mano las empresas, y en menor medida las 
administraciones públicas se han lanzado a informarse sobre la necesidad de incorporar 
esta figura a su organización. El catálogo establecido en la Ley es muy claro en algunos 
casos. Por ejemplo, empresas de seguridad privada, entidades aseguradoras, colegios 
profesionales, etc. En otros, se plantea una línea más difusa de obligatoriedad. 

Pensemos en el supuesto del artículo 34.k de la nueva LOPD: k) “Las entidades que 
desarrollen actividades de publicidad y prospección comercial, incluyendo las de investigación 
comercial y de mercados, cuando lleven a cabo tratamientos basados en las preferencias de 
los afectados o realicen actividades que impliquen la elaboración de perfiles de los mismos”. 
Es claro la intención del legislador y el tipo de empresa. Sin embargo, una gran parte de 
empresas que trabajan en el sector de la venta dirigida, operan a través de sociedades 

http://www.elderecho.com/


que prestan este servicio. En estos casos, a menudo el origen de los datos suministrados 
por las empresas proveedoras es incierto, así como el intercambio de información con el 
cliente. En este caso, propugnamos la obligatoriedad de esta figura. 

Además de los supuestos obligatorios y de aquellos otros que pudieran asimilarse, en 
determinadas organizaciones de una cierta entidad puede ser aconsejable instituir la 
figura del D.P.D. Y ello tanto hacia el exterior de la organización como hacia el interior 
de la misma. 

Las ventajas de contar con un DPD hacia el interior de la organización son múltiples. Los 
empleados toman una mayor conciencia de la importancia de la protección de datos en 
el ejercicio de sus funciones. El D.P.D debe de encargarse de la formación de los mismos. 
En el caso de que este sea externo a la organización, pondrá en valor conocimientos 
obtenidos fuera de esa organización Esta formación no debe ser únicamente de los 
trabajadores, sino de todos los cuadros directivos de la organización. El conocimiento de 
los directivos de la existencia y funciones de un DPD, refuerza la valoración y cumplimiento 
de protección de datos en toda la organización. También El DPD, por el principio de 
proactividad, participará en todos debe de participar en la todos los tratamientos de 
datos, desde su origen. 

Los motivos que la aconsejan hacia el exterior de la organización también son 
significativos. Potencia su imagen en el cumplimiento de la protección de datos. Además, 
para el caso de que el D.P.D sea externo a la organización queda reforzado el concepto 
de “independencia” que le otorga la ley, otorgando un plus de valor a la figura. Además 
de esta función de imagen, cuenta con otras más prácticas: actúa de interlocutor con la 
AEPD y, si así se acuerda, con terceros, respondiendo al ejercicio de derechos de los 
particulares. 

El Delegado de Protección de Datos es una figura que ha venido para quedarse. Ahora 
si podemos responder a la pregunta que nos hacíamos al inicio: 

Si, nombremos un Delegado de Protección de Datos. 

08/04/2019. Adigital y AEPD presentan las novedades de la Lista Robinson FUENTE: 
www.marketingdirecto.com   

La Lista Robinson nació en 1993 con el objetivo de promover la protección de datos de 
los ciudadanos. De acuerdo con el nuevo marco legistativo, Adigital y AEPD han 
desarrollado un sistema de consulta cada vez más fácil y seguro por parte de las 
empresas. 

http://www.marketingdirecto.com/


La Asociación Española de Protección de datos (AEPD) y la Asociación Española de la 
Economía Digital (Adigital) han presentado las novedades de la Lista Robinson con 
motivo de la nueva Ley Orgánica de Protección de Datos Personales y Garantía de 
Derechos Digitales (LOPDPGDD) y el nuevo Reglamento General de Protección de Datos. 
La Lista Robinson se trata de un servicio que promueve el cumplimiento en lo que 
respecta al tratamiento de la información personal con fines publicitarios. El usuario 
puede apuntarse a la lista para evitar recibir publicidad de empresas de las que no sea 
cliente o a las que no haya facilitado su consentimiento. Asimismo, garantiza a las 
empresas que la consultan no enviar a estas personas publicidad que no les interese. 

"Es de vital importancia que el ciudadano sepa que tratamos de forma responsable sus 
datos" 

Carina Szpilka, presidenta de Adigital, ha comenzado el acto con una afirmación 
tremendamente importante y que sin duda ha marcado la trayectoria de este servicio: "El 
dato es el principal activo, es el elemento clave en la digitalización". Szpilka ha 
señalado también que una de las señas de identidad de Adigital es su estrecha relación 
con la AEPD. "Hemos trabajado para fomentar un uso responsable y equilibrado, con el 
desarrollo de los nuevos servicios de información. Promovemos la digitalización de las 
empresas y, por lo tanto, es de vital importancia que el ciudadano sepa que tratamos de 
forma responsable sus datos." 

Mar España, directora de la AEPD, añade: "La lista Robinson es un servicio con el que 
gana la empresa (asegurándose de no enviar nada a personas que no deseen recibir su 
publicidad) y los ciudadanos, que se evitan recibir publicidad no deseada". 

A continuación, José Luis Zimmermann, director general de Adigital, ha explicado las 
novedades de la Lista Robinson en relación con el nuevo marco legislativo. Zimmermann 
ha señalado que el objetivo fundamental de la Lista Robinson es ofrecer una plataforma 
de fácil acceso para las empresas y de fácil inscripción para los usuarios. 

Novedades de la Lista Robinson 

- Permite al ciudadano elegir los sectores sobre los que no quiere recibir publicidad, 
siendo más fácil para el usuario segmentar por sectores publicitarios y no solo por canales. 
- Sistema de consulta más fácil y seguro por parte de las empresas, a través de la nueva 
API, con un proceso de cifrado y pseudonimización de datos mejorado. Las empresas 
podrán consultar los datos, pero no tendrán acceso a toda la lista. 
- Incorporación de un nuevo sistema de costes por uso. El servicio es gratuito hasta 30.000 
consultas/usos. 

"Hemos introducido estas nuevas soluciones pensando en todas las empresas, 
especialmente en las pymes, que son las que suelen tener menos recursos y encontrar más 
dificultades para ajustarse a la normativa", ha declarado Zimmermann. La empresa que 
desee consultar los datos puede utilizar la herramienta desarrollada por Adigital y que 
no requiere por parte de la empresa ningún tipo de desarrollo adicional. De todas formas, 
las empresas que así lo deseen pueden desarrollar su propia herramienta. 

Las empresas pueden consultar de manera gratuita (hasta 30.000 consultas) la Lista 
Robinson 

https://www.marketingdirecto.com/digital-general/digital/adigital-reclama-gobierno-dialogo-sobre-relaciones-trabajo-plataformas
https://www.listarobinson.es/


  

 
Por su parte, Mar España ha explicado que, la AEPD y Adigital, además de compartir 
fecha de nacimiento (comenzaron su andadura en 1993), colaboran con el objetivo de 
facilitar la exclusión publicitaria como servicio público. Y es que, a pesar de que Adigital 
es una empresa privada, la Lista Robinson funciona como una plataforma pública. De 
hecho, en la Ley Orgánica de Protección de Datos hay un artículo expresamente dedicado 
a la Lista Robinson y su regulación. 
 
Al igual que Zimmermann, la directora de la AEPD ha señalado también su compromiso 
con las pymes: "Ayudamos las pymes a que den ese salto online (gratuito hasta 30.000 
consultas). Nuestra labor consiste en prevenir y que entre todos ayudemos a aumentar la 
confianza online". 
 
La Lista Robinson y su evolución a lo largo de sus 25 años de vida 
 
En la presentación de las novedades se ha hecho un repaso por la trayectoria de este 
servicio y cómo ha evolucionado atendiendo a las necesidades del consumidor, de las 
empresas y de las nuevas legislaciones. 
 
El servicio Lista Robinson nació en 1993 vinculado fundamentalmente al correo postal, 
para que los usuarios pudieran oponerse al envío de publicidad por esta vía. En 2009 se 
desarrolla la plataforma online y se incluyen nuevas opciones de oposición con respecto 
a las llamadas telefónicas. Las novedades que se han presentado hoy comenzaron a 
desarrollarse en 2018, cuando entró en vigor la nueva normativa de protección de datos. 
Hoy en día, la Lista Robinson es un servicio que cuenta con una plataforma online 
multidispositivo que garantiza la confidencialidad, integridad, disponibilidad y resiliencia 
permanente del servicio. 
 
En 2018 se registraron 250.000 nuevas altas, un 400% más que en 2017. 
 
Actualmente la plataforma ha alcanzado un gran nivel de notoriedad y ya cuenta con 
más de 800.000 registrados, cifra que va aumentando cada año. José Luis Zimmermann 
afirma que "es posible que este año acabemos con más de un millón de usuarios en la 
Lista Robinson”. 
 
Además, señala: "En sus más de 25 años de historia, la Lista Robinson ha probado su 
eficacia, con cada vez más personas y organizaciones que recurren a ella. De ahí su 
necesidad de actualización constante y adaptación a las nuevas realidades en las que se 
integra". 
 
 
23/04/2019. Cómo cumplir con el registro de jornada laboral sin violar la protección 
de datos. FUENTE: www.elindependiente.com  
 
El pasado 8 de marzo se publicó en el BOE el Real Decreto-ley 8/2019, de medidas 
urgentes de protección social y de lucha contra la precariedad laboral en la jornada de 
trabajo. Dentro de las medidas adoptadas, está la modificación del artículo 34 del texto 
refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, aprobada por el Real Decreto 
Legislativo 2/2015, por el que se le añade un nuevo apartado 9, que establece: 
 
«9. La empresa garantizará el registro diario de jornada, que deberá incluir el horario 
concreto de inicio y finalización de la jornada de trabajo de cada persona trabajadora, 
sin perjuicio de la flexibilidad horaria que se establece en este artículo.

http://www.elindependiente.com/
https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2019-3481


Mediante negociación colectiva o acuerdo de empresa o, en su defecto, decisión del 
empresario previa consulta con los representantes legales de los trabajadores en la 
empresa, se organizará y documentará este registro de jornada. 

La dificultad de cumplir con la protección de datos en España 

Cuando el legislador europeo puso manos a la obra y dio a luz al Reglamento Europeo 
de Protección de Datos (RGPD) sólo tenía una cosa en mente, garantizar que nuestro […] 
La empresa conservará los registros a que se refiere este precepto durante cuatro años y 
permanecerán a disposición de las personas trabajadoras, de sus representantes legales 
y de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social.» 

Para poder implantar el citado registro en aquellas empresas que no lo tengan todavía, 
a la hora de elegir la herramienta que haga posible dicho registro es muy importante 
que la empresa sea consciente de que, si el sistema elegido supone la geolocalización de 
los empleados o el tratamiento de datos biométricos u otros que precisan de un alto grado 
de protección, será preciso que lleve a cabo un análisis de riesgos previo y valore si es 
necesario realizar una evaluación de impacto. 

Cada empresa deberá valorar qué herramienta es la que mejor se ajusta a sus 
circunstancias 

El propio texto indica que para organizar y documentar el registro horario será necesaria 
una negociación colectiva o en su defecto una consulta previa con los representantes 
legales de los trabajadores, y es que, teniendo en cuenta que el registro surge como 
medida de protección del trabajador no tendría sentido que se convirtiera en una medida 
fiscalizadora del mismo o que supusiera poner en riesgo la protección de sus datos 
personales más sensibles. Es muy importante realizar una reflexión previa para ponderar 
los riesgos y beneficios de las medidas que se vayan a adoptar. Siempre hay que elegir 
el sistema menos invasivo. 

Evidentemente, todo depende del tipo de empresa que sea, ya que nada tiene que ver 
realizar el registro de jornada en una empresa en la que todo el personal es presencial, 
con un horario fijo, que puede registrar su jornada con tarjetas magnéticas, a tener que 
llevarla a cabo en otra en la que el personal trabaja a distancia con horarios flexibles. 
Cada empresa deberá valorar qué herramienta es la que mejor se ajusta a sus 
circunstancias. 

De bajar la voz al hablar de política a gritar #ConMisDatosNO 
Hasta no hace mucho, en Pamplona, cuando querías hablar de política, un extraño y 
familiar mecanismo interno automático hacía que bajaras la voz hasta límites 
insospechados, evitando que otros oídos […] 

Este nuevo tratamiento de datos deberá incluirse en el Registro de Actividades de 
tratamiento de la empresa. Además, es importante que el trabajador sea consciente de 
dicho tratamiento, por lo que se le deberá informar indicando que el tratamiento es 
necesario para el cumplimiento de una obligación legal aplicable a la empresa. El 
incumplimiento de esta nueva medida se considerará infracción grave, con multas que 
pueden oscilar entre los 626 € y los 6.250 €. 

El 12 de mayo entra en vigor este nuevo artículo, por lo que será la fecha límite para que 
todas las empresas cuenten con su correspondiente registro de jornada laboral.

https://www.elindependiente.com/economia/2019/04/08/la-dificultad-de-cumplir-con-la-proteccion-de-datos-en-espana/
https://www.elindependiente.com/economia/tecnologia/2019/03/18/bajar-la-voz-al-hablar-politica-gritar-conmisdatosno/


25/04/2019. Datos personales en procesos penales y administrativos. FUENTE: 
www.abogacia.es 

El derecho a la protección de datos puede es definido como el poder que tienen 
todos los ciudadanos de evitar qué información de su vida o intimidad sea conocida 
por terceras personas. Igualmente comprende el derecho a conocer, acceder, 
corregir o cancelar los datos que obren en ficheros de terceras personas públicas 
o privadas. Reconocido como derecho fundamental con autonomía propia por STC
292/2000. La existencia de este Derecho fundamental se recoge en la Constitución 
Española en el artículo 18.4 CE, que dispone “la Ley limitará el uso de la informática 
para garantizar el honor y la intimidad personal y familiar de los ciudadanos y el 
pleno ejercicio de sus derechos”. Este derecho se consagra, además de en el 18.4 
Código Penal (CP), en el artículo 8 del Convenio Europeo de Derechos Humanos, y 
en el ámbito internacional en el Convenio nº 108 del Consejo de Europa, de 28 de 
enero de 1981, para la protección de las personas con respecto al tratamiento 
automatizado de datos de carácter personal. 

Como derecho positivo, en estos momentos, disponemos del Reglamento general de 
protección de datos, Reglamento (UE) 2016/679 Del Parlamento Europeo y del 
Consejo de 27 de abril de 2016 relativo a la protección de las personas físicas en lo 
que respecta al tratamiento de datos personales y a la libre circulación de estos 
datos.  Este Reglamento se aplica al tratamiento total o parcialmente automatizado 
de datos personales, así como al tratamiento no automatizado de datos personales 
contenidos o destinados a ser incluidos en un fichero. Su carácter no es absoluto 
pues existen diversas excepciones, del objeto de dicho Reglamento queda 
expresamente excluido el uso por parte de las autoridades competentes con fines 
de prevención, investigación, detección o enjuiciamiento de infracciones penales, o 
de ejecución de sanciones penales, incluida la de protección frente a amenazas a 
la seguridad pública y su prevención. 

Si la investigación de delitos es una de las excepciones a la aplicación del 
Reglamento, debemos conocer qué normativa es la de referencia en dichas 
cuestiones. Ahí encontramos la Directiva (UE) 2016/680 Del Parlamento Europeo y 
del Consejo de 27 de abril de 2016 relativa a la protección de las personas físicas 
en lo que respecta al tratamiento de datos personales por parte de las autoridades 
competentes para fines de prevención, investigación, detección o enjuiciamiento de 
infracciones penales o de ejecución de sanciones penales. Aunque se trate de una 
directiva ya es directamente aplicable en España desde el 6 de mayo de 2018 
porque la trasposición no se ha efectuado de manera completa. 

Como normas de Derecho Interno debemos destacar la Ley Orgánica 3/2018, de 
5 de diciembre, de Protección de Datos Personales y garantía de los derechos 
digitales, texto que deroga la LOPD  15/99. No es una ley completa porque el 
Reglamento General es de aplicación directa, motivo por el que solamente trata 
los aspectos no regulados o sobre los que el Reglamento permitía margen de 
decisión. 

Por último, la LO 15/99, LOPD. Aunque la LO 3/18 deroga expresamente este 
texto, resulta de aplicación en algunos aspectos, la Disposición Transitoria cuarta 
de la LO 3/18 prevé que en los tratamientos sometidos a la Directiva (UE) 
2016/680 del Parlamento Europeo y del Consejo continuarán rigiéndose por la Ley 
Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, y en particular el artículo 22, y sus 

http://www.abogacia.es/


disposiciones de desarrollo, en tanto no entre en vigor la norma que trasponga al 
Derecho español lo dispuesto en la citada directiva. 

DISPERSIÓN NORMATIVA 

Por tanto, en la materia de este trabajo, obtención de datos en causas penales o 
administrativas, tenemos una indeseada dispersión normativa impropia de una 
legislación novedosa y avanzada. Así, disponemos del Reglamento General que 
regulará la mayoría de los archivos donde se recogen los datos personales que se 
puedan recabar, sea en proceso penal o administrativo, texto que será de 
aplicación para la obtención de datos en causas administrativas pero que no lo 
será en causas penales. En estas últimas será de aplicación la directiva y las dos 
leyes orgánicas españolas. 

Nos vamos a ocupar del modo en el que los datos personales se incorporan a los 
procesos penales o administrativos. Obviamente, no regirá lo dispuesto en el art. 
4.11 del Reglamento de protección de datos en el que se regula el consentimiento 
del interesado para la comunicación de datos de carácter personal. Es preciso 
conocer si cabe la posibilidad de que el encargado de una investigación pueda 
recabar tales datos directamente del interesado o del encargado de un fichero en 
el que obren los datos de carácter personal obtenidos para otra finalidad. La 
respuesta debe ser necesariamente afirmativa o se provocaría la imposible 
finalización de investigación, pero ello no impide que quede sujeta a determinadas 
exigencias normativas. 

El recabar dichos datos supone una limitación del derecho fundamental a la 
protección de datos. Toda limitación de un derecho fundamental debe quedar 
sujeta a las exigencias del art. 8.2 CEDH que permite la limitación de la privacidad 
siempre que concurran en los dos supuestos analizados, penal y administrativo, los 
siguientes elementos: 

1)previsión legal. Es decir, es preciso disponer de una ley que permita el acceso a
los datos de carácter personal. 
2)necesidad. Debe perseguir un fin legítimo. Para garantizar la seguridad
nacional, la seguridad pública, el bienestar económico del país, la defensa del 
orden y la prevención del delito, la protección de la salud o de la moral, o la 
protección de los derechos y las libertades de los demás. 

Debemos conocer, por tanto, si existe alguna previsión legal que habilite que se 
recaben datos de carácter personal sin consentimiento del titular de los mismos. La 
respuesta nos la ofrece el art. 6 del Reglamento al decir que solamente será licito 
el tratamiento cuando sea necesario para el cumplimiento de una misión realizada 
en interés público o en el ejercicio de poderes públicos conferidos al responsable 
del tratamiento, o cuando, el tratamiento sea necesario para la satisfacción de 
intereses legítimos perseguidos por el responsable del tratamiento o por un tercero. 
En este último caso, expresamente se prevé que no cabrá el tratamiento cuando 
dichos intereses no prevalezcan sobre los intereses del interesado, exceptuando los 
supuestos del tratamiento realizado por las autoridades en el ejercicio de sus 
funciones, generando una presunción de mayor interés y protección de lo público 
sobre lo privado. 



Lo dicho hasta ahora sirve como marco general, pero hemos dicho que el 
Reglamento no resulta de aplicación a aquellos supuestos que se refieran a las 
investigaciones penales, el marco normativo nos lo dará la Directiva ya 
mencionada. El art. 4.1 de la Directiva establece que los datos personales deban 
ser tratados: 

A) manera lícita y leal.
B) recogidos con fines determinados, explícitos y legítimos, y no ser tratados de forma
incompatible con esos fines. 
C) adecuados, pertinentes y no excesivos en relación con los fines para los que son
tratados. 

Vemos que reproduce lo que habíamos dicho al analizar el art. 8.2 del CEDH. 
solamente podrá haber recogida y tratamiento de datos en aquellos supuestos en 
los que exista una ley habilitante, que se hagan para una investigación o con 
finalidad concreta y no prospectiva y sean proporcionados a la misma. 

En España pueden realizar investigaciones por la comisión de un hecho criminal la 
policía, el Ministerio Fiscal y el juez de instrucción. Debemos conocer si en el seno 
de dichas investigaciones podrán recabarse datos de carácter personal. De ser así, 
deberán realizar el juicio de proporcionalidad en cada ocasión. 

INVESTIGACIÓN PENAL Y DATOS PERSONALES 

La policía podrá recabar datos de carácter al estar habilitada por la LO 15/99 
en el artículo 22.2  “La recogida y tratamiento para fines policiales de datos de 
carácter personal por las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad sin consentimiento de las 
personas afectadas estén limitados a aquellos supuestos y categorías de datos que 
resulten necesarios para la prevención de un peligro real para la seguridad pública o 
para la represión de infracciones penales, debiendo ser almacenados en ficheros 
específicos establecidos al efecto, que deberán clasificarse por categorías en función 
de su grado de fiabilidad”. 

El fiscal, cada vez más, lleva a cabo diligencias de investigación. Cuando estas no 
se refieran a la investigación de delitos regirá el RGPD, si se refieren a infracciones 
penales regirá lo dispuesto en la Directiva y la LOPD. 

Lo primero que debemos saber es si el fiscal puede llevar a cabo tales diligencias 
de investigación por delito. El art. Quinto del Estatuto Orgánico del Ministerio Fiscal 
(EOMF) dice que el fiscal “puede llevar a cabo u ordenar aquellas diligencias para 
las que este legitimado según la Ley de Enjuiciamiento Criminal”. Pudiendo llevar a 
cabo investigaciones por delito, faltaría por saber si puede recabar datos de 
carácter personal, y ello está expresamente previsto en la LOPD en el art. 11.2 
que permite recabar datos sin consentimiento del titular “Cuando la comunicación 
que deba efectuarse tenga por destinatario al … el Ministerio Fiscal o los Jueces o 
Tribunales …, en el ejercicio de las funciones que tiene atribuidas”. 

Si la policía y el fiscal pueden recabar datos de carácter personal, parece obvio 
que el juez de instrucción podrá hacerlo del mismo modo. La ley de Enjuiciamiento 
Criminal configura nuestro sistema de investigación penal encargándoselo al juez, 
las investigaciones de la policía serán a prevención y las del fiscal meramente 
preparatorias, por lo que el juez está plenamente capacitado para recabar datos 



  

 
personales, de hecho, el mismo artículo 11.2 d LOPD contempla a la autoridad 
judicial como cesionaria de datos personales. 
 
Lo que es realmente relevante es que el juez de instrucción debe hacer el juicio 
ponderativo de proporcionalidad, y además de hacerlo debe revestir la forma de 
auto especialmente motivado, en caso contrario, correrá el riesgo de que adolezca 
de nulidad. 
 
Es posible que en determinados supuestos exista una ley especial que reserve el 
acceso al juez y se lo impida a la policía o al fiscal, nos referimos a datos de 
comunicaciones o historial clínico. En otros casos, podrá acceder el juez y el fiscal, 
pero no lo podrá hacer la policía, como ocurre en los datos que obran en poder 
de la Tesorería de la Seguridad Social. 
 
Ya sabemos cómo se recaban datos de carácter personal para investigaciones 
penales, ahora es preciso saber el modo en el que se hacen para investigaciones 
meramente administrativas, especialmente en procedimientos sancionadores. 
 
INVESTIGACIÓN ADMINISTRATIVA 
 
Para los procedimientos administrativos el régimen es el estudiado y previsto en el 
Reglamento de Protección de datos y en la LO 3/18 pues toda disposición 
contenida en la LOPD 15/99 debemos entenderla expresamente derogada. 
 
Las exigencias de previsión legal y juicio de proporcionalidad son idénticas en los 
procedimientos administrativos que en los penales. Pero no debemos obviar que 
mientras en los penales se recogen datos de carácter personal para una 
investigación concreta, la Administración recaba miles de datos para la simple 
gestión sin que exista, en ese momento expediente sancionador. Aunque en un 
primer momento se entendía que la Administración estaba legitimada para recabar 
datos de manera indiscriminada, en estos momentos tal posibilidad está vedada, 
salvo que expresamente así se prevea, como establece el Tribunal Supremo en 
sentencia de 13 de noviembre de 2018 en la que se considera desproporcionado 
que la Agencia Tributaria pueda acceder a la totalidad de datos de actividad 
procesal de abogados y procuradores. 
 
La previsión expresa que legitima a la Administración para recabar datos de 
carácter personal se encuentra en el artículo el artículo 28.2 de la Ley de 
Procedimiento Administrativo Común, redacción dada por LO 3/18 que dice “Los 
interesados tienen derecho a no aportar documentos que ya se encuentren en poder 
de la Administración actuante o hayan sido elaborados por cualquier otra 
Administración. La administración actuante podrá consultar o recabar dichos 
documentos salvo que el interesado se opusiera a ello. No cabrá la oposición cuando 
la aportación del documento se exigiera en el marco del ejercicio de potestades 
sancionadoras o de inspección”. Este precepto exime de consentimiento en los 
procedimientos de inspección o sanción. 
 
Como norma específica habilitante, para la Agencia Tributaria se dispone del art. 93 
LGT que prevé la comunicación de datos y paras cuestiones de la Seguridad Social el 
art. 13 de la Ley 23/2015, de 21 de julio, Ordenadora del Sistema de Inspección de 
Trabajo y Seguridad Social faculta a la inspección de trabajo a recabar datos 
personales.



28/05/2019. ¿Es o no es obligatorio auditar nuestro sistema de protección de datos? FUENTE: 
cincodias.elpais.com 

Al menos en los casos en los que la empresa esté obligada a designar un DPD, tiene 
que realizarlas como procedimiento de revisión y evaluación 

Las auditorías periódicas venían siendo una obligación directa recogida en la anterior 
normativa de protección de datos. Ahora, ni el Reglamento General de Protección de 
Datos, ni la nueva Ley Orgánica de Protección de Datos Personales, imponen la obligación 
expresa de realizar auditorías. ¿O sí? 

El Real Decreto 994/1999, de 11 de junio, por el que se aprueba el Reglamento de 
medidas de seguridad de los ficheros automatizados que contengan datos de carácter 
personal (RD 994/99), regulaba en su artículo 17 la obligación de realizar, al menos 
cada dos años, para los ficheros de nivel medio, auditorías en materia de seguridad de 
datos. Estas auditorías podían ser internas o externas. 

Posteriormente, el Real Decreto 1720/2007, de 21 de diciembre, por el que se aprueba 
el Reglamento de desarrollo de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de 
protección de datos de carácter personal (RDLOPD), ampliaba el ámbito de la auditoría 
al extenderlas a los soportes no automatizados a partir de nivel medio y siempre que se 
produjeran modificaciones sustanciales en los sistemas de información. Asimismo, el Informe 
de Auditoría ya no se limitaba a las medidas de seguridad, sino también debía dictaminar 
sobre la adecuación de las medidas y controles a la Ley y su desarrollo reglamentario. 

Sin embargo, el Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento Europeo y del Consejo de 
27 de abril de 2016 relativo a la protección de las personas físicas en lo que respecta 
al tratamiento de datos personales y a la libre circulación de estos datos y por el que se 
deroga la Directiva 95/46/CE (RGPD) no ha incluido una referencia expresa y explícita 
a la obligación de realizar una auditoría de cumplimiento. 

Volvamos a la normativa española. Según el artículo 32.1.d del RGPD, entre las medidas 
técnicas y organizativas que tanto el responsable como el encargado del tratamiento 
deben implementar para garantizar un nivel de seguridad apropiado para el riesgo se 
exige un proceso de verificación, evaluación y valoración regulares de la eficacia de esas 
medidas. No obstante, el RGPD no establece procedimientos o formatos específicos para 
llevar a cabo dichas tareas de revisión y evaluación. Por lo tanto, se deja a la elección 
de las empresas definir cuáles serán esos procedimientos a través de los que valorar la 
eficacia de las medidas diseñadas a garantizar el cumplimiento de la normativa. 

Sin embargo, el RGPD dentro de las funciones del Delegado de Protección de Datos (DPD) 
recoge expresamente, en su artículo 39, la obligación de supervisar el cumplimiento de la 
normativa, de las políticas internas de la Compañía, incluida las auditorías 
correspondientes. Por lo que el RGPD sí, incluye, por lo menos en los casos en los que la 
empresa esté obligada a designar un DPD, la realización de esas auditorías como 
procedimiento de revisión y evaluación. 

Esa auditoría no la podrá realizar el DPD, pues pondría en peligro su independencia y 
además la auditoría debería verificar también el cumplimiento de las funciones del propio 
DPD. Su papel se limita a supervisar esas auditorías, debiendo garantizar que las 
conclusiones lleguen al órgano encargado de proponer y/o implantar acciones que 
puedan derivarse de las posibles no conformidades detectadas.



Por su parte, la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos 
Personales y garantía de los derechos digitales (LOPDGDD), no entra ni en la obligación 
de realizar auditorías ni procesos de verificación alguno, ni hace referencia al RGPD 
sobre este aspecto. 

La Agencia Española de Protección de Datos (AEPD) sí que ha hecho referencia a la 
realización de auditorías, pero lo ha hecho en el marco de las relaciones entre responsable 
y encargado de tratamiento. En la Guía con las directrices para la elaboración de contratos 
entre Responsables y Encargados del Tratamiento que publicó con los puntos clave a tener 
en cuenta en esta relación contractual conforme las nuevas implicaciones legales 
establecidas por el RGPD, sí recoge la obligación del encargado de permitir y contribuir 
a la realización de auditorías, incluidas inspecciones, realizadas por el responsable o por 
otro auditor autorizado por el responsable y de poner a disposición del responsable toda 
la información necesaria para demostrar el cumplimiento de sus obligaciones, así como 
para la realización de las auditorías. 

Por tanto, en los casos de encargados de tratamientos la obligación de realizar auditoría 
es obligatoria al menos en su relación con el responsable y dentro del deber de diligencia 
que la norma le impone a éste. 

¿A qué conclusión podemos llegar tras analizar los distintos reglamentos y normativas? 
Pues que ni el RGPD ni la LOPDGDD requieren incluir la auditoría en sí como una medida 
obligatoria. Ninguna de las dos normativas concretan en qué casos y a qué tratamientos 
resultaría obligatoria esta auditoría, sino que vendrá determinada por sus propios riesgos. 
Ahora bien, estamos convencidos de que los procesos para verificar la eficacia de todas 
las medidas adoptadas en materia de protección de datos pueden, y deberían, incluir la 
realización de auditorías de cumplimiento. Más vale prevenir… 

11/06/2019. La Agencia de Protección de Datos multa con 250.000 euros a LaLiga por la 
app que usa el micrófono de los móviles para cazar a los bares con fútbol ‘pirata’. FUENTE:  

14/06/2019. Protección de Datos publica recomendaciones para aquellos que realicen 
procesos de anonimización. FUENTE: eleconomista.es  

La Agencia Española de Protección de Datos (AEPD) ha publicado una nota técnica llamada 
La K-Anonimidad como medida de la privacidad, un documento orientado a 
organizaciones que aborden procesos de anonimización sobre conjuntos de datos. La nota 
tiene como objetivo mostrar cuáles son los límites en la efectividad de esos procesos de 
anonimización, hasta qué punto la información está realmente anonimizada y cómo se 
puede gestionar el riesgo de reidentificación. 

El tratamiento masivo de datos mediante el uso de técnicas basadas en big data, 
inteligencia artificial o machine learning obliga a la implementación de garantías o 
mecanismos para preservar la privacidad y el derecho a la protección de datos 
personales, entre ellas las basadas en la anonimización. En una realidad en la que las 
fuentes de las que proceden los datos, pese a ser independientes, se interconectan, existe 
la posibilidad de crear un rastro electrónico de las personas, incluso habiendo eliminado 
los datos que explícitamente les identifican. 



Se analiza la 'K-anonimidad', una técnica que permite estudiar el grado de 
identificación que podría existir en un conjunto de datos supuestamente anónimos, 

Si bien el objetivo de los procesos de anonimización es preservar la privacidad de las 
personas cuyos datos son objeto de tratamiento, los datos, convenientemente agrupados y 
cruzados con otras fuentes de información, pueden utilizarse para identificarlas e incluso 
establecer relaciones con categorías especiales de datos asociadas a estas. Existe un riesgo 
de que, una vez que se ha anonimizado un conjunto de datos, se pueda revertir esa 
anonimización, reidentificando a la persona. 

Para realizar esta gestión de riesgos, la nota técnica analiza la K-anonimidad, una técnica 
utilizada cuando se tratan grandes grupos de datos y que, entre otros aspectos, permite 
estudiar el grado de identificación que podría existir en ese conjunto de datos 
supuestamente anónimo. En consecuencia, permite cuantificar hasta qué punto se preserva 
el anonimato de los sujetos presentes en un conjunto de datos en el que se han eliminado 
los identificadores. 

En aplicación del principio de responsabilidad proactiva establecido en el Reglamento 
General de Protección de Datos (RGPD), la Agencia recuerda que el responsable debe 
analizar los riesgos en los tratamientos de datos, en este caso, los de reidentificación 
derivado de sus procesos de anonimización, y los generados en el proceso posterior y en 
el enriquecimiento de conjuntos de datos. Las medidas de Privacidad por Defecto y desde 
el Diseño seleccionadas deben implementarse mediante procesos formales que permitan 
la gestión de dichos riesgos. 

17/06/2019. La Agencia de Protección de Datos apercibe a un AMPA por usar fotos de niños 
sin permiso de los padres. FUENTE: lavanguardia.com  

La denuncia fue interpuesta por un padre del centro en junio de 2018, y el pasado mes 
de marzo, la APD acordó iniciar procedimiento sancionador por vulnerar el 
Reglamento General de Protección de Datos. 

La Agencia de Protección de Datos (APD) ha apercibido a la asociación de madres y 
padres del colegio María Blanchard de Santander por realizar fotografías a menores, 
con el fin de comercializar unos calendarios, sin permiso de los padres, que sólo habían 
dado consentimiento al colegio. 

La denuncia fue interpuesta por un padre del centro en junio de 2018, y el pasado mes 
de marzo, la APD acordó iniciar procedimiento sancionador por vulnerar el Reglamento 
General de Protección de Datos. 

El resultado del mismo se ha limitado a un apercibimiento al haber acreditado la 
asociación de madres y padres que ha adoptado una serie de medidas adecuadas que 
garantizan que no se realicen ni difundan fotografías de los menores cuando no cuente 
con el consentimiento de los padres, o de quienes ostenten la patria potestad de los 
menores. 



10/07/2019. El truco del coste cero en Protección de Datos: las Autoridades avisan de 
sanciones a pymes y autónomos. FUENTE: elindependiente.com  

El truco del coste cero en Protección de Datos: las Autoridades avisan de sanciones a 
pymes y autónomos 

La AEDPD ha comprobado que existen prácticas fraudulentas que pueden conllevar multas 
de más de 100.000 euros. 

Con la nueva normativa sobre Protección de Datos hay empresas e individuos que están 
aprovechando la ocasión para sacar partido, sabiéndolo (o no) el cliente. Por este motivo 
la Agencia Estatal de Protección de Datos, la Agencia Tributaria, la Inspección de Trabajo 
y la Seguridad Social han decidido advertir a pymes y autónomos, sobre la práctica del 
‘coste cero’. Así como las multas que pueden sufrir en caso de que les descubran. 

Adecuarse a la normativa de protección de datos a coste cero 

Estas ofrecen la adecuación a la normativa a coste cero, o a precios muy bajos. ¿Cómo? 
Abonando dichos pagos con los fondos de empresa que en realidad deberían estar 
destinados a los programas de formación profesional de los trabajadores, que cuentan 
con bonificación por parte de la Seguridad Social. 

En caso de ser descubierto, las multas pueden ser de entre 626 y 187.515 euros. Serán 
sancionadas todas las empresas intervinientes. Además, con una multa por cada una de 
las acciones. También se tendrá que hacer la devolución de las bonificaciones que se 
hubiesen atribuido a la empresa. Así como tener que enfrentarse a otras sanciones que se 
pudieran haber cometido. 

Por ejemplo, una de ellas, podría ser la referente al IVA. Las actividades de formación 
profesional están exentas del mismo, pero las relacionadas con la adecuación a la Ley 
de Protección de Datos tendrían un 21%. En estos casos la multa sería pecunaria 
proporcional del 50% o superior con respecto a la cantidad que no se hubiese ingresado. 

Casos de usurpación de la Administración 

Pero este no es el único caso con el que se ha encontrado la Administración. En un 
comunicado emitido por la propia Agencia Estatal de Protección de Datos, avisan de que 
se están haciendo prácticas agresivas como el intento de usurpar a la Administración, 
engañando al autónomo o pyme, incluso amenazándole con posibles sanciones para 
conseguir que colaboren con ellos. 

Otra forma de conseguir engañar a estas pymes y autónomos es asegurarles que precisan 
una serie de servicios, que en realidad no son necesarios. O bien de que tienen la 
obligación de designar un delegado en protección de datos, que ellos les ponen. 

En caso de que cualquiera descubra este tipo de prácticas puede contactar con la 
Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia o emprender acciones legales en 
los juzgados de lo mercantil por vulneración de la Ley de Competencia. Además, desde 
la Agencia, instan a las pymes y autónomos a informarse sobre cómo actuar para la 
adecuación a la Ley de Protección de Datos a través del Canal Informa, Atención al 
Ciudadano y la herramienta gratuita Facilita RGDP. 



  

 
01/08/2019. Los menores de edad en el Reglamento General de Protección de Datos. 
FUENTE; elderecho.com  
 

 
 

El objetivo de las próximas páginas es ofrecer al lector una visión global del papel que 
juegan los menores en el Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento Europeo y del 
Consejo de 27 abril 2016 relativo a la protección de las personas físicas en lo que 
respecta al tratamiento de datos personales y a la libre circulación de estos datos y por 
el que se deroga la Directiva 95/46/CE -EDL 2016/48900- (en adelante «Reglamento 
general de protección de datos», «el Reglamento» o «RGPD»). Se han incluido igualmente 
las previsiones recogidas en la LO 3/2018, de 5 diciembre, de Protección de Datos 
Personales y garantía de los derechos digitales -EDL 2018/128249-. De este modo se 
pretende facilitar el contar con un estado de la situación de los menores de edad en el 
RGPD para que, a partir de aquí, se pueda profundizar en el tema que más interese a 
quien aborde la próxima lectura. 

Una novedad importante del (ya no tan nuevo) Reglamento General de Protección de 
Datos es la inclusión por primera vez en el ámbito europeo de previsiones referidas 
expresamente a la protección de datos de los menores de edad. Nos encontramos de este 
modo con que el art.8 -EDL 2016/48900- prevé, bajo el nombre de Condiciones 
aplicables al consentimiento del niño en relación con los servicios de la sociedad de la 
información que: 

«1. Cuando se aplique el art.6, aptdo 1, letra a) -EDL 2016/48900-, en relación con la 
oferta directa a niños de servicios de la sociedad de la información, el tratamiento de los 
datos personales de un niño se considerará lícito cuando tenga como mínimo 16 años. Si 
el niño es menor de 16 años, tal tratamiento únicamente se considerará lícito si el 
consentimiento lo dio o autorizó el titular de la patria potestad o tutela sobre el niño, y 
solo en la medida en que se dio o autorizó. 

Los Estados miembros podrán establecer por ley una edad inferior a tales fines, siempre 
que esta no sea inferior a 13 años. 

2. El responsable del tratamiento hará esfuerzos razonables para verificar en tales casos 
que el consentimiento fue dado o autorizado por el titular de la patria potestad o tutela 
sobre el niño, teniendo en cuenta la tecnología disponible. 

3. El apartado 1 no afectará a las disposiciones generales del Derecho contractual de los 
Estados miembros, como las normas relativas a la validez, formación o efectos de los 
contratos en relación con un niño.»
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Es necesario tener en cuenta que este artículo 8 -EDL 2016/48900- se refiere a las 
situaciones en que se aplica el art.6, apartado 1, letra a) del Reglamento, es decir cuando 
la licitud del tratamiento se base en que «el interesado dio su consentimiento para el 
tratamiento de sus datos personales para uno varios fines específicos». 

Si queremos buscar las remisiones del texto referidas a los menores deberemos tener en 
cuenta que el Reglamento se refiere a «niños», entendidos estos como una persona física 
con menos de 18 años de edad (siempre que no se haya emancipado). Como ya he 
señalado en otra ocasión, «el hecho de que no se contara con una regulación expresa no 
quiere decir que a lo largo de todo este tiempo el tratamiento de los datos de los menores 
de edad haya estado en un limbo jurídico, ya que los niños tienen derecho a la intimidad 
y a la protección de datos en cuanto personas físicas que son y las Directivas se aplicaban 
y aplican a cualquier «persona física», sin distinción (1). Por ello, los principios generales 
de estas Directivas se han venido aplicando en los casos en los que los niños resultaban 
implicados (2)». Sin duda la inclusión de esta regulación debe considerarse positiva, es un 
hecho indiscutible que los menores son sujetos activos de la realidad tecnológica en la que 
nos encontramos, son usuarios indiscutibles de las redes sociales y se relacionan cada vez 
más a través del mundo on line. No se podían, pues, obviar unos mínimos estándares de 
protección y unas bases que sirvieran como referente. 

¿Qué condiciones debe cumplir el consentimiento del niño para que éste sea considerado 
válido? El art.8 -EDL 2016/48900- nos dice lo siguiente: 

• No hay caso alguno en el que los menores de 13 años puedan consentir por sí solos y
válidamente el tratamiento de sus datos. En el supuesto caso de que una ley nacional lo
permitiera la misma sería contraria a este artículo del Reglamento.

• En el caso de los menores de 16 años deberá ser «el titular de la patria potestad o tutela
sobre el niño» quien otorgue válidamente el consentimiento, pero “sólo en la medida en
que se dio o autorizó».

• Puntualiza el artículo que los mayores de 13 años, pero menores de 16 podrán otorgar
consentimiento válido si así lo establece la regulación nacional. Pero, atención, el Estado
miembro deberá hacer dicha consideración mediante una ley.

• Por último, los mayores de 16 (y menores de 18(3), claro está) podrán otorgar su
consentimiento, haciendo pues lícito el tratamiento de los datos.

¿Qué sucede si, por ejemplo, existe conflicto (4) entre el menor y el titular de su patria
potestad? Un principio que no podemos olvidar y que siempre ha de estar presente en
cualquier situación (no sólo en lo relativo a la protección de datos, evidentemente) es el
principio del interés superior del menor. De producirse un conflicto deberían ponerse en
marcha las vías previstas en cada país para velar por el interés del menor. En el caso
concreto de España disponemos del art.163 CC -EDL 1889/1-: «Siempre que en algún
asunto el padre y la madre tengan un interés opuesto al de sus hijos no emancipados, se
nombrará a éstos un defensor que los represente en juicio y fuera de él. Se procederá
también a este nombramiento cuando los padres tengan un interés opuesto al del hijo
menor emancipado cuya capacidad deban completar. Si el conflicto de intereses existiera
sólo con uno de los progenitores, corresponde al otro por Ley y sin necesidad de especial
nombramiento representar al menor o completar su capacidad».
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Como he tenido oportunidad de exponer en otros casos, no parece que la voluntad del 
legislador europeo haya sido excluir la aplicación del Reglamento a las muchas otras 
situaciones de consentimiento de menores que no se circunscriban exclusivamente a los 
servicios de la sociedad de la información. ¿Habría sido positiva su inclusión? Entiendo que 
sí pero ya sea por analogía ya sea por extensión podemos extrapolar las previsiones del 
art.8 -EDL 2016/48900- al resto de casos. Hemos dicho unas líneas más arriba que el 
principio del interés del menor debe estar presente siempre y aquí nos encontraríamos 
con otra ocasión en la que siempre es bueno recordarlo. Existen casos, como señala el 
Profesor Piñar Mañas, en los que el derecho de protección de datos dejaría paso al 
principio del interés del menor, casos tales como «El tratamiento de los datos médicos 
cuando, por ejemplo, un servicio de ayuda social a la infancia solicita la información 
pertinente en casos de abandono o abuso de menores, o el caso de que un profesor revele 
datos personales de un niño a un asistente social con el fin de proteger al niño, física o 
psicológicamente. En casos extremos, el principio del interés superior del menor puede 
entrar en conflicto con el requisito del consentimiento de los representantes legales. 
También en este caso debe optarse por el interés superior cuando, por ejemplo, esté en 
peligro la integridad física o mental del niño» (5). 

Además de en el art.8 -EDL 2016/48900- encontramos menciones a los menores de edad 
a lo largo de todo el texto del Reglamento, referencias que otorgan siempre al 
tratamiento de sus datos una especial protección y consideración. Así, en el Considerando 
nº 38 se habla de la protección específica, en el 58 del lenguaje claro y sencillo de la 
información, en el 65 del derecho al olvido, en el 71 de los tratamientos automatizados 
y en el 75 del tratamiento de datos personales de niños como tratamiento de riesgo. En 
lo que se refiere al articulado, además de en el 8 encontramos referencias en los art.6.1 
f) (interés legítimo), 12.1 (lenguaje claro y sencillo), 40.2.g) (códigos de conducta:
información proporcionada a niños) y 57.1.b) (funciones de la autoridad de control: 
sensibilización al público). 

Merece que nos detengamos brevemente en el importante Considerando nº 75 ya que, 
uniéndolo al art.24 -EDL 2016/48900- (Responsabilidad del responsable del 
tratamiento), obtenemos la conclusión de que los datos referidos a los menores gozan de 
una especial protección ya que su tratamiento se considera de riesgo. 

Queremos resaltar también lo señalado en el art.6.1.f) -EDL 2016/48900-, que hace 
referencia al ya de sobra conocido interés legítimo como una de las condiciones que hace 
lícito el tratamiento de los datos. No podrá el responsable del tratamiento basarse en el 
interés legítimo para el tratamiento si sobre dicho interés prevalecen los intereses o «los 
derechos y libertades fundamentales del interesado que requieran la protección de datos 
personales, en particular cuando el interesado sea un niño». Recalca de nuevo el texto la 
situación de especial atención y protección cuando nos estamos refiriendo a menores. 

Aunque en estas páginas estemos tratando el contenido del RGPD -EDL 2016/48900-, no 
queremos dejar de apuntar lo que establece la nueva LO 3/2018, de 5 diciembre, de 
Protección de Datos Personales y garantía de los derechos digitales (LOPDPGDD) -EDL 
2018/128249-. La remisión es además obligada ya que el RGPD remite a la regulación 
de los Estados miembros para otorgar el consentimiento. Ya hemos visto más arriba que 
el segundo párrafo del art.8.1 dice que «Los Estados miembros podrán establecer por 
ley una edad inferior a tales fines, siempre que esta no sea inferior a 13 años». Hasta la 
entrada en vigor de la LOPDPGDD la cuestión estuvo regulada en el art. 13 del Real 
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Decreto 1720/2007, de 21 de diciembre –EDL 2007/241465-, que consideraba que 
«los mayores de catorce años disponen de las condiciones de madurez precisas para 
consentir, por sí mismos, el tratamiento automatizado de sus datos de carácter 
personal(6)». 

En el trámite de enmiendas en el Congreso, el texto de la LOPDPGDD -EDL 2018/128249- 
sufrió varios cambios. En lo que nos atañe ahora, además de la inclusión de la parte 
relativa a la garantía de los derechos digitales, el entonces Proyecto de ley cambió el 
texto en lo que se refiere a la edad de consentimiento. Efectivamente, antes de someterse 
al trámite de enmiendas el art.7 fijaba en trece años la edad para prestar consentimiento. 
Sin embargo, aceptando la enmienda propuesta por el Partido Socialista, el texto 
publicado en el Boletín Oficial de las Cortes Generales el 26 de octubre de 2018 
(Aprobación por el Pleno) señalaba lo que finalmente fue aprobado: 

«Art. 7. Consentimiento de los menores de edad 

1. El tratamiento de los datos personales de un menor de edad únicamente podrá fundarse
en su consentimiento cuando sea mayor de catorce años. 

Se exceptúan los supuestos en que la ley exija la asistencia de los titulares de la patria 
potestad o tutela para la celebración del acto o negocio jurídico en cuyo contexto se 
recaba el consentimiento para el tratamiento. 

2. El tratamiento de los datos de los menores de catorce años, fundado en el
consentimiento, solo será lícito si consta el del titular de la patria potestad o tutela, con el 
alcance que determinen los titulares de la patria potestad o tutela.» 

Si bien es cierto que a finales de noviembre de 2017 cuando se presentó el texto del 
Proyecto de Ley, la edad media a nivel europeo para otorgar consentimiento válidamente 
se encontraba en 13 años, a lo largo de los meses que duró la tramitación parlamentaria 
varios países aprobaron su nueva regulación estableciendo los 14 años como edad 
mínima. 

Encontramos más referencias a los menores en lo ateniente a la protección de datos en los 
art.3 -EDL 2018/128249- (datos de las personas fallecidas cuando se trata de un menor), 
12 (ejercicio de los derechos por los titulares de la patria potestad en nombre y 
representación del menor de 14 años – introducido en el trámite de enmiendas), 28 
(obligaciones de responsable y encargado cuando el tratamiento sea de menores de 
edad), 34 (obligación de designar un DPO por parte de las federaciones deportivas 
cuando traten datos de menores de edad – introducido en el trámite de enmiendas) y 76 
(sanciones cuando se afecte a los derechos de los menores – introducido en el trámite de 
enmiendas). 

Otra de las novedades que se introdujo en la fase de enmiendas fue la parte relativa a 
la garantía de los derechos digitales. En lo que respecta a los menores, son varias las 
referencias que se hacen. 

Hay dos artículos específicos destinados a ellos:
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«Art. 84 -EDL 2018/128249-. Protección de los menores en Internet 

1. Los padres, madres, tutores, curadores o representantes legales procurarán que los
menores de edad hagan uso equilibrado y responsable de los dispositivos digitales y de 
los servicios de la sociedad de la información a fin de garantizar el adecuado desarrollo 
de su personalidad y preservar su dignidad y sus derechos fundamentales. 

2. La utilización o difusión de imágenes o información personal de menores en las redes
sociales y servicios de la sociedad de la información equivalentes que puedan implicar 
una intromisión ilegítima en sus derechos fundamentales determinará la intervención del 
Ministerio Fiscal, que instará las medidas cautelares y de protección previstas en la Ley 
Orgánica 1/1996, de 15 de enero, de Protección Jurídica del Menor –EDL 1996/13744-
.» 

«Art. 92 -EDL 2018/128249-. Protección de datos de los menores en Internet 

Los centros educativos y cualesquiera personas físicas o jurídicas que desarrollen 
actividades en las que participen menores de edad garantizarán la protección del interés 
superior del menor y sus derechos fundamentales, especialmente el derecho a la 
protección de datos personales, en la publicación o difusión de sus datos personales a 
través de servicios de la sociedad de la información. 

Cuando dicha publicación o difusión fuera a tener lugar a través de servicios de redes 
sociales o servicios equivalentes deberán contar con el consentimiento del menor o sus 
representantes legales, conforme a lo prescrito en el artículo 7 de esta ley orgánica -EDL 
2018/128249-.» 

Existen más artículos que hacen referencia a los menores: art.96.1.c) -EDL 2018/128249- 
(derecho al testamento digital en el caso de que el fallecido sea menor de edad); 97.2 
(concienciación en uso equilibrado y responsable) y Disposición adicional 19ª, que prevé 
que en el plazo de un año el Gobierno deberá remitir al Congreso de los Diputados un 
proyecto de ley dirigido específicamente a garantizar los derechos de los menores ante 
el impacto en internet. 

Una de las grandes preguntas que no cuenta aún con solución, y sobre la que en el fondo 
sobrevuela todo lo expuesto hasta ahora, es el cómo poder verificar la edad del menor. 
El segundo apartado del art.8 -EDL 2018/128249- impone al responsable del 
tratamiento el realizar, teniendo en cuenta la tecnología disponible, los esfuerzos 
razonables para verificar que en los casos de menores de 16 años (en España 14) el 
consentimiento fue dado o autorizado por el titular de la patria potestad o tutela sobre 
el niño. Habla por tanto de la autorización por parte del titular de la patria potestad o 
tutela pero no de las situaciones en las que el particular es menor pero ya se considera 
que puede consentir por sí mismo (de los 14 a los 18, en el caso de España). El art.7 
LOPDGDD nada nos dice tampoco por lo que podríamos acudir al art.13.4 RD 
1720/2007, de 21 diciembre, por el que se aprueba el Reglamento de desarrollo de la 
Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de protección de datos de carácter 
personal –EDL 2007/241465-: «Corresponderá al responsable del fichero o tratamiento 
articular los procedimientos que garanticen que se ha comprobado de modo efectivo la 
edad del menor y la autenticidad del consentimiento prestado en su caso, por los padres, 
tutores o representantes legales». La disposición derogatoria única de la LOPDGDD 

https://online.elderecho.com/index.jsp?producto_inicial=*&indice=legislacion&nref=2018/128249
https://online.elderecho.com/index.jsp?producto_inicial=*&indice=legislacion&nref=1996/13744
https://online.elderecho.com/index.jsp?producto_inicial=*&indice=legislacion&nref=2018/128249
https://online.elderecho.com/index.jsp?producto_inicial=*&indice=legislacion&nref=2018/128249
https://online.elderecho.com/index.jsp?producto_inicial=*&indice=legislacion&nref=2018/128249
https://online.elderecho.com/index.jsp?producto_inicial=*&indice=legislacion&nref=2018/128249
https://online.elderecho.com/index.jsp?producto_inicial=*&indice=legislacion&nref=2018/128249
https://online.elderecho.com/index.jsp?producto_inicial=*&indice=legislacion&nref=2007/241465


deroga, entre otras, la LO 15/1999, de 13 de diciembre de Protección de Datos de 
Carácter Personal –EDL 1999/63731- y cuantas disposiciones de igual o inferior rango 
contradigan, se opongan o resulten incompatibles con lo dispuesto en el RGPD -EDL 
2016/48900- y en la propia LOPDGDD. Entendemos que esta previsión no le es de 
aplicación al art.13.4 RD 1720/1999, ya que en nada contradice, se opone o resulta 
incompatible a sendas normas, más bien al contrario. Sin poder llegar a ser una obligación 
en cuanto tal sí que entendemos que podría ser una buena práctica de los responsables 
realizar esos procedimientos que garanticen que han comprobado de modo efectivo la 
edad. Como indica ZABÍA DE LA MATA (7), «(...) si el responsable del fichero articula estos 
procedimientos, los documenta debidamente y comprueba efectivamente que esto se 
cumple, no se le puede hacer responsable, por ejemplo, del hecho de que el menor de 
edad haya falsificado su carné o haya fotocopiado el de su padre o tutor sin su 
consentimiento». 

30/08/2019. Qué es una EIPD y como afecta a pymes y autónomos. FUENTE: 
cincodias.elpais.com  

Se trata de una evaluación para minimizar los riesgos de protección de datos.   
Los recientes cambios en Protección de Datos han puesto en alerta a muchas empresas. 
Especialmente a las más pequeñas que, por su reducido tamaño, tienen menos recursos y 
menos información para implantar correctamente las novedades. Dentro de este contexto, 
existe conceptos que generan dudas, como por ejemplo las EIPD. ¿Qué son las 
Evaluaciones de Impacto de Protección de Datos? ¿Quién debe realizarlas? 

En la página oficial de la Asociación Española de Protección de Datos se define lo que es 
el EIPD. Se trata de analizar previamente si puede existir algún riesgo a la hora de tratar 
los datos de personas físicas que tengan en su poder. Se trata, por tanto, de establecer 
unas pautas preventivas para saber si los datos que manejamos en nuestra actividad 
requieren de un tratamiento especial. En ese caso, el implicado tendrá que adoptar 
medidas necesarias para evaluar esos posibles riesgos y tratar de reducirlos. 

Inicialmente, y tal y como indican desde la web oficial de la AEPD, esta acción no es 
obligatoria. Aunque sí que es recomendable realizar este tipo de evaluaciones en cada 
procedimiento que implique tratar datos. 

Sin embargo, en un análisis expuesto por los expertos advierten que sí hay cuatro 
supuestos en los que las empresas deben realizar esta evaluación, a raíz de la nueva 
regulación europea. Cuando se usen tecnologías invasivas, si hay tratamientos de alto 
riesgo, si se trata de manera masiva los datos que están protegidos o si se realiza una 
evaluación sistemática. 

El principal objetivo de una EIPD es que se protejan los datos de las personas físicas y 
que a su vez se garantice las libertades y derechos de estas personas. Para ello primero 
se analiza la situación y después se toman acciones para evitar riesgos en el tratamiento 
de los datos personales. 

La EIDP es una herramienta básica a la hora de cumplir la nueva ley de Protección de 
Datos. Su realización supone aportar valor añadido a la empresa y ofrecer la garantía 
a los clientes de que se tratan los datos correctamente y siguiendo la ley. 

https://online.elderecho.com/index.jsp?producto_inicial=*&indice=legislacion&nref=1999/63731
https://online.elderecho.com/index.jsp?producto_inicial=*&indice=legislacion&nref=2016/48900
https://online.elderecho.com/index.jsp?producto_inicial=*&indice=legislacion&nref=2016/48900


Así se hace una EIDP 

Para realizar una EIPD primero tiene que ser necesaria. A continuación, lo que se hace es 
identificar los riesgos y realizar un plan de acción. Es conveniente que durante todo este 
proceso se pida asesoramiento al Delegado de Protección de Datos. La propia Agencia 
Española de Protección de Datos ha elaborado una Guía que resuelve todos los 
interrogantes sobre quién y cómo debe llevarse a cabo este proceso. 

18/09/2019. Una fuga de datos médicos afecta a unos 50 países y millones de 
pacientes. FUENTES: abc.es 

Entre ellos había fundamentalmente exámenes de cáncer de pecho y radiografías de la 
columna o del tórax. Datos médicos de millones de pacientes, de unos de 50 países, 
han estado durante años en internet sin protección alguna y con libre acceso. Lo 
que puedan haber hecho con ellos algoritmos de predicción de conducta, 
aseguradoras y bancos, empresas publicitarias o de gestión de empleo nos sitúa en 
el escalofriante escenario en el que la digitalización ha dejado la privacidad del 
paciente. A partir de un proveedor de servicios radiológicos, han salido libremente 
a la red al menos un millón de paquetes de datos. El país más vulnerable ha sido 
EE.UU. y, aunque España no es mencionada en ningún momento en el informe, no 
puede descartarse por ahora que se encuentre entre los afectados. 

El caso ha sido denunciado por una investigación de la Televisión Bávara alemana 
(BR), en cooperación con la plataforma estadounidense Pro Publica. Entre los datos 
a disposición de cualquiera había fundamentalmente exámenes de cáncer de pecho 
y radiografías de la columna o del tórax, donde por ejemplo se pueden ver con 
claridad la presencia de marcapasos, todas ellas adjuntadas a de informaciones 
exhaustivas sobre los pacientes. Cuando los pacientes se someten a una resonancia 
magnética se toman imágenes de dos y tres dimensiones que son enviados a un 
servidor especial para archivarlos. A ese servidor llegan también radiografías y 
tomografías a las que es muy fácil acceder en la red, según el experto en seguridad 
informática que descubrió la brecha de seguridad, Dirk Schrader. 

Schrader se puso en contacto con BR después de encontrar 2.300 servidores con 
datos de pacientes en los que no había ningún tipo de protección. «En los sistemas 
que investigué tuve la sensación de que incluso podía acceder a los datos antes que 
los médicos», dice en el reportaje. Según BR, solo en Alemania están afectados 
13.000 paquetes de datos de pacientes a los que cualquiera podía acceder 
libremente hasta la semana pasada. A nivel mundial, las dimensiones son mucho 
mayores y entre los países más afectados, además de EE.UU., se menciona por 
ejemplo a Brasil, Turquía e India, con cerca de 16 millones de pacientes afectados 
en conjunto. 

A partir de la denuncia de Schrader, el equipo de investigación de BR contactó a 
parte de los pacientes afectados para comprobar la autenticidad de los datos. El 
encargado de Protección de Datos del Gobierno alemán, Ulrich Kelber, declaró que 
había tenido «una primera impresión desoladora» cuando fue confrontado con los 
datos. «Nadie quiere que su empleador, una aseguradora o un banco tenga 
acceso a esos datos y a partir de ellos niegue un crédito o un contrato», ha dicho, 
«esos datos forman parte de nuestra identidad digital y no tienen por qué llegar a 
manos de terceros».

https://www.abc.es/tecnologia/informatica/soluciones/abci-panico-reino-unido-empresas-quieren-implantar-microchips-empleados-201811130246_noticia.html


El principal beneficio de implantar y usar formatos electrónicos para compilar las 
historias médicas de los pacientes reside en agilizar el acceso sobre esos datos y en 
aumentar el control sobre el acceso a esa información de forma mecánica. Los datos 
médicos en formato electrónico permiten acceder desde distintos sitios a la 
información, compartir la información con otros usuarios autorizados, y que varias 
personas puedan acceder al mismo tiempo y actualizar el historial en tiempo real. El 
problema es que los sistemas sanitarios apenas alcanzan a actualizar sus sistemas 
de seguridad a la velocidad a la que los hackers desarrollan vías de acceso. En este 
caso, además, se trata de servicios subcontratados a terceros sobre los que los 
sistemas sanitarios no tienen gran capacidad de control. 

Los mecanismos de protección de la información médica deben contemplar y 
balancear la necesidad de información por parte de los prestadores del servicio con 
la confidencialidad debida al receptor del servicio y considera que son las propias 
organizaciones las responsables de autorizar e identificar a los usuarios autorizados 
que han de acceder a las bases de datos que contienen información sobre sus 
pacientes y también controlar los casos en los que éste acceso estará permitido. 

01/10/2019. El TJUE avisa a los sitios web de que no pueden descargar 'cookies' sin 
el permiso "activo" del internauta. FUENTE: elderecho.com 

El Tribunal de Justicia de la Unión Europea (TJUE) ha dictaminado este martes que los sitios 
web necesitan recibir el permiso "activo" de los internautas para poder descargar en sus 
equipos las 'cookies' con las que recabar información sobre los usuarios, ya que es 
"insuficiente" pretender que tal autorización se puede obtener con una casilla marcada 
por defecto. 

La Justicia europea considera "irrelevante" que la información almacenada o consultada 
en el equipo del usuario sea o no datos personales, porque la normativa comunitaria 
protege al usuario de toda injerencia en su esfera privada, en especial para evitar que 
identificadores ocultos u otros puedan introducirse en sus equipos sin su permiso. 

De este modo, el Tribunal con sede en Luxemburgo insiste en que el consentimiento para 
que los sitios web puedan descargar 'cookies' debe ser "específico", y no basta con 
que deba desactivar una casilla de consentimiento que aparece marcada por defecto. 

Además, señala la sentencia, la información que el proveedor de servicios debe facilitar 
al usuario incluye el tiempo durante el cual las 'cookies' estarán activas y la posibilidad 
de que terceros tengan acceso a ellas. 

El caso responde a una cuestión del Tribunal Supremo alemán sobre la protección de la 
intimidad en el sector de las comunicaciones electrónicas, después de que la Federación 
de consumidores en Alemania denunciara el uso por la plataforma de videojuegos 'online' 
Planet49 de una casilla marcada por defecto para permitir las 'cookies'.



  

 

04/10/2019. Todo lo que haces en WhatsApp que puede ser delito. FUENTE: 
eldia.es 
 

Compartir una captura de pantalla o añadir a alguien a un grupo son las infracciones más 
desconocidas 

WhatsApp es ya una parte indispensable de nuestro día a día. A través de esta aplicación 
mantenemos el contacto con nuestros seres queridos, compartimos enlaces, enviamos fotos 
a otras personas y un sinfín de cosas más 

Pero de entre todas esas cosas... ¿Alguna vez te has parado a pensar en las que pueden 
ser consideradas delito? Dejando de lado las estafas y las infracciones más obvias, 
aquí te recopilamos todo lo que se hace en WhatsApp y que puede ser punible. 

Compartir capturas de pantalla 

Compartir en un chat una captura de pantalla de una conversación de la que formes parte 
puede considerarse delito en función de los datos que aparezcan en ella. Si en esa 
captura aparece el nombre, la foto o el número de teléfono de otra persona, ésta podría 
denunciarte por revelación de secretos. 

Pero no sólo los datos personales que aparezcan en esa captura pueden ser susceptibles 
de delito. La Ley Orgánica 1/1982 establece en su artículo séptimo que si en esa "la 
divulgación de hechos relativos a la vida privada de una persona o familia que afecten 
a su reputación y buen nombre" también puede ser punible. 

La situación es mucho más grave cuando ninguno de los miembros de la conversación 
forma parte del chat del que se ha hecho la captura de pantalla. El artículo 197 del 
Código Penal establece una pena de uno a cuatro años de prisión para quien "para 
descubrir los secretos o vulnerar la intimidad de otro, sin su consentimiento, se apodere de 
sus papeles, cartas, mensajes de correo electrónico o cualesquiera otros documentos o 
efectos personales". En el mismo artículo también se explica que "se impondrá la pena de 
prisión de dos a cinco años si se difunden, revelan o ceden a terceros los datos o hechos 
descubiertos o las imágenes captadas". 

Las amenazas o las injurias 

Mucha gente se suele olvidar de que, aunque se realicen desde detrás de una pantalla, 
los delitos siguen siendo delitos. Es por eso que las amenazas, las injurias, los delitos de 
odio, las frases racistas o los chistes homófobos , por ejemplo, que se escriban por 
WhatsApp pueden tener las mismas consecuencias para quien los lleva a cabo que en la 
vida real. Eso sí, todo depende de la relación previa entre los participantes en la 
conversación, del grado de la amenaza o injuria y de otros factores. 

Las amenazas son igual de punibles en WhatsApp. Shutterstock

https://www.eldia.es/vida-y-estilo/tecnologia/2019/04/04/siete-motivos-whatsapp-cerrarte-cuenta/966679.html


Añadir a una persona a un grupo de WhatsApp 

Seguramente te ha ocurrido en alguna ocasión. Has ido a mirar el móvil y te has 
encontrado con que alguien te había añadido a un grupo con personas a las que no 
conocías. Pues bien, hace ya algún tiempo que la Agencia Española de Protección de 
Datos (AEPD) se pronunció sobre este tema: incluir números de teléfono en grupos de 
WhatsApp sin consentimiento es ilegal. 

El organismo resolvió de esta manera el conflicto entre el Ayuntamiento de Boecillo 
(Valladolid) y uno de sus vecinos. Y es que el hombre denunció a la alcaldía tras ser 
incluido sin su consentimiento en un grupo de WhatsApp junto a otras 255 personas. La 
AEPD consideró que el Ayuntamiento infringió lo dispuesto en los artículos 4.2 y 10 de la 
Ley Orgánica de Protección de Datos de Carácter Personal (LOPD), tipificadas como 
infracción grave. 

El artículo 4.2 de dicha ley dispone que "los datos de carácter personal objeto de 
tratamiento no podrán usarse para finalidades incompatibles con aquellas para las que 
los datos hubieran sido recogidos". También añade que "no se considerará incompatible 
el tratamiento posterior de éstos con fines históricos, estadísticos o científicos". 

Por su parte, el punto 10 establece que "el responsable del fichero y quienes intervengan 
en cualquier fase de tratamiento de los datos de carácter personal están obligados al 
secreto profesional respecto de los mismos y al deber de guardarlos, obligaciones que 
subsistirán aún después de finalizar sus relaciones con el titular del fichero, o, en su caso, 
con el responsable del mismo". 

Espiar la cuenta de otra persona 

Espiar las conversaciones de WhatsApp de otra persona es algo más habitual de lo que 
nos gustaría, especialmente entre parejas. Sin embargo, lo que muchos no se dan cuenta 
es que se trata de un atentado contra la privacidad y que puede ser denunciable y 
castigado según el artículo 197 del Código Penal. 

Infringir los derechos de autor 

WhatsApp prohíbe a sus usuarios enviar o subir imágenes, vídeos o cualquier otro 
contenido que esté protegido con derechos de autor, de privacidad, propiedad intelectual 
u otros derechos de propiedad. 

11/10/2019. Multa a Vueling.com con 30.000 euros por no dar la posibilidad de 
oponerse a sus 'cookies'. FUENTE: publico.es 

La Agencia Española de Protección de Datos sanciona a la compañía al comprobar que 
su sitio web no recaba el consentimiento explícito para instalar 'cookies', sino uno genérico. 



Los usuarios de la página web de Vueling no pueden oponerse a que sus datos sean 
usados por terceros en la misma ventana en la que explica su política de cookies, sino 
que se remite para su gestión a las herramientas del navegador. Eso supone una multa de 
30.000 euros para la compañía aérea, que desciende a 18.000 si paga inmediatamente. 

La Agencia Española de Protección de Datos (AEPD) ha emitido una resolución 
sancionadora al comprobar que en el sitio web de Vueling "el consentimiento a que se 
cedan datos a terceros a través de 'cookies' es implícito", no explícito, y de esta manera 
incumple el artículo 22.2 de la Ley de Servicios de la Sociedad de la Información (LSSI). 
Las 'cookies' son pequeños ficheros que el proveedor de un sitio de Internet coloca en el 
ordenador de los usuarios y a los que puede acceder nuevamente cuando éstos vuelven 
a visitar el sitio, con el fin de facilitar la navegación en Internet o las transacciones, o bien 
para obtener información sobre el comportamiento de dichos usuarios. 

"En ningún momento da la opción de poder oponerse a la instalación de estas en el 
dispositivo o de cualquier otra 'cookies', sino que remite a la configuración de los 
navegadores para eliminarlas o bloquearlas, no ofreciendo la posibilidad de denegar 
el consentimiento para el uso de 'cookies' o de retirar el prestado, si no es a través de las 
opciones del navegador", afirma la agencia en su resolución. 

Para la AEPD, la aerolínea podría "habilitar un mecanismo o botón para rechazar todas 
las 'cookies', otro para habilitar todas las 'cookies' o hacerlo de forma granular para 
poder administrar preferencias". 

Lo que pasa es que, tal y como constata, "no facilita un sistema de gestión o panel de 
configuración de 'cookies' que permita al usuario eliminarlas de forma granular", es 
decir, una a una en la misma ventana o pop-up donde se explica la gestión de las 'cookies'. 
La agencia considera que "la información ofrecida sobre las herramientas proporcionadas 
por varios navegadores para configurar las 'cookies' sería complementaria a la anterior, 
pero insuficiente". 

A día de hoy, el sitio web de Vueling no ha cambiado aún su política de 'cookies' para 
adecuarse a lo que dicta Protección de Datos basándose en la LSSI. 

19/10/2019. Los partidos no podrán recabar opiniones políticas de Internet para su 
propaganda bajo multa de hasta 20 millones de euros. FUENTE: expansión.com  

Los partidos no podrán recabar opiniones políticas de Internet para su propaganda 
electoral debido a que el Tribunal Constitucional (TC) establece que éstas son "datos 
personales sensibles cuya necesidad de protección es superior a la de otros datos 
personales". Por este motivo, el pasado mayo anuló por inconstitucional el artículo de la 
Ley Orgánica de Régimen Electoral General (LOREG) que permitía a las formaciones 
recopilar datos sobre las opiniones políticas de los ciudadanos en el marco de sus 
actividades electorales. 

De cara a la campaña de las elecciones generales del 10 de noviembre, el letrado y 
experto en protección de datos Jorge García Herrero advierte a los partidos políticos 
que concurren a los comicios de que en caso de incumpliendo se enfrentan a sanciones que 
pueden alcanzar los 20 millones de euros. 



El tribunal de garantías atendió al recurso presentado por el Defensor del Pueblo el 
pasado mes de marzo, cuando instado por las quejas de diferentes juristas, solicitó la 
anulación del artículo 58 Bis 1 de la LOREG por entender que vulneraba tanto el derecho 
a la libertad ideológica como a la protección de datos personales, la libertad de 
expresión y el derecho de participación política. 

La decisión no llegó a tiempo, sin embargo, para las campañas electorales de las 
generales del pasado 28 de abril y las europeas, autonómicas y locales que se celebraron 
el 26 de mayo. 

Sobre si existe un riesgo real de que los partidos políticos incumplan la sentencia del 
Constitucional y recopilen datos sobre opiniones políticas de los ciudadanos en Internet 
durante esta campaña, García Herrero aclara que "en realidad no necesitan hacerlo" y 
argumenta que "basta con que contraten los servicios de una plataforma como Facebook 
para conseguir enviar mensajes personalizados a los votantes que más les interese, como 
los indecisos". 

"Eso nos llevaría a preguntarnos sobre si Facebook informa adecuadamente a sus usuarios 
de todo lo que hace con sus datos, lo que infiere y lo que comparte, pero todo esto excede 
la pregunta", plantea el abogado especialista en protección de datos. 

De este modo, García Herrero recuerda a las formaciones políticas que "los datos hechos 
públicos siguen estando protegidos por la normativa". "Si a algún partido se le ocurriera 
(pongo por caso) enviar mensajes personalizados o segmentados, deberá suministrar a 
los votantes información adecuada que explique por qué están recibiendo un mensaje en 
particular, quién es responsable del mismo y cómo pueden ejercer sus derechos en este 
ámbito", subraya. 

En relación con el derecho a oponerse al envío de 'spam' electoral, Jorge García Herrero 
hace hincapié en que, "llegado el caso, es muy probable que resulte ilusorio". "Cuando se 
han dado, estas campañas se concentran en los últimos días u horas de campaña. Por ello, 
el partido habitualmente podrá alegar que no tenía margen de maniobra para gestionar 
el ejercicio del derecho", argumenta el letrado, uno de los impulsores de la 'Lista Viernes', 
una página web gratuita similar a la 'Lista Robinson' en la que los ciudadanos pueden 
inscribirse de forma anónima y manifestar su oposición al 'spam' electoral de los partidos 
políticos por correo electrónico y teléfono. 

Esta iniciativa fue lanzada por Secuoya Group, un grupo de profesionales expertos en 
privacidad y protección de datos, a raíz de la aprobación del artículo 58 bis.1 de la Ley 
Orgánica 5/1985, de 19 de junio, del Régimen Electoral General (LOREG), incorporado 
a esta por la disposición final tercera, punto dos, de la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de 
diciembre, de Protección de Datos Personales y garantía de los derechos digitales. 

"Negligencia y chapuza" 

Para el experto, el artículo declarado inconstitucional fue tan polémico en su momento 
"por lo poco trabajado y afortunado del texto". "No se consultó a la Agencia de 
Protección de Datos, y la brecha abierta en el sistema con tan pocas líneas era tremenda. 
Vistas las justificaciones en medios de sus artífices y defensores, no aprecio la 'maldad' 
que se vio en el referéndum por el Brexit, sino esa negligencia y chapuza teóricamente 
tan españolas", manifiesta.



Jorge García Herrero reconoce que acogió la sentencia del Constitucional "con sorpresa 
por su rapidez y alivio por su contundencia" y sostiene que tanto el equipo del Defensor 
del Pueblo, como el del tribunal de garantías "hicieron un gran trabajo". 

23/10/2019. Los móviles y los portátiles disparan las "brechas de seguridad" de los 
datos. FUENTE: rtv.es  

Las "brechas de seguridad" que se producen cuando los datos personales quedan 
expuestos y en peligro se han disparado a causa de la popularidad de los 
dispositivos portátiles, y las incidencias notificadas este año a la Agencia Española 
de Protección de Datos (AEPD) superan ya las 800. 

La mayoría de las "brechas de seguridad" que se comunican a la AEPD se deben a 
la pérdida o el robo de un dispositivo (un ordenador, una tableta, un teléfono) con 
muchos e importantes datos personales, como teléfonos, direcciones, correos, 
imágenes o hasta nóminas de empleados. 

Pero son también muy abundantes los casos en los que esa "brecha" se produce a 
causa de programas informáticos o virus diseñados específicamente para 
perturbar o dañar esa seguridad ("malware"), a las técnicas de "pishing" para 
captar datos privados de usuarios de una forma fraudulenta o al "hackeo" de 
ordenadores. 

Fuentes de la AEPD han subrayado a Efe que cada vez se notifican más casos, y lo 
han achacado a que las entidades son cada vez más conscientes de que deben 
notificar esos problemas "de forma obligatoria" y a la creciente preocupación por 
la protección y por la seguridad de los datos personales. 

132 casos en septiembre 

Los datos de la Agencia consultados por Efe revelan que durante el último mes de 
septiembre se han notificado 132 casos en los que han quedado al descubierto 
datos personales. Ese número de notificaciones es el más alto en lo que va de año y 
eleva a 821 los casos comunicados en 2019 al organismo que vela por la privacidad 
y la adecuada protección de los datos personales. 

Por comunidades, Madrid (42 casos) y Cataluña (23) han sido las que más brechas 
de seguridad han sufrido durante el mes de septiembre, seguidas de la Comunidad 
de Valencia (22) y Andalucía (16), y no se ha comunicado ningún caso en Cantabria, 
Extremadura, Navarra, La Rioja, Ceuta ni Melilla. 

La lista de notificaciones por comunidades autónomas se completa así: Aragón (1 
caso), Asturias (4), Baleares (2), Castilla-La Mancha (8), Castilla y León (2), Murcia 
(3), Galicia (3), País Vasco (3), y Canarias (3). 

Los datos correspondientes al mes de septiembre ponen de relieve que la mayoría 
de las organizaciones que han notificado esas "brechas de seguridad" han sido 
privadas (104) mientras que organizaciones e instituciones públicas han comunicado 
28 casos. 

Medidas para reducir riesgos



  

 
La Agencia, que ha insistido en la importancia de minimizar los datos personales que 
se almacenan en los dispositivos móviles, ha apuntado cuáles son las medidas más 
efectivas para reducir los riesgos y los daños. Éstas son: cifrar los datos que se 
almacenan en un dispositivo; tener una copia de seguridad en otro soporte; y 
disponer de contraseña de desbloqueo de pantalla y una autentificación del usuario 
que sea "robusta". 
 
Este organismo ha subrayado que todas las organizaciones (públicas y privadas) 
deben regular en sus políticas y protocolos de seguridad qué datos se pueden tener 
en esos dispositivos, quién puede tenerlos, limitar el tamaño de esos ficheros, y tener 
previsto cómo actuar en caso de pérdida, robo, "ataque" o "hackeo". 
 
Si la "brecha" de seguridad constituye un riesgo para las libertades y los derechos 
de las personas se tiene que notificar a la AEPD en un plazo máximo de 72 horas 
-no hacerlo además puede ser punible- y si entraña un alto riesgo se tiene además 
que notificar a los afectados para que puedan tomar medidas. 
 
547 incidencias en 2018 
 
En 2018 se notificaron a la Agencia un total de 547 incidencias de estas 
características, el 90% de las cuales correspondieron a organizaciones privadas, y 
en la mayoría de los casos se debieron al "hackeo" de los dispositivos o sistemas 
informáticos (el 24 % de los casos) y al robo o pérdida de esos dispositivos con 
importantes datos personales (el 21%). 
 
Las cifras de 2018 se han superado ya, y durante los nueve primeros meses del año 
las notificaciones que ha recibido la AEPD se elevan ya a 821, casi 300 más que las 
que se comunicaron durante todo el año anterior. Durante el último mes -septiembre- 
han sido 132 las notificaciones y la causa principal de esas incidencias ha sido el 
"malware" (58 casos) y el "hackeo" de cuentas o dispositivos (22 casos). 
 
Las mismas fuentes de la Agencia consultadas por Efe han aclarado que los dos datos 
de los dos últimos años no son comparables, ya que 2019 es el primero en el que la 
obligación de notificar esas "brechas" (de acuerdo con el nuevo Reglamento Europeo 
de Protección de Datos) abarca al año completo. 
 
 
24/10/2019. Escudo de la privacidad UE-Estados Unidos: su tercer examen se congratula 
de los avances y define medidas para mejorarlo. FUENTE: noticiasjuridicas.com  
 

Escudo de la privacidad UE-Estados Unidos: su tercer examen se congratula de los avances y define 
medidas para mejorarlo 
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Comisión Europea. -La Comisión Europea ha publicado hoy su informe sobre el tercer 
examen anual del funcionamiento del Escudo de la privacidad UE-Estados Unidos El 
informe confirma que los Estados Unidos de América siguen garantizando un grado 
adecuado de protección de los datos personales transferidos en el marco del Escudo de 
la privacidad desde la UE a las empresas participantes de aquel país. Tras el segundo 
examen anual, ha habido una serie de mejoras en el funcionamiento del marco, así como 



nombramientos para los principales órganos de supervisión y recurso, tales como el del 
Defensor del Pueblo en el ámbito del Escudo de la privacidad. En el tercer año de 
funcionamiento del Escudo, el examen se ha centrado en las enseñanzas extraídas de su 
aplicación práctica y su funcionalidad cotidiana. Ahora hay unas cinco mil empresas que 
participan en este marco de protección de datos entre la UE y los Estados Unidos. 

V?ra Jourová, comisaria de Justicia, Consumidores e Igualdad de Género, ha declarado: 
«Con casi cinco mil empresas participantes, el Escudo de la privacidad es todo un éxito. 
El examen anual es un importante control de su funcionamiento. Proseguiremos el diálogo 
sobre diplomacia digital con nuestros homólogos estadounidenses para que el Escudo sea 
más sólido, también en lo que se refiere a la supervisión, la ejecución y, a más largo plazo, 
una mayor convergencia de nuestros sistemas». 

Entre las mejoras, el tercer examen señala que el Departamento de Comercio de los 
Estados Unidos garantiza la necesaria supervisión de manera más sistemática, por 
ejemplo, mediante controles mensuales sobre una muestra de empresas para comprobar 
el cumplimiento de los principios del Escudo de la privacidad. 

La aplicación ha mejorado gracias a que la Comisión Federal de Comercio está 
adoptando medidas de ejecución relacionadas con el Escudo de la privacidad en siete 
casos. 

Cada vez más personas de la UE están haciendo uso de sus derechos en virtud del Escudo 
de la privacidad y los mecanismos de recurso pertinentes están funcionando bien. 

Además del nombramiento del Defensor del Pueblo en el ámbito del Escudo de la 
privacidad con carácter permanente, se han cubierto las dos últimas vacantes en el 
Consejo de Supervisión de la Privacidad y de las Libertades Civiles, de manera que ya 
cuenta con todo su personal por primera vez desde 2016. 

No obstante, la Comisión recomienda que se tomen determinadas medidas concretas para 
garantizar mejor el funcionamiento eficaz del Escudo de la privacidad en la práctica. Esto 
incluye seguir reforzando el proceso de (re)certificación de las empresas que deseen 
participar mediante la disminución de la duración del proceso de (re)certificación; ampliar 
los controles de conformidad, tales como los relativos a las afirmaciones falsas de 
participación en el marco; y elaborar directrices adicionales para las empresas 
relacionadas con los datos sobre recursos humanos. La Comisión también espera que la 
Comisión Federal de Comercio intensifique sus investigaciones de conformidad con los 
requisitos sustantivos del Escudo de la privacidad y que proporcione a la Comisión y a las 
autoridades de protección de datos de la UE información sobre las investigaciones en 
curso. 

Contexto 

La Decisión sobre el Escudo de la privacidad UE-Estados Unidos se adoptó el 12 de julio 
de 2016 y el marco del Escudo de la privacidad empezó a funcionar el 1 de agosto de 
2016. Este marco protege los derechos fundamentales de cualquier persona en la UE 
cuyos datos personales se transfieran a empresas certificadas de los Estados Unidos con 
fines comerciales y aporta claridad jurídica para las empresas que dependen de 
transferencias transatlánticas de datos. 

La Comisión se comprometió a examinarlo cada año a fin de evaluar si aún garantiza un 
nivel adecuado de protección de los datos personales. El primer y segundo exámenes 
anuales se efectuaron en septiembre de 2017 y octubre de 2018, respectivamente. 

El 12 de septiembre de 2019, la directora general de Justicia, Consumidores e Igualdad 
de Género, Tiina Astola, entabló conversaciones con el secretario de Comercio 



estadounidense, Wilbur Ross, de cara al tercer examen del Escudo de la privacidad UE-
Estados Unidos (declaración). Las conclusiones de este informe proceden de reuniones con 
representantes de todos los departamentos del Gobierno de los Estados Unidos 
encargados del funcionamiento del Escudo de la privacidad, tales como el Departamento 
de Comercio, la Comisión Federal de Comercio, la Oficina del Director de Inteligencia 
Nacional y el Departamento de Justicia, que se celebraron en Bruselas a mediados de 
octubre de 2018, así como de aportaciones de partes interesadas muy diversas, tales 
como empresas y ONG activas en cuestiones de privacidad. También han participado en 
el examen representantes de las autoridades independientes de protección de datos de 
la UE. Actualmente está pendiente un litigio ante el Tribunal de Justicia de la Unión 
Europea sobre las transferencias de datos entre la UE y los Estados Unidos, que también 
puede afectar al Escudo de la privacidad. En julio de 2019 se celebró una vista en el 
asunto C- 311/18 (Schrems II) y, una vez dictada la sentencia del Tribunal, la Comisión 
evaluará sus consecuencias para el Escudo de la privacidad. 

08/11/2019. Contratos públicos y protección de datos. FUENTE: elglobal.es 

El empleo de las nuevas tecnologías sigue una tendencia creciente imparable, y las 
Administraciones Públicas no son ajenas a este fenómeno. Buena prueba de ello es la 
potenciación de la llamada administración electrónica. Ahora bien, este proceso de 
transformación digital plantea riesgos evidentes tanto en la seguridad pública como en la 
propia privacidad de todos nosotros. Con el objetivo de minimizar tales riesgos, este 
pasado 5 de noviembre se acaba de publicar en el BOE el Real Decreto-ley 14/2019, 
por el que se adoptan medidas urgentes por razones de seguridad pública en materia 
de administración digital, contratación del sector público y telecomunicaciones. 

Si bien dicho Real Decreto-ley regula medidas en ámbitos diversos, aquí sólo nos 
referiremos a las que establece en materia de contratación pública. Tales medidas están 
principalmente dirigidas a reforzar en todas las fases de la contratación (expediente de 
contratación, licitación y ejecución del contrato) el cumplimiento, por parte de quienes 
contraten con las Administraciones Públicas, de la normativa sobre protección de datos 
personales. Esto es aún más trascendente en aquellos casos en los que al futuro contratista 
se le vayan a ceder datos personales (en ocasiones datos especialmente sensibles, como 
pueden ser los datos de salud) necesarios para poder ejecutar el contrato. Pensemos, por 
ejemplo, en el sector farmacéutico o sanitario, en aquellos contratos públicos para el 
suministro de medicamentos o la prestación de determinados servicios de asistencia 
sanitaria a pacientes. A tal fin, dicha norma introduce diversas modificaciones en la Ley 
de Contratos del Sector Público, a las que a continuación nos referimos resumidamente. 

En primer lugar, los contratos públicos que a partir de ahora se suscriban deberán 
incorporar la referencia expresa al sometimiento a la normativa nacional y de la Unión 
Europea en materia de protección de datos (esencialmente Ley Orgánica 3/2018 y 
Reglamento (UE) 2016/679, General de Protección de Datos). 

En segundo lugar, los pliegos deberán incluir diversas menciones cuya omisión determinará 
la nulidad del contrato. Entre ellas, la obligación general del contratista de respetar la 
normativa en materia de protección de datos o, cuando se le cedan datos personales 
para ejecutar el contrato, la finalidad para la cual se le cederán tales datos, o la 
obligación de dicho contratista de mantener a la Administración contratante al corriente 
de la ubicación de los servidores en los que se alojarán los datos cedidos con motivo de 
la ejecución del contrato, y desde dónde se van a prestar los servicios asociados a los 
mismos.



En tercer lugar, se añade una nueva prohibición de contratar con el sector público. Así, 
cuando una empresa haya sido sancionada con la resolución de un contrato público por 
incumplir las normas sobre protección de datos, dicha empresa no podrá temporalmente 
volver a contratar con la Administración. 

Por último, caso de que se recurra a la subcontratación, el contratista principal será quien 
asuma la total responsabilidad de la ejecución del contrato frente a la Administración, 
también en lo que respecta a este ámbito de la protección de datos. 

17/11/2019. Un Gran Hermano que todo lo ve en la oficina. El uso de cámaras de 
vigilancia es una de las materias más conflictivas en el ámbito del trabajo. FUENTE: 
elpais.com. 

El control empresarial puede, en ocasiones, afectar a la privacidad de los 
empleados. GETTY IMAGES 

Hace unas semanas, el Tribunal Europeo de Derechos Humanos (TEDH) hizo pública su 
sentencia sobre el caso de las empleadas de Mercadona que fueron grabadas por 
cámaras ocultas mientras robaban productos y dinero de la caja. Tras casi una década 
de litigio, la gran sala dio la razón al supermercado al considerar que la decisión de 
instalar los dispositivos fue proporcional y no atentó contra la intimidad de las 
trabajadoras. El fallo, que tumba lo dictado en primera instancia, en donde sí se había 
apreciado vulneración de derechos, amplía a favor de las empresas los supuestos en los 
que pueden instalarse sistemas de videovigilancia para controlar a la plantilla. 

El uso de cámaras para supervisar a los trabajadores es una de las cuestiones que más 
conflictos está creando en los últimos años en el ámbito laboral. Tanto es así, que la nueva 
ley orgánica de protección de datos (LOPD), de diciembre de 2018, dedicó 
expresamente un precepto a regular esta cuestión. Así, para que estos sistemas sean 
legales, el artículo 89 impone a las compañías que informen “con carácter previo, y de 
forma expresa, clara y concisa a los trabajadores” de dos extremos: de la presencia de 
las cámaras y, además, de la finalidad de control de las imágenes captadas. Si no se 
cumple esta doble exigencia, el uso de las grabaciones no servirá, por ejemplo, para 
justificar un despido. 

La empresa debe informar antes de la presencia de los dispositivos y de la finalidad 
de las imágenes 

Hasta aquí la norma es clara. Sin embargo, el legislador introdujo un segundo párrafo en 
el artículo 89 que ha creado cierta confusión y ha dado lugar a un buen número de 
sentencias contradictorias. Dicho inciso establece que, cuando “se haya captado la 
comisión flagrante de un acto ilícito”, el deber de información se rebaja y queda 
satisfecho con la existencia de un dispositivo informativo “en un lugar lo suficientemente 
visible”, que avise sobre la existencia de cámaras (el clásico cartel de advertencia). 

Esta reducción de las garantías de los derechos de los trabajadores si se graban “actos 
ilícitos” ha levantado las suspicacias de los magistrados más garantistas. En una sentencia 
dictada en marzo, un juez de Pamplona criticó abiertamente esta excepción y consideró 
que, en ese apartado, la ley atentaba contra el derecho a la protección de datos 
personales y contradecía el reglamento europeo sobre la materia. Por ello, afirmó que 
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no podía ser aplicado y, en consecuencia, rechazó como prueba para un despido las 
grabaciones que mostraban a un vigilante de seguridad peleándose con un compañero 
en el aparcamiento de la empresa. 

¿Abre la puerta el mencionado inciso a una suerte de Gran Hermano laboral? Marisa 
López, socia de Garrigues, descarta que tanto la ley como el TEDH estén dando carta 
blanca a las empresas para vigilar a su plantilla sin control alguno. Según explica, la 
relajación del deber de información “se reduce a casos excepcionales”. “El control 
empresarial puede, en ocasiones, afectar a la privacidad de los empleados, pero dicha 
injerencia debe ser lo más reducida posible”, señala. 

Ante un comportamiento impropio del empleado, el deber de comunicación de la 
compañía se rebaja 

Coincide con esta visión Ricard Martínez, experto en privacidad y catedrático en la 
Universidad de Valencia. En su opinión, carece de sentido exigir a la compañía que 
detecta una irregularidad “que alerte previamente al infractor de que va a instalar una 
cámara para vigilarle”, porque entonces modulará o modificará su conducta, impidiendo 
que la dirección adopte medidas disciplinarias o legales. 

No obstante, y como coinciden ambos juristas, se trata de un asunto delicado en el que no 
existe un criterio judicial único y claro. Dependerá de las circunstancias de cada caso (y 
de la sensibilidad del juez o tribunal) ponderar qué pesa más, el derecho a la intimidad 
y la protección de datos del empleado o, por el contrario, la libertad de empresa y la 
capacidad de control de los trabajadores. 

Actos ilícitos 

Uno de los grandes problemas que plantea el controvertido párrafo es la indeterminación 
del concepto “acto ilícito”. Como explica Marisa López, no se circunscribe solo a la comisión 
de delitos (como sería el robo de dinero o un episodio de acoso sexual), “sino que abarca 
comportamientos que incumplan otras leyes o, incluso, la normativa interna de la 
compañía”. En 2017, el Tribunal Supremo avaló el cese del entrenador de un gimnasio 
que se saltó el código de conducta de la organización al usar su pulsera para abrir el 
torno de acceso a personas no socias del local. Asimismo, el Tribunal Superior de Justicia 
(TSJ) del País Vasco confirmó la suspensión de 21 días de empleo y sueldo de un conductor 
de autobús que fue grabado conduciendo de forma temeraria, una infracción 
administrativa. 

A pesar de las dudas que puedan suscitar la cuestión, Enrique Ceca, socio de Ceca Magán, 
insiste en que, lejos de una barra libre, existen estrictas limitaciones al uso de la 
videovigilancia en el trabajo. Según recuerda, en el caso de Mercadona, el TEDH hace 
hincapié en la escasa duración de las grabaciones y la existencia previa de sospechas 
razonables (descuadres en el inventario), lo que reforzaba la idea de que se estaba 
cometiendo una irregularidad. Por ello, el letrado recomienda prudencia a las compañías 
que quieran instalar estos sistemas. Deben ponderar los diferentes intereses en juego y 
“asegurarse de que los dispositivos no generen más perjuicios al interés general que 
beneficios al interés empresarial”, concluye. 

https://cincodias.elpais.com/cincodias/2019/10/17/legal/1571303141_421273.html
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23/12/2019. Sobre la obligatoriedad de contar con un Delegado de Protección de 
Datos para auditores de cuentas, contables externos y asesores fiscales. FUENTE: 
elderecho.com  

El Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento Europeo, de 27 de abril de 2016, y 
posteriormente la Ley Orgánica 3/2018 de Protección de Datos y Garantía de los 
derechos digitales (LOPDGDD), han introducido la obligación de contar con un Delegado 
de Protección de Datos (DPD) para una pluralidad de entidades públicas y privadas. 

Algunas figuras, entre las que se encuentran auditores de cuentas, contables externos y 
asesores fiscales son susceptibles de presentar dudas sobre la obligatoriedad de contar 
con un DPD. Ello deviene de la vinculación de estos profesionales con la obligatoriedad 
de cumplimiento de la Prevención de blanqueo de capitales. Son dos los preceptos en los 
que se fundamenta la posible obligatoriedad del DPD. 

El artículo 34.1.j. La Ley Orgánica 3/2018 de Protección de Datos y Garantía de 
Derechos preceptúa que obligatoriamente, deben nombrar un DPD: “Las entidades 
responsables de ficheros comunes para la evaluación de la solvencia patrimonial y crédito o 
de los ficheros comunes para la gestión y prevención del fraude, incluyendo a los responsables 
de los ficheros regulados por la legislación de prevención del blanqueo de capitales y de la 
financiación del terrorismo”. 

El anterior precepto hay que relacionarlo con el artículo 2-m) de la Ley 10/2010 de 
Prevención del Blanqueo de Capitales y Financiación del Terrorismo establece como 
sujetos obligados “m) Los auditores de cuentas, contables externos o asesores fiscales”. 

En esta tesitura, planteamos consulta a la Agencia de Protección de Datos. La misma se 
realizó en nuestra condición de DPD de los Colegios de Economistas de Granada y 
Córdoba, y para hacerla extensible a otros colegios profesionales. 

Con fecha 22 de noviembre de 2019, la AEPD emitió su dictamen. Y, desgraciadamente, 
hemos de decir que no quedó nada aclarado, no existe un pronunciamiento expreso sobre 
la cuestión planteada. La falta de esta concreta orientación para los profesionales puede 
deberse tanto a una buscada ambigüedad, como al hecho de la nueva posición 
anglosajona del Reglamento. En efecto, ya no se trata en la nueva normativa de 
proporcionar una guía de actuaciones que, una vez cumplidas, eximan de 
responsabilidad. Ahora, el criterio es la proactividad; deberá hacerse “lo necesario” en 
cada momento. 

Vamos al escrito de la AEPD. Tras una cita de preceptos genéricos, señala literalmente: 
“En consecuencia y en interpretación de este precepto,  respecto a la obligación de 
nombramiento de un DPD en los términos previstos en el artículo 34.1.j) de la LOPDGDD, 
alcanzará a los gestores o entidades responsables de sistemas que fueren creados, de 
acuerdo con lo previsto en la normativa vigente en materia de protección de datos de 
carácter personal, por entidades privadas con la finalidad de prevención del fraude en 
el sistema financiero (artículo 33.3 de la Ley 10/2010), es decir del fichero común de 
intercambio de información circunscrito a las entidades que tengan la consideración de 
sujetos obligados de  conformidad con lo previsto por la Ley de Prevención del Blanqueo 
de Capitales y de la Financiación del Terrorismo (artículo 2)”. 



  

 

Parece ser que el concepto se circunscribe a entidades privadas creadas con esa 
finalidad. A partir de aquí, tenemos que volver al concepto de los ficheros, que deben ser 
objeto de tratamiento específico y por tanto dar lugar a la obligatoriedad del DPD. Se 
trata (art. 34.1.j), de los “ficheros comunes para la evaluación de la solvencia patrimonial y 
crédito o de los ficheros comunes para la gestión y prevención del fraude”.  

Para una mejor identificación de estos ficheros nos remitimos al artículo 61 del Real 
Decreto 304/2014, de 5 de mayo, por el que se aprueba el Reglamento de la Ley 
10/2010, de 28 de abril, de prevención del blanqueo de capitales y de la financiación 
del terrorismo. Este se ocupa de los “Ficheros comunes para el cumplimiento de las 
obligaciones en materia de prevención”. En el se contiene el desarrollo sobre los mismos, 
pero vamos a referirnos a los requisitos 

Dichos sistemas deberán cumplir, al menos, los siguientes requisitos necesarios que se 
encuentran en su punto 2. Y son tres: 

1. a) Sólo podrá incorporarse al fichero información relacionada con operaciones que 
hubieran sido previamente objeto de comunicación por indicio al Servicio Ejecutivo de 
la Comisión, sin que se haya producido su devolución por este último, cuando, una 
vez rechazadas por el sujeto obligado comunicante, dichas operaciones fueran 
susceptibles de intentarse ante otros sujetos obligados. 

2. b) El tratamiento de los datos contenidos en el fichero únicamente podrá llevarse a 
cabo con la finalidad de prevenir o impedir operaciones relacionadas con el blanqueo 
de capitales o la financiación del terrorismo.  

3. c) El acceso a los datos contenidos en los ficheros quedará exclusivamente limitado a 
aquéllos sujetos obligados ante los que pudiera reiterarse la operativa a la que se 
refiera la información. 

4. d) Únicamente podrá tener acceso al fichero quienes integren los órganos de control 
interno a los que se refiere el artículo 35 de este reglamento. 

Ciertamente, ninguno de los requisitos anteriores constituye el objeto de actividad de 
asesores fiscales y profesionales similares. Por tanto, a nuestro juicio, estos 
profesionales no están obligados a contar con la figura de un Delegado de Protección 
de Datos. Ello sin perjuicio de que debemos estar al desarrollo normativo o reglamentario 
de una normativa de tal reciente creación. 

Ya lo dice la propia Agencia, cuando señala literalmente en su dictamen: “Ello, no 
obstante, muchos sujetos obligados deberían contar con un DPD como consecuencia de la 
aplicación del artículo 37.1 del RGPD”. Este mismo criterio es el recogido en el Grupo de 
trabajo sobre protección de datos del artículo 29, cuando señala que “A menos que resulte 
obvio que a una organización no se le requiere la designación de un DPD, el Grupo de 
Trabajo del artículo 29 recomienda que los responsables y encargados del tratamiento 
documenten el análisis interno realizado para determinar si debe nombrarse o no un DPD, a 
fin de poder demostrar que se han tenido en cuenta debidamente los factores pertinentes”. 
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1. Posición del delegado de protección de datos.
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Posición del delegado de
protección de datos 
El responsable y encargado del tratamiento
en el caso de que se haya nombrado un
delegado de protección de datos, en
adelante (DPD), ya sea porque la ley les
obliga o bien de forma voluntaria, tienen
que garantizar que el DPD participe de
forma adecuada y en tiempo oportuno en
todas aquellas cuestiones relativas a la
protección de datos, tal y como nos dice el
art.38 del RGPD. 
Es importante que al DPD se le faciliten
todos los recursos necesarios para el
desempeño de las funciones contenidas en
el RGPD, así como el acceso a los datos
personales y a las operaciones de
tratamiento que lleven a cabo las empresas
o entidades para las cuáles les presta el
servicio. El Grupo de Trabajo del Artículo
29, actualmente convertido en el Comité
Europeo de Protección de datos, indica, por
ejemplo, que se invite a participar al DPD
con regularidad en reuniones con los
cuadros directivos altos y medios, que esté
presente cuando se tomen decisiones con
implicaciones para la protección de datos,
y que su opinión sea tenida en cuenta, y en
caso de desacuerdo, sería oportuno
documentar los motivos del mismo. 
Aunque el DPD puede desempeñar otras
funciones en su entorno de trabajo, se
tiene que garantizar que las mismas no
den lugar a conflictos de intereses. 

EL RGPD UE 2016/679 EN APLICACIÓN

IMPORTANTE 

Los interesados pueden ponerse en 
contacto con el DPD para solicitar 
cualquier cuestión respecto del 
tratamiento de sus datos, así como el 
ejercicio de sus derechos. 



Según el art.23 de la LOPDYGDD 
quiénes realicen actuaciones de 
mercadotecnia directa, deben 

consultar los sistemas de exclusión 
publicitaria, salvo que se realicen a 

los interesados que han dado su 
consentimiento. 

IMPORTANTE 

El responsable debe informar al 
interesado de los sistemas de 
exclusión publicitaria existentes, 
cuando éste le haya manifestado su 
oposición al envío de comunicaciones 
comerciales. 
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En el procedimiento sancionador, la AEPD
sanciona a AVILON CENTER 2016 S.L.
(AVILON) por la denuncia presentada por
A.A.A. el día 24 de octubre de 2018. 
La denunciante presenta ante la AEPD,
pruebas de que ha recibido llamadas
telefónicas con carácter comercial por parte
de AVILON (distribuidora de ORANGE) a
pesar de haber ejercido su derecho de
cancelación ante ORANGE, el cuál fue
atendido el día 02/01/2018. 
En el contrato de prestación del servicio
entre ORANGE y la distribuidora, en la
cláusula relativa a la Protección de datos,
se establece que el distribuidor debe
excluir el tratamiento de datos de aquellas
personas que ejerzan el derecho de
cancelación u oposición ante ORANGE. 
En la fase de actuaciones previas, los
representantes de ORANGE, envían pruebas
de que el número de teléfono de la
denunciante se incorpora en el listado
Robinson el día 02/01/2018, el cual se
comunicó a AVILON, quién incumpliendo el
contrato realizó llamadas a la denunciante. 
La entidad denunciada alega que durante el
periodo de tiempo en el que se realizaron
las llamadas, se estaba llevando a cabo la
incorporación de un nuevo software
especializado, el cuál presentó fallos, que
permitió la comunicación al número de
teléfono de la denunciante, ya que no
estaba bloqueado. 
Finalmente, AVILON, fue sancionada por
una cantidad de 9.000 euros, después de
aplicar las reducciones por pago voluntario. 

SANCIONES DE LA AEPD 

Avilon Center sancionada por realizar llamadas comerciales 
sin autorización previa 



 

La consulta plantea si resulta conforme a la
normativa de protección de datos, que la
policía local en el ejercicio de funciones de
policía judicial y en casos excepcionales de
máxima urgencia, pueda tomar imágenes
con cualquier medio a su alcance, tanto
videocámaras domésticas y teléfonos
móviles. 

La captación de imágenes en vías públicas
por las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad se
rige por su legislación específica, la Ley
Orgánica 4/1997, de 4 de agosto, y en su
caso, lo que esté especialmente previsto en
el RGPD. 

Según su propia Ley Orgánica, la utilización
de videocámaras móviles en lugares
públicos tendrá que estar siempre
autorizado por el máximo responsable de
las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, salvo
en situaciones excepcionales de urgencia
máxima que deberá ser comunicado en un
plazo máximo de 72horas al responsable. 

En relación con la consulta planteada del
uso de videocámaras domésticas o
teléfonos móviles y en aplicación del RGPD,
debemos tener en cuenta la “seguridad del
tratamiento” y analizar el riesgo que la
utilización de ese activo puede ocasionar a
los interesados, especialmente la
posibilidad de acceso por terceros a los
datos en ellos almacenados, por ejemplo, si
se instalan aplicaciones en los teléfonos
móviles que requieran acceso a todos los
datos del mismo o copias en la nube de las
imágenes del teléfono. 

LA AEPD ACLARA 

Captación de imágenes por la policia local con
videocámaras domésticas y teléfonos móviles 

Página 3 LOPD EN LA EMPRESA

IMPORTANTE 

Teniendo en cuenta los riesgos 
señalados, el uso de cámaras o 
móviles personales de los agentes no 
garantizan la seguridad de los datos 
y por lo tanto no es compatible con 
sus funciones de policía judicial. 

RGPD-LOPD EN LA EMPRESA



(Madrid, 19 de diciembre de 2018). La Agencia Española de Protección de Datos (AEPD) ha 
publicado un informe en el que analiza el tratamiento de datos personales en relación con la 
Disposición final tercera de la Ley Orgánica 3/2018 de Protección de Datos Personales y garantía de 
los derechos digitales, que modifica la Ley Orgánica 5/1985 del Régimen Electoral General (LOREG) 
añadiendo el artículo 58 bis. Esta modificación fue introducida durante la tramitación parlamentaria 
de la LOPD y, al no encontrarse en el Proyecto de Ley remitido por el Gobierno, no fue objeto de 
informe preceptivo por parte de la Agencia. 

La AEPD considera que la modificación de la LOREG, que aborda el tratamiento de datos relativos a 
opiniones políticas por los partidos, debe ser objeto de una interpretación restrictiva, en primer lugar, 
porque se trata de una excepción a la regla general recogida en el artículo 9 del Reglamento General 
de Protección de Datos (RGPD) y en el 9.1 de la LOPD, que prohíbe el tratamiento de categorías 
especiales de datos personales −entre las que se encuentran las opiniones políticas−. Además, porque 
el artículo 58 bis debe ser interpretado conforme a lo establecido en la Constitución Española, de 
modo que no conculque derechos fundamentales como la protección de datos, el derecho a la libertad 
ideológica, la libertad de expresión e información o el derecho a la participación política. 

El informe recoge que los partidos políticos, federaciones, coaliciones y agrupaciones de electores 
sólo podrán tratar opiniones políticas cuando estas hayan sido libremente expresadas por las personas 
en el ejercicio de su derecho a la libertad de expresión y a su libertad ideológica. Este precepto no 
ampara aplicar tecnologías de big data o inteligencia artificial para inferir la ideología política de una 
persona, ya que esto supondría una vulneración de su derecho fundamental a no declarar su ideología. 

En cuanto a la ausencia de definición en la Ley Orgánica 3/2018 de “fuentes de acceso público”, la 
Agencia considera que puede seguir aplicándose como criterio interpretativo la derogada LOPD 
15/1999 pero, en cualquier caso, debe tratarse de webs y fuentes en las que la consulta la pueda 
realizar cualquier persona, lo que excluiría aquellas en las que el acceso está restringido a un círculo 
determinado, ya sea como “amigo” u otro concepto similar. 

Informe sobre el tratamiento de datos 
relativos a opiniones políticas por los 
partidos 
Fuente: AEPD 

ACTUALIDAD LOPD 
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Puede ver más información en el siguiente enlace: 

Informe sobre el tratamiento de datos relativos a opiniones políticas por los partidos 



 

IMPORTANTE 

Si la configuración del sistema no 
permite el bloqueo o supone un 
esfuerzo excesivo, se puede 
realizar un copiado seguro de la 
información, que acredite la 
autenticidad, la fecha del bloqueo 
y la no manipulación de los datos 
durante el bloqueo 

EL PROFESIONAL RESPONDE 
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¿En que consiste la orden de bloqueo a la que está obligado
el responsable, según la nueva LOPDYGDD? 
Con la entrada en vigor de la nueva Ley
Orgánica 3/2018 de 5 de diciembre, de
Protección de Datos Personales y garantía
de los derechos digitales, en adelante
(LOPDYGDD), se regulan nuevos contenidos
que el RGPD no contempla, como es el caso
de la orden de bloqueo de datos, art.32
LOPDYGDD. 

Lo que implica esta orden de bloqueo en
primer lugar, es que el responsable del
tratamiento tiene obligación de dejar
bloqueados los datos cuando lleve a cabo
su rectificación o supresión. 

¿En qué consiste ese bloqueo de los datos?:
es la identificación y reserva de los
mismos, adoptando las medidas técnicas y
organizativas adecuadas que impidan su
tratamiento, incluyendo su visualización. 

Una vez que se han bloqueado, no se
podrán tratar para ninguna finalidad salvo,
la puesta a disposición de los datos a
jueces y tribunales, el Ministerio Fiscal o las
Administraciones Públicas competentes, en
particular a las autoridades de protección
de datos, para la exigencia de
responsabilidades. Transcurrido el plazo de
prescripción se procederá a su destrucción. 

La AEPD y las autoridades autonómicas de
protección de datos fijarán excepciones
según la naturaleza de los datos o número
elevado de afectados, en que el bloqueo
genere un riesgo elevado o pudiera implicar
un coste desproporcionado para el
responsable. 
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 El principio de 

responsabilidad proactiva 
El responsable del tratamiento tiene que
cumplir con lo dispuesto en la normativa de
protección de datos de una forma
consciente y activa, es decir, aplicando el 
principio de responsabilidad proactiva que
se recoge en el art.5.2 del RGPD. 
Con la incorporación de este principio se
pretende que, tanto el responsable como el
encargado, no solamente no incumplan la
normativa, sino que, al contrario, éstos
deben aplicar las medidas más oportunas y
eficaces para el tratamiento y, que además
sean capaz de demostrarlas. 
Lo que podemos hacer como responsables
y encargados de tratamiento para
demostrar la conformidad y cumplimiento
del RGPD es seguir las líneas de actuación
que nos marca el RGPD y la LOPDPGDD: 
1º Mantener un Registro de actividades de 
tratamiento. 
2º Proteger los datos desde el diseño y por
defecto; reduciendo al máximo el
tratamiento de los datos personales. 
3º Analizar los riesgos para aplicar medidas
técnicas y organizativas eficaces. 
4º Realizar Evaluaciones de impacto. 
5º Notificar Violaciones de seguridad de los
datos. 
6º Nombrar Delegados de protección de
datos. 

Contenido 
1. El principio de responsabilidad proactiva.
2. La entidad CRUZ ROJA ESPAÑOLA sancionada por no cumplir

las medidas de seguridad.
3. Videovigilancia y servidumbres de paso de fincas

colindantes.
4. La AEPD publica un estudio sobre cómo la huella digital de

los dispositivos afecta a la privacidad de los ciudadanos.
5. ¿Que ocurriría si no llevo a cabo un análisis de riesgos

adecuado para implantar las medidas más eficaces?

EL RGPD UE 2016/679 EN APLICACIÓN

IMPORTANTE 

Los Estados miembros, las autoridades de 
control, el Comité y la Comisión 
promoverán mecanismos de certificación, 
sellos y marcas de protección de datos, a 
los que responsables y encargados podrán 
adherirse para demostrar su cumplimiento. 



Se deben tratar los datos para que se 
garantice una seguridad adecuada de 
los mismos, evitando su uso no 
autorizado o ilícito tanto de forma 
intencionada como accidental. 
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En el procedimiento sancionador
PS/00537/2017 instruido por la Agencia
Española de Protección de datos, se
acuerda sancionar a la entidad CRUZ ROJA
por incumplimiento del artículo 9.1 de la
Ley Orgánica de Protección de datos 1999,
en el que se dice que:  “El responsable del
fichero, y, en su caso, el encargado del
tratamiento, deberán adoptar las medidas
de índole técnica y organizativas necesarias
que garanticen la seguridad de los datos de
carácter personal y eviten su alteración,
pérdida, tratamiento o acceso no
autorizado (...)." 
La denunciante expone que, accediendo a
la web***URL.1 y tecleando un nombre al
azar en el buscador de la parte superior
derecha, el sistema refleja nombres y
apellidos de la base de datos, incluso, en
algunos casos, sin necesidad de estar
autenticado. Además, cuando se incluye un
nombre y apellidos, salen los e-mails de las
personas referidas. Se aporta como prueba
la impresión de pantalla en la que se
reflejan 3 resultados de personas que
incluyen tales términos. 
Los servicios de inspección de la Agencia,
en fase de actuaciones previas, verifican la
falta de confidencialidad de la página web,
instando a la entidad a que actúe para
subsanar el error técnico. La empresa
informática que lleva el mantenimiento de
la web procede a darle solución en un plazo
de dos días. 
La AEPD finalmente cuantificó la sanción en
la cantidad de 4.500 euros. 

SANCIONES DE LA AEPD 

IMPORTANTE 

Art.72.1.a de la LOPDPGDD: Vulnerar 
el principio de integridad y 
confidencialidad de la información 
supone una Infracción muy grave. 

La entidad CRUZ ROJA ESPAÑOLA sancionada por no cumplir 
las medidas de seguridad 



 

El gabinete jurídico ha resuelto la consulta
de un ciudadano, planteada al respecto de la
instalación en un inmueble de dos cámaras
de videovigilancia, éstas captaban las
imágenes en la zona de su patio donde se
encuentra la servidumbre de paso a favor de
los titulares de la finca colindante. 

El hecho de la colocación de las cámaras ha
supuesto muchos enfrentamientos entre los
vecinos. Por lo que, con la consulta, se
pretende conocer si se está vulnerando o no
el derecho a la protección de la imagen. 

El consultante adjunta los planos de
ubicación de la vivienda y de las cámaras,
limitadas a la zona de servidumbre de paso. 

El tratamiento de los datos de esas
imágenes no se encuentra excluido del
ámbito de aplicación del RGPD, ya que las
videocámaras se sitúan en un lugar por el
que pueden pasar no solamente los titulares
de la vivienda, sino también los titulares de
la finca colindante. Por otro lado, las
cámaras son conforme al RGPD puesto que
la finalidad legítima de su instalación sería
la seguridad del inmueble. 

Al propietario de la vivienda, según lo
dispuesto en el Código Civil, la servidumbre
de paso no puede suponerle un menoscabo
de sus derechos, por lo que está legitimado
a su colocación, sin necesidad de recabar el
consentimiento de terceros, cumpliendo con
los demás requisitos que le exige la
normativa. 

LA AEPD ACLARA 

Videovigilancia y servidumbres de paso en fincas
colindantes 
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IMPORTANTE 

El responsable siempre tiene que 
cumplir con el principio de 
transparencia de la información y el 
derecho a informar al interesado y 
además ser capaz de demostrarlo. 



(Madrid, 7 de febrero de 2019). La Agencia Española de Protección de Datos (AEPD) ha publicado 
el estudio ‘Fingerprinting o huella digital del dispositivo’, un documento que analiza esta técnica de 
identificación y rastreo de los usuarios a través de sus dispositivos. Para su realización la Agencia ha 
analizado más de 14.000 páginas web dirigidas al público español, describiendo las técnicas más 
utilizadas para realizar ese perfilado. El estudio también incluye las medidas que pueden poner en 
marcha los usuarios para tratar de evitar este tipo de seguimiento y una serie de recomendaciones a la 
industria, tanto a los fabricantes y desarrolladores como a las compañías que explotan datos obtenidos 
a partir de la huella de los dispositivos. 

La huella digital del dispositivo es un conjunto de datos extraídos del dispositivo del usuario que 
permiten individualizar de forma unívoca dicho terminal. Dado que lo habitual es que las personas no 
compartan sus equipos, individualizar el terminal supone individualizar a la persona que lo utiliza y, 
en consecuencia, poder realizar un perfil de la misma. El perfilado no se limita a recopilar y analizar 
los hábitos de navegación o las búsquedas que realiza, sino a extraer geolocalización, datos de 
configuración del sistema y las aplicaciones, programas instalados, movimientos del ratón, etc. La 
combinación de esta y otra información detallada en el estudio permite confeccionar una huella digital 
única del dispositivo que lo singulariza y, por lo tanto, diferencia de forma unívoca a cada usuario en 
internet. 

El estudio afirma, entre otras conclusiones, que con mucha frecuencia se emplean estas técnicas para 
recoger datos del equipo del usuario sin ofrecerle información y sin solicitarle su consentimiento, y 
que el conjunto de datos recabados puede ser tan extenso, o enriquecerse de tal forma, que puede 
llegar a recoger incluso categorías especiales de datos. El documento añade que, en la mayoría de los 
casos, al usuario no se le proporcionan herramientas para poder evitar de forma efectiva la recogida de 
datos y no se le ofrecen medios para ejercer los derechos establecidos en el RGPD cuando se recogen 
o asocian a datos personales.

 
 ACTUALIDAD LOPD 
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Puede ver más información en el siguiente enlace: 

Estudio Fingerprinting o huella digital del dispositivo. 

La AEPD publica un estudio sobre cómo la 
huella digital de los dispositivos afecta a 
la privacidad de los ciudadanos 

Fuente: AEPD 



 EL PROFESIONAL RESPONDE 

IMPORTANTE 

El tratamiento de datos personales 
sin realizar una previa valoración de 
los riesgos es una infracción grave, 
por eso el responsable y encargado 
deben calcularlo: 
Nivel de Riesgo= Probabilidad X 
Impacto.
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¿Que ocurriría si no llevo a cabo un análisis de riesgos
adecuado para implantar las medidas más eficaces? 
La respuesta a esta pregunta la
encontramos en la recién publicada
LOPDPGDD en su art.73 que regula como
infracciones graves, entre otras: 

-El tratamiento de los datos personales sin
tener en cuenta, los mayores riesgos que
podrían producirse, cuando por ejemplo
implique evaluación de aspectos personales
o los datos sean objeto de transferencia a
terceros países sin nivel de protección. 

-Falta de adopción de medidas técnicas y
organizativas que garanticen que solo se
tratarán los datos personales necesarios
para los fines específicos. 

-No adoptar aquellas medidas que resulten
adecuadas para garantizar el nivel
adecuado de seguridad, teniendo en cuenta
el estado de la técnica, los costes de
aplicación, y la naturaleza, el alcance, el
contexto y los fines del tratamiento, así
como los riesgos de probabilidad y
gravedad variables. 

Para realizar un análisis adecuado de
riesgos y así, aplicar las medidas exigidas
por la normativa tenemos que identificar
todos los activos involucrados en el
tratamiento, analizando las amenazas y
vulnerabilidades, estimando el impacto que
causaría aplicando los factores asociados a
riesgos para los derechos y libertades del
interesado, evaluando la probabilidad de
que se materialicen las amenazas
identificadas y decidiendo qué riesgos
gestionamos y que medidas aplicamos. 
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El tratamiento en el ámbito 
laboral I 

Contenido 
1. El tratamiento en el ámbito laboral I.
2. El Hospital Universitario insular de Canarias es sancionado

por no atender debidamente un derecho de acceso.
3. ¿Es incompatible se DPO/DPD y responsible de seguridad de

la información según el Esquema nacional de seguridad?
4. Publicación de la circular sobre el tratamiento de datos

personales relativos a opiniones políticas por los partidos.
5. ¿Qué datos puede comunicar una empresa subcontratada a

la empresa principal conforme a la normativa?

EL RGPD UE 2016/679 EN APLICACIÓN

Según nos dice el contenido del art.88 del
RGPD: “Los Estados miembros podrán, a
través de disposiciones legislativas o
convenios colectivos, establecer normas
más especificas para garantizar la
protección de los derechos y libertades en
relación con el tratamiento de datos
personales de los trabajadores en el ámbito
laboral”. Este artículo se materializa en la
normativa española en la LOPDPGDD con la
regulación del tratamiento en el Título X,
denominado garantía de los derechos
digitales. 
Los derechos a los que se hacen referencia
en la LOPDPGDD que garantizan la
protección de los derechos y libertades de
los trabajadores son los siguientes: 
1ºDerecho a la intimidad y uso de
dispositivos digitales en el ámbito laboral. 
2ºDerecho a la desconexión digital en el
ámbito laboral. 
3º Derecho a la intimidad frente al uso de
dispositivos de videovigilancia y de
grabación de sonidos en el lugar de
trabajo. 
4º Derecho a la intimidad ante la utilización
de sistemas de geolocalización en el
ámbito laboral. 
5º Derechos digitales en la negociación
colectiva. 

IMPORTANTE 

“Las leyes y convenios colectivos 
incluirán medidas adecuadas y 
especificas para preservar la 
dignidad humana de los 
interesados prestando especial 
atención a la transparencia del 
tratamiento”. 



En la nueva LOPDPGDD se considera una 
infracción muy grave la no atender de 
forma reiterada el ejercicio del derecho 
de acceso por parte del responsable del 
tratamiento. 
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En este procedimiento de apercibimiento, la
directora de la Agencia Española de
Protección de Datos estimó la reclamación
de D.AAA y solicitó, en la misma, que el
Hospital Universitario Insular debía facilitar
el derecho de acceso al historial clínico en
el plazo de 10 días hábiles siguientes a la
notificación, en caso de no hacerlo
supondría una infracción grave de la LOPD. 
Con fecha 16 de enero de 2018, la AEPD
recibe un escrito del reclamante de la tutela
indicando que el Servicio Canario de Salud
no le ha hecho llegar la documentación
solicitada. 
La AEPD le comunica al Hospital Insular que
presente las alegaciones oportunas, en
caso contrario se abrirá un procedimiento
de declaración de infracción del art. 15 de
la LOPD “el derecho de acceso”. El Hospital
alega que al reclamante de la tutela le ha
hecho entrega del historial clínico que
consta en su base de datos, ya que el resto
de la documentación del paciente se
encuentra en la Clínica Privada San Roque
de Meloneras, donde tuvo lugar la
intervención. Luego sí que es cierto que el
Centro concertado genera una historia
clínica propia y por ello es responsable del
tratamiento, pero ese historial pertenece al
paciente del Hospital Insular, el cual es
sancionado por no tenerlo custodiado y no
cumplir con el criterio de unidad y de
integración, tal y como regula el art.15 de
la Ley 41/2002 de 14 de noviembre,
reguladora de la autonomía del Paciente y
Derechos y Obligaciones.

SANCIONES DE LA AEPD 

IMPORTANTE 

El responsable debe atender el
derecho de acceso y dar respuesta al
interesado, independientemente de
que esté tratando, o no, sus datos
personales 

El Hospital Universitario insular de Canarias es sancionado
por no atender debidamente un derecho de acceso 



LA AEPD ACLARA 

El Gabinete Jurídico de la AEPD ha emitido
un informe para dar respuesta a la posible
incompatibilidad entre el DPO/DPD y el
responsable de seguridad de la información. 

El DPO/DPD es esencial en el nuevo modelo
de protección establecido en el RGPD. Sus
funciones principales serán las de asesorar y
supervisar las actividades de tratamiento de
los responsables o encargados, también nos
dice el informe que el DPO/DPD podrá
formar parte de la plantilla de la entidad o
bien desempeñar sus funciones en virtud de
un contrato de servicios. El responsable y
encargado garantizarán que el puesto de
DPO/DPD no dé lugar a conflictos de
intereses. 

El responsable de seguridad de la
información, según el Real Decreto que
regula el Esquema Nacional de Seguridad, se
diferenciará del responsable de la
información y del responsable del servicio,
pudiendo recibir órdenes de éstos últimos,
mientras que el DPO/DPD es una figura
completamente independiente y no se le
podrán dar instrucciones en el ejercicio de
sus funciones. Este es uno de los criterios
del Gabinete Jurídico para determinar que
ambas figuras son incompatibles y que
deberían ser desarrolladas por personas
diferentes. 

Termina el informe diciendo que, aunque
formalmente nada lo impide, sería lo
recomendable según el Centro Criptológico
Nacional. 

¿Es incompatible ser DPO/DPD y responsable de seguridad
de la información según el Esquema nacional de seguridad? 
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IMPORTANTE 

Excepcionalmente en aquella
organización que por su tamaño y
recursos no pueda aplicar la
separación de cargos, se admitiría
que una sola persona ocupe
ambos cargos, adoptando medidas
organizativas adecuadas. 



 ACTUALIDAD LOPD 
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Fuente: AEPD 

Publicación de la circular sobre el 
tratamiento datos personales relativos a 
opiniones políticas por los partidos 

(Madrid, 11 de marzo de 2019). El Boletín Oficial del Estado ha publicado la Circular de la Agencia 
Española de Protección de Datos (AEPD) sobre el tratamiento de datos personales relativos a 
opiniones políticas y envío de propaganda electoral por medios electrónicos o sistemas de mensajería 
por parte de partidos políticos, federaciones, coaliciones y agrupaciones de electores. La Circular, que 
da continuidad al informe que la Agencia publicó el pasado diciembre, está compuesta por una parte 
expositiva, once artículos, una disposición transitoria y una disposición final. 

El texto fija los criterios conforme a los que va a actuar la Agencia en la aplicación de la normativa de 
protección de datos respecto al tratamiento relativo a opiniones políticas por los partidos al amparo del 
artículo 58 bis de la LOREG, con el marco del Reglamento General de Protección de Datos (RGPD) y 
conforme a lo establecido en la Constitución Española, de modo que no conculque derechos 
fundamentales, como el derecho a la protección de datos de carácter personal reconocido en el artículo 
18.4, el derecho a la libertad ideológica del artículo 16, la libertad de expresión e información del 
artículo 20 o el derecho a la participación política del artículo 23. En consecuencia, la AEPD mantiene 
en la Circular su interpretación restrictiva de la modificación de la LOREG. 

La Circular se publica una vez finalizado el trámite de audiencia en el que la Agencia ha recabado la 
opinión de los interesados tras la aprobación de la modificación de la Ley Orgánica del Régimen 
Electoral General (LOREG) que añade el artículo 58 bis. La Memoria de Análisis de Impacto 
Normativo recoge un resumen de las aportaciones realizadas. 

El texto mantiene en su artículo 5 que sólo podrán recopilarse las opiniones políticas que hayan sido 
libremente expresadas por ellas mismas en el ejercicio de sus derechos a la libertad ideológica y a la 
libertad de expresión reconocidos en los artículos 16 y 20 de la Constitución Española y que, en 
ningún caso, podrán tratarse otro tipo de datos personales a partir de los que, aplicando tecnologías 
como las de tratamiento masivo de datos o las de inteligencia artificial, se puede llegar a inferir la 
ideología política de una persona. Las únicas fuentes de las que se pueden obtener los datos personales 
sobre opiniones políticas son las webs y otras fuentes que sean de acceso público, entendiendo como 
tales aquellas cuya consulta puede ser realizada por cualquier persona quedando excluidas las fuentes 
en las que el acceso esté restringido a un círculo determinado de personas. 

Puede ver más información en el siguiente enlace: 

Circular sobre el tratamiento de datos personales relativos a opiniones políticas por los 
partidos



EL PROFESIONAL RESPONDE 
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¿Qué datos puede comunicar una empresa subcontratada a 
la empresa principal conforme a la normativa? 
En primer lugar, tenemos que hacer
referencia al tipo de documentos que se
ceden entre la empresa subcontratada y la
empresa principal, tales como, las nóminas
de los salarios y el TC2, que contiene la
relación nominal de los trabajadores con su
base de cotización. 
Estos documentos tienen datos de salud y
también datos relativos a la afiliación
salarial del personal, siendo este último
necesario para que el empresario deduzca
en la nómina la cuota sindical del
trabajador. La legitimación para su
tratamiento no será la ejecución de un
contrato o el consentimiento, tal y como
nos dice el art.6 del RGPD, sino que,  al
tratarse de categorías especiales de datos
personales, tenemos que aplicar la base
reguladora que se recoge en el art.9.2b del
RGPD, el cual nos indica  que el tratamiento
de los datos de categorías especiales es
necesario para el cumplimiento de una
obligación legal y el ejercicio de los
derechos del responsable en el ámbito del
Derecho laboral y  de la seguridad y
protección social. 
El contratista principal tiene la obligación
legal de pagar las nóminas y hacer frente a
las responsabilidades de la Seguridad
Social, mientras dure el periodo de vigencia
de la contrata, respondiendo
solidariamente junto con la empresa
subcontratada, por ello, la cesión de los
TC2 y nóminas está amparada en esa
obligación legal impuesta en el Estatuto de
los trabajadores. 

IMPORTANTE 

El contratista solamente debería
acceder a los datos de los
trabajadores subcontratados y no
a todo el personal que forma parte
de la empresa subcontratada. 



El Derecho a la intimidad y uso de
dispositivos digitales en el ámbito laboral. 
Éste es uno de los derechos digitales que
ha venido a regular la nueva LOPDPGDD en
el ámbito laboral, a través del cual, se
pretende proteger la intimidad de los
trabajadores y empleados públicos en el
uso de los dispositivos digitales que pone a
su disposición el empleador. 
En este sentido el art.87 de la LOPDPGDD
permite al empresario acceder a los
contenidos que se derivan del uso de esos
medios digitales que facilita a su personal.
Lo que cabría preguntarse es ¿cuál es la
finalidad de ese acceso? La respuesta la
encontramos en el propio artículo, “a los
solo efectos de controlar el cumplimiento
de las obligaciones laborales o estatutarias
y de garantizar la integridad de dichos
dispositivos”. 
Por tanto, se deberán establecer, los
criterios para su utilización respetando los
estándares mínimos de protección de la
intimidad. Para la elaboración de estas
políticas de usos de dispositivos digitales
en el ámbito laboral, deberán participar los
representantes de los trabajadores,
además, el personal tiene que ser
informado de una forma expresa, clara y
concisa. 

IMPORTANTE 

Cuando el acceso al contenido de 
los dispositivos digitales, se haga 
en aquellos que se ha permitido, 
un uso con fines privados, se 
deberá especificar los periodos en 
que el dispositivo pueda ser 
utilizado con dichos fines. 

El tratamiento en el ámbito 
laboral II 

Contenido 
1. El tratamiento en el ámbito laboral II. 
2. Acciona Airport Service es sancionado por ceder datos 

excesivos de sus trabajadores a la Comisión Negociadora. 
3. ¿Se pueden grabar las imágenes de los alumnos durante la 

realización de exámenes en las aulas de una Universidad? 
4. ¿Para qué puede ser útil al ciudadano el registro de 

Delegados de Protección de Datos?  
5. ¿Todos los centros docentes tienen que nombrar un 

DPD/DPO? 
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El principio de minimización de datos 
viene regulado en el art.5 del RGPD, el 
cual nos dice que los datos han de ser 
adecuados, pertinentes y limitados a lo 
necesario para los fines. 
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En el procedimiento sancionador
https://www.aepd.es/resoluciones/PS-
00072-2018_ORI.pdf , instruido por la
AEPD, sanciona con 15.000 euros, a la
entidad Acciona Airport Services S.A.U. (en
adelante ACCIONA), por haber cedido datos
personales de sus trabajadores,
considerados  excesivos, en la negociación
del expediente de regulación temporal de
empleo a la Comisión Negociadora. 
Los denunciantes, que son los miembros
del  Comité de Empresa de ACCIONA y sus
delegados sindicales, presentaron una
demanda ante la Agencia, aportando como
pruebas los documentos que se habían
entregado a la Comisión Negociadora del
expediente de regulación, los cuáles
contenían, el DNI/NIF, dirección postal
personal, N.º de cuenta bancaria, N.º de
afiliación a la seguridad social, fecha de
nacimiento, departamento, tipo de
contrato, categoría profesional,
representante legal, sexo y salario anual,
alegando que eran datos excesivos, ya que
no se trataba de un expediente de
regulación por causas económicas. 
La entidad, en su contestación, dispone que
la cesión de los datos se realizó en virtud
del art.47 del Estatuto de los trabajadores,
relativo a suspensión del contrato (…) y por
lo tanto los cedió en cumplimiento de una
obligación legal. 
La AEPD, en su resolución, declara que se
ha incurrido en una infracción grave, los
datos personales tratados, fueron excesivos
y no adecuados. 

SANCIONES DE LA AEPD 

IMPORTANTE 

En la LOPDPGDD se considera una
infracción muy grave el tratamiento 
de los datos personales vulnerando 
los principios y garantías del art.5
del RGPD. 

Acciona Airport Services es sancionado por ceder datos
excesivos de sus trabajadores a la Comisión Negociadora 



La consulta planteada a la AEPD, queda 
resuelta en el informe: 
https://www.aepd.es/informes/historicos/2
017-0186.pdf. 
La finalidad que pretende la Universidad con
la instalación de las cámaras es la de
disuadir a los estudiantes de que cometan
actuaciones fraudulentas durante la
realización de los exámenes y si se
produjeran, sirvan como medio de prueba,
en principio podría parecer que está
legitimada, en su propia normativa, puesto
que la grabación de imágenes se podría
utilizar como un acto necesario para el
seguimiento y evaluación de los estudiantes. 
La AEPD responde que, teniendo en cuenta
que la imagen de una persona es un dato
personal y que por lo tanto hay que proteger
el derecho a la intimidad de los alumnos, la
medida se consideraría desproporcionada,
puesto que no cumpliría los criterios de
proporcionalidad a los que hace referencia
la Instrucción 1/2006 sobre el tratamiento
de datos personales con fines de vigilancia a
través de sistemas de cámaras y
videocámaras. Así, para comprobar si una
medida considerada restrictiva de la
intimidad del interesado supera el juicio de
proporcionalidad, tendrá que cumplir los
siguientes requisitos: 

- Consigue el objetivo propuesto 
- Es necesaria y no existe otra más

moderada. 
- Ofrece más beneficios para el interés

general que desventajas. 

¿Se pueden grabar las imágenes de los alumnos durante la 
realización de exámenes en las aulas de una Universidad? 

IMPORTANTE 

Siempre que se vaya a incorporar 
una medida restrictiva de algún 
derecho fundamental tendrá que 
superar el juicio de 
proporcionalidad. 

LA AEPD ACLARA 
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Su objetivo es facilitar a los ciudadanos el acceso a las empresas u organismos para todas aquellas 
cuestiones y reclamaciones que tengan que ver con la protección de sus datos. 

Supongamos que una persona quiere oponerse a que una empresa continúe enviándole publicidad. 
¿Qué debe hacer, dónde debe dirigirse? En esta infografía te contamos los pasos básicos que debes 
dar si no quieres seguir recibiendo publicidad. Pero, cuando se trata de dirigirse a la empresa u 
organismo que está tratando tus datos para ejercer los derechos que establece la normativa de 
protección de datos o para plantearle una queja o una reclamación, ¿a quién debes dirigirte? Al 
Delegado de Protección de Datos (DPD) si tiene obligación de designarlo o, si no la tiene, si 
voluntariamente lo ha designado. Para localizarlo, puede resultar de gran utilidad el Registro de 
Delegados de Protección de Datos ya que, con sólo conocer el organismo o empresa a la que 
quieras dirigirte, te ofrece la información necesaria para que puedas ponerte en contacto con él.    

El Delegado de Protección de Datos es una figura clave para ayudar a las organizaciones y 
empresas a cumplir con el Reglamento General de Protección de Datos (RGPD), además de ser su 
interlocutor con los ciudadanos en todas las cuestiones relacionadas con la protección de 
datos, incluyendo las reclamaciones. Conforme al RGPD, contar con un delegado de protección 
de datos es obligatorio para organismos y autoridades públicas, así como para aquellas entidades 
que realicen tratamientos de datos que requieran una observación sistemática a gran escala o 
tratamientos masivos de categorías especiales de datos y, en todo caso, para las entidades recogidas 
en el artículo 34.1 de la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos 
Personales y garantía de los derechos digitales. Además, las empresas que no están obligadas a 
tener un DPD pueden también designarlo voluntariamente. 

El Reglamento General de Protección de Datos recoge que los responsables o encargados del 
tratamiento deben publicar los datos de contacto de los DPD y comunicar esa designación a la 
autoridad de control correspondiente, en este caso, a la Agencia Española de Protección de Datos. 
En la actualidad, casi 25.000 responsables (tanto organismos públicos como entidades privadas) 
han notificado a la Agencia los datos de contacto de su Delegado de Protección de Datos. 

El Registro de Delegados de Protección de Datos, que se actualiza diariamente, se encuentra 
disponible para todas aquellas personas que estén interesadas en conocer los datos de contacto del 
DPD de una empresa o institución. Te recordamos que para ejercitar tus derechos o presentar una 
reclamación ante una entidad puedes buscar el contacto introduciendo el nombre o NIF de la 
organización. 

Puede ver más información en el siguiente enlace: 

Comunicación del Delegado de Protección de datos 

https://sedeagpd.gob.es/sede-electronica-
web/vistas/formDelegadoProteccionDatos/procedimientoDelegadoProteccion.jsf 
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Fuente: AEPD  https://www.aepd.es/blog/2019-02-22.html 

¿Para qué puede ser útil al ciudadano el 
registro de Delegados de Protección de 
Datos? 

RGPD-LOPD EN LA EMPRESA

ACTUALIDAD LOPD 
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¿Todos los centros docentes tienen que nombrar a un 
DPD/DPO? 
Siguiendo lo dispuesto en el art.34 de la
LOPDPGDD, que regula las entidades que
deberán nombrar a un delegado de
protección de datos, entre otros supuestos,
hace referencia a: “los centros docentes
que ofrezcan enseñanzas en cualquiera de
los niveles establecidos en la legislación
reguladora del derecho a la educación, así
como las Universidades públicas y
privadas”. 
A la respuesta de si todos los centros
docentes tienen que nombrar un DPD/DPO,
será afirmativa, siempre y cuando en ellos
se ofrezcan las siguientes enseñanzas, tal y
como dispone su propia normativa en la
Ley Orgánica 2/2006, de 3 de mayo, de
Educación, en su disposición adicional 16ª 
Denominación de las etapas educativas: 
a) Educación infantil.
b) Educación primaria.
c) Educación secundaria obligatoria.
d) Bachillerato.
e) Formación profesional.
f) Enseñanzas de idiomas.
g) Enseñanzas artísticas y

Enseñanzas deportivas.
i) Educación de personas adultas.
j) Enseñanza universitaria.
El artículo no hace distinción entre centros
privados o docentes, por lo que se entiende
que engloba a los dos supuestos, los que
no estarían obligados a nombrar un
DPO/DPD, por ejemplo, serán las
academias que imparten algún tipo de
formación. 

IMPORTANTE 

Cuando el DPO/DPD forma parte
de la entidad, no podrá ser
removido ni sancionado por el
responsable o encargado, salvo 
que, incurra en dolo o negligencia
grave. 
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La LOPDPGDD en su Título X Garantía de
derechos digitales, reconoce y garantiza,
entre otros, el derecho a la intimidad en el
uso de dispositivos de videovigilancia y
grabación de sonidos, así como, el derecho
a la intimidad ante la utilización de
sistemas de geolocalización en el ámbito
laboral según se recoge en los artículos 89
y 90 de la LOPDPGDD respectivamente. 
En ambos casos, el empresario puede tratar
las imágenes obtenidas a través de cámaras
y videocámaras, así como de los sistemas
de geolocalización para el control de los
trabajadores o empleados públicos, pues
está amparado en el artículo 20.3 del
Estatuto de los trabajadores, siempre y
cuando se realicen dentro del marco legal y
con los límites inherentes al mismo. 
Antes de implantar esos sistemas y poder
acceder a los datos obtenidos a través de
los mismos, se tiene que informar con
carácter previo, y de forma expresa, clara y
concisa, a los trabajadores o los empleados
públicos y, en su caso, a sus
representantes, no pudiendo los
trabajadores negarse a su uso, ya que la
legitimación del tratamiento de los datos,
no viene dado por el consentimiento del
trabajador, sino por el interés legítimo del
empleador para verificar el cumplimiento
de las obligaciones laborales. 

El tratamiento en el ámbito 
laboral III 

Contenido 
1. El tratamiento en el ámbito laboral III. 
2. Vodafone España, S.A.U., obligada a pagar una cuantiosa 

multa económica por vulnerar el principio de exactitud. 
3. ¿Son legales las cámaras instaladas en el exterior de los 

vehículos según el RGPD? 
4. La AEPD publica el listado de tratamientos en los que es 

obligatorio realizar una evaluación de impacto.  
5. ¿La AEPD admite todas las reclamaciones de los afectados 

en material de protección de datos? 

EL RGPD UE 2016/679 EN APLICACIÓN 

IMPORTANTE 

La entidad tiene que 
garantizar el derecho a la 
intimidad del trabajador 
aplicando medidas técnicas y 
organizativas adecuadas. 



El tratamiento de datos personales 
vulnerando los principios y garantías 
establecidos en el art.5 del RGPD, se 
consideran infracciones muy graves y 
prescriben a los tres años. 

La conducta imputable a VODAFONE 
ESPAÑA, S.A.U, se describe en el 
procedimiento sancionador, 
https://www.aepd.es/resoluciones/PS-
00411-2018_ORI.pdf. 
El reclamante manifiesta que en la fecha de
04/06/2015, solicitó el derecho de
cancelación de sus datos a VODAFONE,
recibiendo una carta por parte de la entidad
en la que se le comunicaba que se había
procedido a la cancelación, pese a ese
escrito, el reclamante siguió recibiendo SMS
de la entidad, más de 200, inclusive
durante todo el año 2018. 
La AEPD sanciona a VODAFONE por
vulnerar el principio de exactitud de los
datos, pues no solamente no se canceló,
sino que siguió utilizando dicho número
para la realización de pruebas de distinta
naturaleza, cómo verificar la calidad del
proceso, dentro de los servicios de la
Tienda Online de VODAFONE. 
Se presenta un escrito de reclamación ante
la AEPD, el día 23/04/2018, cuando aún no
había entrado en aplicación el RGPD, pero
como la infracción del uso indebido de los
datos por parte de VODAFONE continuó en
el tiempo, el reclamante hizo llegar otra
reclamación el 25/09/2018 por lo que ya
se aplica la norma europea. La cuantía
económica alcanzaba los 45.000 euros.
Descontando las reducciones contempladas
en el RGPD, entre ellas la de pronto pago,
finalmente la multa económica ascendió a
27.000 euros. 

SANCIONES DE LA AEPD 

IMPORTANTE 

El principio de exactitud de datos
se recoge en el art.5.1.d del
RGPD, los datos han de ser
exactos, actualizados y se
suprimirán o rectificarán en caso
de ser inexactos. 

Vodafone España, S.A.U., obligada a pagar una cuantiosa
multa económica por vulnerar el principio de exactitud 
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La AEPD ha dado respuesta en la consulta 
que plantea la instalación de cámaras on 
board en los vehículos conforme al RGPD 
https://www.aepd.es/media/informes/infor
me-juridico-rgpd-camaras-on-board.pdf 
Teniendo en cuenta que, al igual que
cualquier otra información, la imagen es un
dato personal, que permite determinar,
directa o indirectamente, la identidad de una
persona física, la captación de las imágenes
y en su caso, grabación constituye un
ámbito de aplicación del RGPD. 
Partiendo de que, en este caso, el
tratamiento de las imágenes obtenidas con
las cámaras on board, estaría legitimado en
el interés legítimo del responsable, en
concreto a la tutela judicial efectiva, y con la
finalidad de obtener pruebas para denunciar
infracciones de tráfico, se tendrá que
realizar la regla de ponderación, y que el
interés legítimo perseguido por el
responsable no prevalezca sobre el interés o
los derechos y libertades fundamentales del
interesado. 
En el caso de la consulta, la AEPD consideró
desfavorable la incorporación de las
cámaras, ya que no se habían determinado
cuáles eran los sistemas que garantizarían la
protección de los datos personales, sin
embargo, en otro informe la AEPD lo estimó
favorable, ya que el fabricante garantizaba
que el sistema de grabación solo se activaba
en caso de producirse un evento de
accidente o situación de peligro y que la
recuperación de las grabaciones se limitaba
a un periodo máximo de 20 segundos
anteriores y posteriores al evento.  

¿Son legales las cámaras instaladas en el exterior de los
vehículos según el RGPD? 

IMPORTANTE 

Al instalar sistemas de
videovigilancia, el principio de
minimización de datos se
considera fundamental para
que la instalación de las
cámaras sea adecuada al RGPD. 
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LA AEPD ACLARA 



(Madrid, 6 de mayo de 2019). La Agencia Española de Protección de Datos (AEPD) ha publicado el 
listado de tratamientos de datos personales en los que es obligatoria la realización de una evaluación
de impacto. El Reglamento General de Protección de Datos (RGPD) establece en su artículo 35.1 que
las organizaciones que tratan datos tienen obligación de realizar una Evaluación de Impacto relativa a
la Protección de Datos (EIPD) con anterioridad a la puesta en funcionamiento de dichos tratamientos
cuando sea probable que, en función de su naturaleza, alcance, contexto o fines, entrañen un alto
riesgo para los derechos y libertades de las personas. 

Por otro lado, el apartado 4 de ese mismo artículo prevé que cada autoridad de control establezca y
publique una lista de los tipos de operaciones de tratamiento que requieran de una evaluación de
impacto. Esta lista tiene, por tanto, la finalidad de ofrecer seguridad a los responsables respecto a
cuáles son los tratamientos en que siempre se considerará que es probable que exista un alto riesgo. 
También de acuerdo con lo previsto por el RGPD, la lista ha sido comunicada al Comité Europeo de
Protección de Datos, que ha emitido un dictamen favorable sobre ella, siguiendo los criterios
establecidos en la valoración de todas las listas remitidas por las autoridades nacionales. 

La Agencia ha definido que será necesario realizar una EIPD en la mayoría de los casos en los que en
los que el tratamiento cumpla con dos o más criterios de la lista, entre los que se encuentran la
realización de perfilado; observación, geolocalización o control de forma sistemática y exhaustiva; el
uso de datos biométricos para identificar de forma unívoca a una persona; datos que permitan
determinar la solvencia patrimonial o procesamiento de identificadores únicos que permitan identificar
usuarios de servicios de la sociedad de la información como pueden ser los servicios web, televisión
interactiva o aplicaciones móviles, entre otros tratamientos. Cuantos más criterios reúna el tratamiento
en cuestión, mayor será el riesgo que entrañe y mayor la certeza de la necesidad de realizar una
Evaluación de impacto. 

Las Evaluaciones de impacto 

El Reglamento establece que en aquellos casos en los que sea probable que los tratamientos entrañen
un alto riesgo para los derechos y libertades de las personas físicas incumbe al responsable del
tratamiento realizar una evaluación de impacto relativa a la protección de datos, que evalúe, en
particular, el origen, la naturaleza, la particularidad y la gravedad del riesgo. 

Puede ver más información en el siguiente enlace: 

listado de tratamientos de datos personales en los que es obligatoria la realización de 
una evaluación de impacto 

https://www.aepd.es/media/criterios/listas-dpia-es-35-4.pdf 
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Fuente: AEPD https://www.aepd.es/prensa/2019-05-06.html 

La AEPD publica el listado de tratamientos 
en los que es obligatorio realizar una 
evaluación de impacto 

RGPD-LOPD EN LA EMPRESA

ACTUALIDAD LOPD 
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¿La AEPD admite todas las reclamaciones de los afectados 
en materia de protección de datos? 

RGPD-LOPD EN LA EMPRESA

IMPORTANTE 

Al responsable y encargado, en su 
caso, también se les podrá remitir 
previamente la reclamación, por
ello, deben estar suficientemente
formados y asesorados en materia
de protección de datos. 

Cuando se presenta una reclamación a la
AEPD a través de su sede electrónica, ésta
evaluará en primer lugar, su admisibilidad a
trámite. En el art.65 de la LOPDPGDD
vienen recogidos cuáles son los supuestos
en los que no se tramitarían las
reclamaciones interpuestas por el
interesado: 
1º Cuando no versan sobre protección de 
datos. 
2º Carezcan manifiestamente de 
fundamento. 
3º Sean abusivas. 
4º No aporten indicios racionales de la 
existencia de una infracción. 
Al mismo tiempo, se contempla también la
inadmisión en el caso de que la AEPD
hubiera advertido previamente al
responsable o encargado del tratamiento
de las medidas encaminadas para poner fin
al incumplimiento, siempre y cuando se
traten de infracciones leves y no se haya
hecho efectivo un perjuicio al afectado o
bien el derecho del afectado se garantice
una vez que se hayan aplicado las medidas. 
 Por otro lado, y en relación al punto nº4 de
este artículo 65, cobra especial importancia
la figura del DPO/DPD, ya que, la AEPD
antes de admitir a trámite la demanda,
podrá remitirla al delegado para que en el
plazo de un mes dé respuesta a la
reclamación. No obstante, la AEPD, podrá
realizar inspecciones posteriores, en la
entidad a la que se le ha puesto una
reclamación. 



Boletín 06/19 
 

 

Los códigos de conducta son un
mecanismo de autorregulación que permite
probar a los responsables y encargados del
tratamiento su cumplimiento del
reglamento. Los Estados miembros, las
autoridades de control, el Comité y la
Comisión promoverán la elaboración de
estos códigos. 
Tal y como recoge el art.40.2 del RGPD
podrán ser elaborados por las asociaciones
y otros organismos representativos de
categorías de responsables o encargados,
así como, empresas, grupos de empresas y
Organismos y Administraciones públicas. 
Los puntos que deberán contener estos
códigos de conducta se recogen
ampliamente en el art.40.2 del RGPD, entre
otros, tendrán que indicar cuáles son los
procedimientos extrajudiciales y de
resolución de conflictos para resolver las
controversias entre los responsables del
tratamiento y los interesados. 
Las ventajas de adherirse o elaborar estos
códigos de conducta por parte de los
responsables son considerables, ya que
permite, por ejemplo, demostrar la
aplicación de las medidas de seguridad,
sirven de garantías suficientes para realizar
transferencias internacionales de datos y,
además, se tendrá en cuenta para
minimizar y determinar las sanciones. 

Los códigos de conducta en 
protección de datos 

Contenido 
1. Los códigos de conducta en protección de datos.
2. Vodafone ONE, S.A.U. ha sido sancionada de nuevo por

incumplimiento de la normativa de protección de datos.
3. ¿Pueden las Universidades publicar las calificaciones de las

asignaturas de los alumnos/as sin su consentimiento?
4. La AEPD publica una guía con recomendaciones sobre

protección de datos en la utilización de drones.
5. ¿Cómo incorporar el registro de jornada laboral y cumplir

con la normativa de protección de datos?

EL RGPD UE 2016/679 EN APLICACIÓN

IMPORTANTE 

Los códigos de conducta 
aprobados con la antigua 
LOPD15/1999, tienen el plazo 
de un año desde la entrada 
en vigor de la LOPDPGDD 
para adaptar su contenido al 
RGPD. 



En el art.76.g de la LOPDPGDD, se aplica 
como criterio de graduación que 
minimiza la pena, disponer de la figura 
de Delegado de Protección de datos, aún 
cuando no fuera obligatorio. 

De nuevo la entidad VODAFONE ONO, 
S.A.U., ha sido sancionada por la AEPD 
https://www.aepd.es/resoluciones/PS-
00092-2019_ORI.pdf 
La AEPD recibe una reclamación presentada
por D. A.A.A. en la que expone que, siendo
cliente de VODAFONE recibió en la fecha de
10/08/2018 un correo publicitario
comercial que incluía las direcciones y
nombres de todos los clientes de
VODAFONE a los que se dirigía este correo
comercial. 
En el periodo de investigación se le
requiere a la entidad denunciada que
aporte toda la información relacionada con
los hechos, ésta, presenta un informe en el
que consta que a fecha de 31 de enero de
2019 dirigió un escrito al denunciante,
pidiéndole disculpas, así como, indicando
que se había enviado a la plantilla
comercial un comunicado recordando como
han de realizarse las comunicaciones
comerciales, para evitar que volviera a
suceder en el futuro. 
La AEPD en su resolución determina que
VODAFONE ha vulnerado el principio de
confidencialidad. La sanción es considerada
como una infracción muy grave,
apreciando, además, una falta de diligencia
significativa. La multa administrativa
alcanzaba la cantidad de 60.000 euros,
aunque se redujo a 36.000 euros ya que se
aplicaron las reducciones previstas en el
acuerdo, en concreto, reconocer la
responsabilidad dentro del plazo y el
pronto pago. 

SANCIONES DE LA AEPD 

IMPORTANTE 

El responsable tiene que
garantizar una seguridad
adecuada de la información,
evitando un acceso no autorizado
o ilícito.

Vodafone ONO, S.A.U. ha sido sancionada de nuevo por 
incumplimiento de la normativa de protección de datos 
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La AEPD ha dado respuesta recientemente a 
esta pregunta en el informe publicado en 
https://www.aepd.es/media/informes/2019
-0030-publicacion-calificaciones.pdf 
La consulta acerca de la publicación de los
datos de la calificación de las asignaturas
junto con el nombre y apellidos de los
alumnos por parte de la Universidad, ya se
planteó ante la AEPD en otras ocasiones
mientras estaba vigente la LOPD15/1999, en
este caso, el tratamiento de los datos de las
calificaciones de los alumnos, se consideró
una cesión de datos y, como tal, había que
solicitar el consentimiento inequívoco de los
alumnos para su publicación, salvo que, 
existiese una ley que permitiera dicha
cesión, en ese periodo aún no se había
modificado la Ley Orgánica de Universidades
6/2001, y por lo tanto, solo era posible su
publicación mediante dicho consentimiento.
Tras la modificación de la citada Ley
Orgánica, se estableció que no era preciso
recabarlo, ya que el legislador reconocía la
existencia de un interés público en el
conocimiento generalizado de los resultados
de las evaluaciones. 
La AEPD en el presente informe, siguiendo lo
establecido en el RGPD y la LOPDPGDD, ha
venido a reafirmar la legitimación del
tratamiento por parte de las universidades
en el cumplimiento de una misión realizada
en interés público o en el ejercicio de
poderes públicos conferidos al responsable
del tratamiento, respetando siempre los
principios de limitación de la finalidad,
minimización y plazos de conservación. 
 

 

¿Pueden las Universidades publicar las calificaciones de las 
asignaturas de los alumnos/as sin su consentimiento? 

IMPORTANTE 
 
las calificaciones se podrán
publicar a través del acceso a
un aula virtual, intranet o bien
un tablón de anuncios
ubicados fuera de las zonas
comunes de los centros. 
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LA AEPD ACLARA 



(Madrid, 30 de mayo de 2019). La Agencia Española de Protección de Datos (AEPD), ha 
publicado la Guía ‘Drones y Protección de Datos’, que analiza las operaciones que se efectúan con 
drones distinguiendo entre las que no tratan datos, las que eventualmente podrían captar 
información y aquellas cuyo fin implica un tratamiento de datos personales, como en el caso de la 
videovigilancia o la grabación de eventos. 

La Guía pone de manifiesto cómo se ha generalizado el uso de drones en el ámbito civil y el 
crecimiento exponencial que está experimentando la utilización de estas aeronaves no tripuladas. 
Estos equipos son susceptibles de incorporar no sólo GPS y cámaras de vídeo sino también escáner 
3D o sistemas de detección de dispositivos móviles, y su empleo puede suponer un impacto en el 
derecho a la protección de datos de las personas y, por extensión, una lesión de sus derechos y 
libertades. 

El artículo 26 del Real Decreto 1036/2017, de 15 de diciembre, por el que se regula la utilización 
civil de las aeronaves pilotadas por control remoto, establece la obligación de adoptar las medidas 
necesarias para garantizar el cumplimiento de lo dispuesto en materia de protección de datos 
personales y protección de la intimidad. La Guía publicada por la AEPD proporciona orientaciones 
a los operadores de drones que registren o procesen imágenes, vídeos, sonido, datos biométricos, de 
geolocalización o de telecomunicaciones, entre otros, relacionados con personas identificadas o 
identificables para cumplir con lo establecido en el Reglamento General de Protección de Datos y la 
Ley Orgánica 3/2018. 

El documento está dividido en cinco secciones. Las tres primeras están dedicadas a los tipos de 
operaciones que se pueden llevar a cabo con drones, clasificándolos según el tratamiento de datos. 
Así, distingue un primer tipo que comprende operaciones con configuraciones muy básicas, que 
carecen o no hacen uso de dispositivos de captación de imágenes, sonido o cualquier otro tipo de 
información personal. En esta categoría podrían incluirse usos de ámbito recreativo o deportivo. 

Un segundo tipo comprende casos como el empleo de drones para la inspección de infraestructuras, 
la confección de planos de terrenos u otros servicios de vídeo para cine, televisión o publicidad, en 
los que se puede producir una captura de datos personales de forma no intencionada. Una tercera 
posibilidad es que la finalidad para la que se usa el dron implique un tratamiento de datos 
personales de forma inherente. 

Puede ver más información en el siguiente enlace: 

Drones y Protección de Datos 

https://www.aepd.es/media/guias/guia-drones.pdf 
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Fuente: https://www.aepd.es/prensa/2019-05-30.html 

La AEPD publica una guía con 
recomendaciones sobre protección de 
datos en la utilización de drones 

RGPD-LOPD EN LA EMPRESA

ACTUALIDAD LOPD 
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¿Cómo incorporar el registro de jornada laboral y cumplir
con la normativa de protección de datos? 

RGPD-LOPD EN LA EMPRESA

IMPORTANTE 

Los registros se conservarán 
durante un plazo de cuatro años, 
se pueden poner a disposición del
trabajador y los representantes
legales y también a la Inspección 
de Trabajo y Seguridad Social.  

El registro de la jornada laboral ha sido
recientemente introducido en las entidades
con carácter de obligado cumplimiento
para todas ellas. 
El art.34.9 del Estatuto de los Trabajadores
nos indica que: La empresa garantizará el
registro diario de jornada, que deberá
incluir el horario concreto de inicio y
finalización de la jornada de trabajo de
cada persona trabajadora, sin perjuicio de
la flexibilidad horaria que se establece en
este artículo. 
Los sistemas que pueden utilizar las
entidades para el cumplimiento de esta
obligación legal podrán ser muy variados,
desde sistemas manuales, analógicos o
digitales. En todos ellos, la legitimación
para el tratamiento de los datos personales
no será el consentimiento del personal,
sino la obligación que le viene impuesta al
empleador por este artículo 34.9 del ET. 
Si se utilizaran registros basados en
sistemas de geolocalización o bien,
sistemas en los que se recoge la huella
digital, el responsable del tratamiento tiene
el deber de informar previamente al
personal antes de su incorporación, tal y
como nos lo exige la LOPDPGDD en su
art.90, que regula el Derecho a la intimidad
ante la utilización de estos sistemas.
Además, el responsable tendrá que
garantizar unas medidas mínimas de
seguridad y minimización de datos y
realizar una evaluación de impacto en caso
de ser necesaria. 
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La elaboración de perfiles se define en el
art.4 del RGPD, como el tratamiento
automatizado de datos personales, con la
finalidad de evaluar o analizar aspectos
personales que permitan predecir el
rendimiento profesional, la situación
económica, la salud, preferencias o
intereses personales, fiabilidad,
comportamiento y la ubicación o
movimientos de una persona. 
Cuando la elaboración de perfiles, sea
utilizada con la finalidad de tomar
decisiones sobre una persona, basadas
exclusivamente en un tratamiento
automatizado, el interesado deberá ser
informado previamente de la lógica
aplicada y de la importancia de las
consecuencias y efectos jurídicos que se
produzcan en base a esa decisión. Además,
tendrá derecho a oponerse a ese
tratamiento, salvo que se den alguna de las
siguientes circunstancias: 
1º Que la decisión sea necesaria para la
celebración o ejecución de un contrato
entre el interesado y el responsable. 
2º Esté autorizada por el Derecho de la
Unión o los Estados miembros. 
3º Que el interesado haya dado su
consentimiento explícito. 

Elaboración de perfiles y toma 
de decisiones automatizada 

Contenido 
1.Elaboración de perfiles y toma de decisiones automatizadas.

2.Sanciones a XFERA MÓVILES, S.A. (YOIGO) por incluir de forma
indebida a un cliente en un fichero de morosos.

3.¿Se puede compartir información entre profesionales de
distintos ámbitos y administraciones?

4. La AEPD alerta de contratar servicios de adecuación a la
normativa a “coste cero”.

5.¿Se tienen que realizar auditorías de seguridad y cumplimiento
de la normativa de protección de datos?

EL RGPD UE 2016/679 EN APLICACIÓN

IMPORTANTE 

El responsable adoptará medidas 
adecuadas. Como mínimo, la 
intervención humana del responsable 
y el derecho a expresar su punto de 
vista e impugnar la decisión. 



Para un tratamiento lícito de estos datos 
personales, las deudas deben ser ciertas, 
vencidas y exigibles, que hayan sido 
facilitadas por el acreedor y éste le haya 
comunicado la inclusión en el fichero al 
interesado. 

La AEPD ha dictado recientemente una 
resolución sancionando a la entidad YOIGO 
https://www.aepd.es/resoluciones/PS-
00011-2019_ORI.pdf. 
La reclamante DªAAA presentó un escrito
ante la AEPD para reclamar que había sido
incluida de forma indebida por YOIGO en
un fichero de solvencia patrimonial y
crédito Badexcug, a pesar de que el pago
que le reclamaban había sido satisfecho en
el plazo de los 15 días concedido,
aportando en la reclamación el justificante
de la transferencia de pago. 
A la vista de los hechos y documentos
presentados, la AEPD inicia un periodo de
investigación y realiza un requerimiento
informativo a YOIGO, el cual no contesta,
con lo que se le notifica el inicio del
procedimiento sancionador, por infringir el
principio de exactitud del art.5.1.d del
RGPD, puesto que no actuó con la debida
diligencia, al no verificar que la deuda
informada al fichero de morosos era
inexacta. Las entidades que gestionan los
ficheros de morosos suministran
periódicamente, las relaciones de las altas y
bajas, a las empresas informantes que son
las que deciden la cancelación de los datos
de sus clientes del fichero de morosidad. 
En este caso YOIGO mantuvo la inscripción
de la reclamante, después de haber
realizado el pago de la deuda reclamada. 
La sanción impuesta por la AEPD, después
de aplicar los criterios de graduación,
asciende a la cantidad de 60.000 euros.  

SANCIONES DE LA AEPD 

IMPORTANTE 

No se incorporarán a los sistemas 
de información crediticia, las 
deudas en las que la cuantía 
principal sea inferior a 50 euros. 

Sanción a XFERA MÓVILES, S.A (YOIGO) por incluir de forma 
indebida a un cliente en un fichero de morosos 
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La AEPD en su informe da respuesta a varias 
consultas con un mismo hilo conductor, la 
protección de datos personales relativos a 
violencia de género. 
https://www.aepd.es/media/informes/2018
-0070-violencia-de-genero.pdf 
Una de las consultas que se plantean es si
resulta conforme a la normativa en materia
de protección de datos compartir
información, entre distintos profesionales
de distintos ámbitos y administraciones,
para realizar la labor de seguimiento. En
este sentido, la legitimación la encontramos
en la ley 27/2003, reguladora de la orden
de protección de las víctimas de violencia
doméstica, en la que se dice que: “en caso
de adoptarse una orden de protección por el
Juez, las Administraciones públicas tomarán
medidas que garanticen la protección de
seguridad o de asistencia social, jurídica,
sanitaria, psicológica y para ello se
establecerá un sistema integrado de
coordinación administrativa, que garantice
la agilidad de las comunicaciones. 
Otra de las cuestiones planteadas se refería
al cumplimiento de los estándares de
seguridad (nivel alto) en relación con el
contenido y recorrido de los datos
personales de las víctimas de violencia de
género. En este caso, la AEPD indica que, en
el RGPD, no se establece un elenco de
medidas de seguridad específicas, sino que,
en virtud del principio de responsabilidad
activa, el responsable tendrá que determinar
las medidas técnicas y organizativas
concretas, en base al análisis de riesgos
previamente realizado. 

¿Se puede compartir información entre profesionales de 
distintos ámbitos y administraciones? 

IMPORTANTE 

Las medidas de seguridad se
aplicarán teniendo en cuenta el
estado de la técnica, los costes
de aplicación, y la naturaleza, el
alcance, contexto y fines del
tratamiento. 
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LA AEPD ACLARA 



(3 de julio de 2019). La Agencia Española de Protección de Datos (AEPD) ha publicado un
documento informativo en el que alerta a pymes y autónomos de los riesgos de contratar los servicios
de adecuación a la normativa de protección de datos a empresas que la ofrecen a ‘coste cero’. El
documento, que ha sido elaborado con la colaboración de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social
y la Agencia Tributaria, también recoge otras prácticas fraudulentas que suelen estar asociadas a este
tipo de servicios. 

 La adecuación a la normativa de protección de datos conocida como coste cero consiste en ofertar
estos servicios a un precio muy bajo o incluso de forma gratuita, abonando el pago de estos mediante
los fondos de la empresa destinados a los programas de formación para trabajadores, que son objeto de
bonificación por parte de la Seguridad Social. 

 La contratación del servicio de adecuación a la normativa de protección de datos a coste cero,
financiada con cargo a fondos públicos a través de bonificaciones en las cuotas a la Seguridad Social
para la formación profesional para el empleo, puede derivar en infracciones que se sancionarán, por la
Inspección de Trabajo y Seguridad Social, con multas de 626 euros a 187.515 euros, sin perjuicio de
considerar, en cada caso, una infracción por cada empresa y por cada acción formativa, la solidaridad
de los distintos sujetos intervinientes en la organización y ejecución de la formación en la devolución
de las cantidades indebidamente obtenidas y las sanciones accesorias que en cada caso procedan. 

 Además, en lo referente al cumplimiento de obligaciones tributarias por parte de las empresas, tanto
de quien oferta el servicio como de quien lo contrata, las actividades formativas destinadas a los
trabajadores están exentas de tributación por el IVA, mientras que el tipo que corresponde a un
servicio de adecuación a una determinada legislación sería del 21%. De enmascararse el servicio
realmente llevado a cabo se puede estar cometiendo, por tanto, una infracción tributaria, sancionable
con multa pecuniaria proporcional, del 50% en adelante, sobre la cuantía no ingresada. 

 La Agencia también advierte a pymes y autónomos, destinatarios fundamentales de este tipo de 
prácticas, que los servicios de adecuación a la normativa requieren de la realización de un estudio 
individual pormenorizado de la entidad, los tipos de tratamientos que se realizan, los sistemas 
informáticos y los sistemas de gestión documental, aplicando los principios de protección de datos 
en los procedimientos. Por tanto, es insuficiente un asesoramiento basado en documentos genéricos 
que no tengan en cuenta las características específicas de la actividad. 

Puede ver más información en el siguiente enlace: 

Adecuación a la normativa a coste cero y otras prácticas fraudulentas. 

https://www.aepd.es/media/estudios/coste-cero.pdf 
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Fuente: https://www.aepd.es/prensa/2019-07-04.html 

La AEPD alerta a pymes y autónomos de 
los riesgos de contratar servicios de 
adecuación a la normativa a ‘coste cero’ 

RGPD-LOPD EN LA EMPRESA

ACTUALIDAD LOPD 
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¿Se tienen que realizar auditorías de seguridad y 
cumplimiento de la normativa de protección de datos? 

RGPD-LOPD EN LA EMPRESA

IMPORTANTE 

“La falta de adopción de medidas 
técnicas y organizativas para 
garantizar un nivel de seguridad 
adecuado, según el artículo 32.1 del 
Reglamento, es una falta grave. 

El responsable y encargado del tratamiento
deben ser proactivos y cumplir con la
normativa de protección de datos, en este
sentido una de las obligaciones que nos
exige el reglamento es garantizar la
seguridad de los datos personales. 
En el art.32 del RGPD se identifican algunas
de las medidas técnicas y organizativas que
el responsable y encargado del tratamiento
deben aplicar para conseguir un nivel
adecuado de seguridad, entre ellas: 
32.1.d Un proceso de verificación,
evaluación y valoración regulares de la
eficacia de las medidas técnicas y
organizativas. 
En este sentido, el Reglamento se está 
refiriendo a las auditorías como una de las 
medidas técnicas que se deben aplicar para 
salvaguardar la información. 
A lo largo del articulado del RGPD, también
se pueden encontrar otras referencias a las
auditorías, cuando nos indica, en el art. 28
del RGPD, que una de las cláusulas del
contrato de acceso a datos por cuenta del
responsable, el encargado del tratamiento
permitirá y contribuirá a la realización de
auditorías, incluidas las inspecciones por
parte del responsable o incluso de otro
auditor autorizado por dicho responsable. 
Así mismo en el art.24 del RGPD, se recoge
que el responsable aplicará las medidas
adecuadas, con el fin de garantizar y
demostrar que el tratamiento es conforme
con el RGPD, dichas medidas se revisarán y
actualizarán cuando sea necesario. 
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El término de brecha de seguridad se
define en el art.4.12 del RGPD, como todo
incidente que ocasione la destrucción,
pérdida o alteración accidental o ilícita de
datos personales, la conservación o
tratamiento de forma ilícita, así como la
comunicación o el acceso no autorizado a
los datos, para que sea tenida en cuenta
como brecha de seguridad, debe afectar a
datos de carácter personal. 
¿Qué han de tener en cuenta el responsable
y encargado del tratamiento ante una
brecha de seguridad?  Independientemente
del tamaño de la entidad y de la gravedad y
consecuencias del incidente, el responsable
y encargado del tratamiento lo tienen que
dejar documentado en el registro de
incidencias, incluyendo entre otros datos,
los hechos relacionados con el incidente,
sus efectos y las medidas correctivas que
se han adoptado. Así, por ejemplo, la
pérdida de un ordenador portátil, el acceso
de un empleado no autorizado a la base de
datos y su borrado, el envío de un e_mail a
un destinatario incorrecto, constituyen
todas brechas de seguridad que deben
documentarse. Este documento lo
pondremos a disposición de la autoridad de
control, cuando ésta nos lo requiera, y
verificar así, que cumplimos con lo
dispuesto en la norma. 

¿Qué son Las brechas de 
seguridad? (I) 

Contenido 
1.¿Qué son las brechas de seguridad? (I).

2.GESTIÓN DE COBROS, S.L. sancionada con 60.000 euros de
multa por infringir la confidencialidad de los datos.

3.¿Se pueden enviar comunicaciones comerciales electrónicas a
los clientes sin su consentimiento?

4. Protección de datos en vacaciones.

5.¿Cuál es el significado en materia de protección de datos de
observación habitual y sistemática?

EL RGPD UE 2016/679 EN APLICACIÓN

IMPORTANTE 

El encargado del tratamiento debe 
notificar las quiebras de seguridad al 
responsable, en caso de no 
comunicárselas se considera una 
infracción grave. 



La sanción finalmente impuesta ha 
ascendido ha la cantidad de 60.000 
euros, por los agravantes añadidos de 
nula cooperación con la autoridad de 
control y la intencionalidad de la 
infracción. 

La AEPD sanciona a la entidad GESTION DE 
COBROS,https://www.aepd.es/resoluciones
/PS-00121-2019_ORI.pdf 
La reclamante Dª.A.A.A., solicitó un mini
préstamo por Internet a una empresa
denominada “MARIA DINERO.COM”,
facilitándole sus datos personales, entre los
cuáles se incluía su correo electrónico
personal, pero no el de la entidad para la
cuál trabaja, “La Universidad autónoma de
Barcelona”. En este último correo es donde
la entidad sancionada, GESTION DE
COBROS, le envía una notificación con la
finalidad de reclamar la deuda con el
asunto de Morosa. El correo electrónico
utilizado tiene carácter corporativo, por lo
que todo el personal de la Universidad
tiene acceso a su contenido, con lo cuál se
ha cometido una infracción muy grave de
confidencialidad de los datos de la
reclamante.  
La AEPD al tener constancia de la
reclamación, inicia un periodo de
investigación, a partir del cual solicita
información de los hechos  a la entidad
MARIA DINERO, ésta actúa correctamente,
ya que informó a su cliente con carácter
previo, que si no devolvía en plazo la
cantidad prestada, sus datos serían
comunicados a GESTION DE COBROS para
recuperarlo, siendo ésta entidad la que no
actúa diligentemente, puesto que, al
utilizar el email del lugar de trabajo de
Dª.A.A.A infringe el art.5.f del RGPD, ya que
permitir a terceros, el acceso a los datos
personales de la reclamante, causándole
daños y perjuicios morales. 

SANCIONES DE LA AEPD 

IMPORTANTE 

La sanción ha sido calificada de 
muy grave al infringir, el principio 
de Confidencialidad de los datos, 
uno de los principales Principios 
recogidos en el RGPD.  

GESTION DE COBROS, S.L. sancionada con 60.000 euros de 
multa por infringir la confidencialidad de los datos 
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La AEPD da respuesta en este informe
https://www.aepd.es/media/informes/2018
-0173-comunicaciones-comerciales.pdf  a 
la consulta planteada por una entidad, en
relación con el tratamiento de los datos de
sus clientes con fines de mercadotecnia,
publicidad y comunicaciones comerciales. 
Lo primero que encontramos en este
informe es la diferencia entre las
comunicaciones comerciales realizadas por
vía electrónica de aquellas, que tienen lugar
por otros medios, ya que la legitimación y la
ley principal que se aplica será diferente. 
Las comunicaciones realizadas por vía
electrónica, deben regularse por lo
dispuesto en el art.21 de la LSSI, con lo que
se convierte en ley especial sobre la norma
general del RGPD. En este caso, el envío de
comunicaciones comerciales solo podrá
efectuarse con el consentimiento expreso
del interesado o bien, cuando haya existido
una relación contractual previa y los datos
se hayan obtenido de forma lícita. Las
comunicaciones tienen que referirse a 
productos o servicios de la propia empresa y
que sean similares a los que fueron
adquiridos con anterioridad. 
Por otro lado, las comunicaciones
comerciales realizadas por otros medios no
electrónicos aplicarán el contenido del RGPD
para el tratamiento de datos personales, así
será el consentimiento expreso del
interesado o bien el interés legítimo de la
entidad, cuando no prevalezcan los
intereses legítimos del interesado y exista
una relación contractual previa. 

 

¿Se pueden enviar comunicaciones comerciales electrónicas 
a los clientes sin su consentimiento? 

IMPORTANTE 
 
Debe garantizarse en todo
momento al destinatario de los
envíos comerciales, un
procedimiento sencillo y gratuito
para ejercer su derecho de
oposición al tratamiento con fines
de mercadotecnia directa. 
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Con la llegada de las vacaciones de verano cambiamos muchas de nuestras rutinas, viajamos, salimos 
más, visitamos lugares nuevos y disfrutamos de nuestro tiempo libre junto a familiares y amigos. En 
esta entrega de nuestro blog os presentamos algunos consejos sobre cómo afrontar situaciones de 
riesgo para la protección de nuestros datos personales en época estival. 

Piensa dos veces antes de compartir una foto o vídeo 

La actividad estival hace que la cámara de nuestro teléfono móvil tenga más trabajo del habitual:
detalles de los lugares que hemos visitado, gente con la que hemos estado, fiestas a las que hemos
asistido, etc. Compartir parte de esas fotografías (o todas) en una red social es algo habitual para 
algunas personas y entraña algunos riesgos. 

Según datos del e Investigaciones Sociológicas (CIS), una de cada cuatro personas (24.5%) se ha
arrepentido alguna vez de haber colgado algo en una red social. Te recomendamos que pienses en 
quién podrá ver tus fotos antes de pulsar el botón de compartir en tus redes sociales. Si tu perfil es
accesible para los buscadores, ten en cuenta que cualquiera podrá ver, por ejemplo, las fotos, vídeos o 
comentarios que publicas. La Agencia dispone de una serie de vídeo tutoriales explicativos elaborados 
junto a INCIBE en  los que explica cómo accceder a la configuración de privacidad y seguridad de 
algunos de los servicios más populares en Internet para que tu perfil no se muestre cuando, por
ejemplo, introduzcan tu nombre en un buscador. 

Una vez que tu perfil ya no sea accesible para los buscadores, piensa también en que las personas a las 
que das acceso a tu información eligen a su vez quien puede tener acceso a su perfil: amigos, amigos
de amigos o todo el mundo. Si compartes una foto con tus seguidores o amigos en una red social y uno 
de ellos indica que algo le gusta, un amigo de amigo, al que no tienes por qué conocer, puede terminar
viendo esa imagen. Y es posible que haya situaciones que quizás no quieres compartir con
desconocidos. 

Siguiendo con los datos del CIS, un 12.2% de los encuestados afirma haber tenido problemas por 
contenidos que otros han colgado en una red social. Debemos recordar que necesitamos
consentimiento de las personas que aparecen en las fotos que tomamos antes de compartirlas en
Internet o de sus padres o tutores en el caso en que aparezcan menores. 

Puede ver más información en el siguiente enlace: 

Protección de datos en vacaciones 

https://www.aepd.es/media/infografias/Infografia-verano-AEPD.pdf 
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¿Cuál es el significado en materia de protección de datos
de observación habitual y sistemática? 

RGPD-LOPD EN LA EMPRESA

IMPORTANTE 

Los desarrolladores de aplicaciones 
que realicen este tipo de actividades 
de seguimiento, tendrán que cumplir 
con todos los requisitos que exige la 
normativa en materia de protección 

de datos. 

Uno de los criterios que el RGPD utiliza
para determinar si obligatoria, por ejemplo,
la designación de Delegado de Protección
de datos, o bien, la realización de una
Evaluación de impacto, es cuando el
tratamiento consista en una observación
habitual y sistemática de interesados a gran
escala o la observación sistemática a gran
escala de zonas de acceso público. 
En el RGPD no se define claramente el
significado de habitual y sistemático,
aunque si que encontramos alguna
mención en sus considerandos cuando
habla de observación del comportamiento
de los interesados, como una forma de
seguimiento y creación de perfiles en
internet, pero no solamente tenemos que
quedarnos en ese ámbito. 
El Grupo de trabajo del art.29, el actual
Comité Europeo, nos da unas pistas de lo
que pueden significar dichos términos: 
Habitual: continuado o que se produce a
intervalos concretos durante un periodo
concreto; recurrente o repetido en
momentos prefijados. 
Sistemática: que se produce de acuerdo a
un sistema; preestablecido, organizado o
metódico.  
Algunas actividades que constituyen una
observación habitual y sistemática, serían,
por ejemplo, las aplicaciones móviles que
realizan un seguimiento de la ubicación del
usuario y los dispositivos ponibles que
analizan nuestros datos de bienestar,
estado físico y salud. 



Lo primero que tenemos que plantearnos
es si todos los incidentes que ocasionen la
destrucción, pérdida o alteración accidental
o ilícita de datos personales, o la
comunicación no autorizada a dichos datos,
deben ser notificados a la autoridad de
control competente. 
El RGPD lo que dispone es que, siempre y
cuando esos incidentes de seguridad
supongan un riesgo para los derechos y las
libertades de las personas físicas, se tienen
que notificar, a más tardar en el plazo de
72hrs desde su conocimiento. Aunque
parezca que las brechas de seguridad
solamente afecten a grandes empresas,
estas pueden ocurrir en cualquier entidad
independientemente de su tamaño. 
En la guía de la AEPD sobre gestión y
notificación de brechas de seguridad, a
modo orientativo, encontramos en su
anexo III un modelo que puede servir de
referencia para tomar la decisión de
notificar a la autoridad de control. El
cálculo del posible riesgo se obtiene de tres
parámetros: volumen, tipología de datos e
impacto. Cada uno de ellos está valorado
con un rango. Así, por ejemplo, en el caso
de que el riesgo de valor cuantitativo esté
en un umbral superior a 20 (más o menos)
y coincidan dos circunstancias cualitativas,
habría que notificarla a la autoridad. 

¿Cuándo y cómo notificar las 
brechas de seguridad? (II) 

Contenido 
1.¿Cuándo y cómo notificar las brechas de seguridad? (II).

2.Un restaurante multado por captación ilícita de imágenes de
un trabajador y utilizarlas como base de sanción laboral.

3.Qué implica la normativa de protección de datos a los
operadores de drones.

4.Listado de tratamientos que no requieren una EIPD.

5.Cuando nos llega una solicitud de un derecho. ¿Cómo hemos
de responder?
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IMPORTANTE 

La comunicación se realizará
presentando el formulario de
notificación de incidentes de
seguridad de datos personales.
Se puede encontrar en la sede
electrónica de la AEPD. 



La AEPD impuso una multa administrativa 
de 12.000 euros por infringir el art. 5.1 a) 
del RGPD al tratar los datos del trabajador 
de forma ilícita. 

La AEPD sanciona al RESTAURANTE LA 
OLIVA,https://www.aepd.es/resoluciones/P
S-00401-2018_ORI.pdf por la captación de 
forma ilícita de las imágenes de uno sus 
trabajadores. 
La reclamación presentada por el
trabajador A.A.A. obedece al hecho de las
grabaciones que le fueron realizadas en el
interior y exterior del local para utilizarlas
como prueba en la sanción disciplinaria que
le fue impuesta por la empresa. El
reclamante manifiesta que no fue avisado
previamente de la instalación de las
cámaras de vigilancia con la finalidad de
control laboral y que tampoco había
carteles informativos. 
La AEPD inicia el procedimiento
sancionador al RESTAURANTE LA OLIVA por
la presunta infracción del art.5.1 a) del
RGPD “los datos personales serán tratados
de manera lícita, leal y transparente en
relación con el interesado”. En la fase de
alegaciones, el responsable indica que las
videocámaras instaladas no funcionaban
correctamente, ya que no tenían el software
necesario, añadiendo que las imágenes
habían sido tomadas con el móvil particular
de otro empleado. La AEPD considera que
el reclamado, al decidir sobre la finalidad y
uso de las imágenes captadas con el
dispositivo móvil, se convierte en
responsable de las mismas, por lo que será
objeto de aplicación del RGPD. El
restaurante no informó al trabajador de la
existencia de esas grabaciones, ni de su
utilización para el control laboral.  

SANCIONES DE LA AEPD 

IMPORTANTE 

El responsable debe facilitar al
personal una información previa,
expresa, clara y detalla del uso
de los dispositivos tecnológicos
con la finalidad de control
laboral. 

Un restaurante multado por captación ilícita de imágenes 
de un trabajador y utilizarlas como base de sanción laboral 
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La AEPD da respuesta en este informe
https://www.aepd.es/media/informes/infor
me-juridico-rgpd-drones.pdf  a la consulta
planteada por una empresa de operadores
de drones. 
En este informe, lo primero que se analiza
es la definición de dron. Con carácter
genérico, se considera un vehículo aéreo de
distintas categorías y capacidades variables
que pueden incorporar, en su caso, sistemas
de detección y equipos de radiofrecuencia.
Según la AEPD lo relevante será el
equipamiento de captación y el
procesamiento de los datos personales de
personas físicas lo que determine la
aplicación de la legislación de protección de
datos. 
Los drones pueden realizar funciones de
captación de imágenes para fines de
videovigilancia, eventos deportivos, bodas, 
gestión de infraestructuras, etc. En todos
estos supuestos se ha de cumplir con los
principios esenciales de limitación de la
finalidad, minimización de datos personales
y licitud del tratamiento, es decir, que los
datos sean recogidos de forma lícita
atendiendo a toda la legislación y regulación
propia relativa a los drones. 
Los operadores de drones, en el ámbito de
la normativa de protección de datos, operan
como encargados del tratamiento, por lo
que, además de cumplimentar un contrato
de prestación de servicios, con sus propias
características, deben regular el tratamiento
de los datos personales con un contrato de
acceso a datos. 

Qué implica la normativa de protección de datos a los
operadores de drones. 

IMPORTANTE 

Se debe informar de la forma más
apropiada posible y con carácter
previo al uso de los drones.
Indicando claramente quién es el
responsable del tratamiento y las
finalidades. 
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(Madrid, 4 de septiembre de 2019). La Agencia Española de Protección de Datos (AEPD) ha
publicado el listado de tratamientos de datos personales en los que no es obligatoria la realización de
una evaluación de impacto, con el objetivo de facilitar a los responsables la identificación de este tipo
de tratamientos. El Reglamento General de Protección de Datos (RGPD) recoge en su artículo 35.1
que las organizaciones que traten datos están obligadas a realizar una Evaluación de Impacto relativa a 
la Protección de Datos (EIPD) antes de efectuar dichos tratamientos cuando sea probable que, en
función de su naturaleza, alcance, contexto o fines, entrañen un alto riesgo para los derechos y
libertades de las personas. 

 Por otra parte, el apartado 5 del mismo artículo establece que las autoridades de control podrán
publicar la lista de los tipos de tratamiento que no requieren una evaluación de impacto. Asimismo, y
como contempla el RGPD, la Agencia ha comunicado al Comité Europeo de Protección de Datos 
(CEPD) el listado, que también se encuentra disponible en inglés. Esta lista, que no exime de cumplir
el resto de obligaciones establecidas en la normativa de protección de datos, complementa a la
publicada con anterioridad por la Agencia donde figuran aquellos tratamientos en los que sí es
obligatorio llevar a cabo una EIPD. 

 La Agencia ha definido que no será necesario realizar una EIPD cuando se realicen tratamientos bajo
directrices contenidas en circulares o decisiones emitidas previamente por las Autoridades de Control,
en particular la AEPD, siempre y cuando el tratamiento no se haya modificado desde que fue 
autorizado. 

 Tampoco se requiere si el tratamiento se realiza cumpliendo con códigos de conducta aprobados por
la Comisión Europea o las Autoridades de Control, siempre que ya se hubiera llevado a cabo una
EIPD para validar dicho código de conducta e incluyera las salvaguardas definidas en la Evaluación de
Impacto. 

 Dentro de los tratamientos que forman parte del listado también se encuentran, entre otros, aquellos
que lleven a cabo los trabajadores autónomos que ejerzan de manera individual, en particular médicos, 
profesionales de la salud o abogados, sin perjuicio de que pueda requerirse cuando dichos tratamientos
cumplan con dos o más criterios establecidos en la lista de tipos de tratamientos de datos que requieren 
EIPD; así como los obligatorios por ley y realizados con relación a la gestión interna del personal de
las pymes con finalidad de contabilidad, gestión de recursos humanos y nóminas, seguridad social y
salud laboral, pero nunca relativos a los datos de los clientes. 

Puede ver más información en el siguiente enlace: 

Listado completo de tratamientos 

https://www.aepd.es/media/guias/ListasDPIA-35.5l.pdf 
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La AEPD publica el listado de tratamientos 
que no requieren de una EIPD 
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Cuando nos llega una solicitud de un derecho. ¿Cómo 
hemos de responder? 

RGPD-LOPD EN LA EMPRESA

IMPORTANTE 

En todas las entidades debería existir
un protocolo de actuación para dar
respuesta a los derechos de los 
interesados para evitar graves
sanciones por su incumplimiento. 

Los derechos que puede ejercitar un
afectado son los derechos de acceso,
rectificación, supresión (“derecho al
olvido”), oposición, portabilidad, limitación
del tratamiento y derecho de oposición a
las decisiones automatizadas (incluyendo la
elaboración de perfiles). Cada uno de ellos
puede ejercerse ante el responsable del
tratamiento, delegado de protección de
datos e incluso encargado del tratamiento, 
cuando así se haya previsto en el contrato
de acceso a datos. 
El plazo para resolver puede variar
dependiendo del tipo de derecho solicitado,
así, por ejemplo, el derecho de supresión
se realizará sin dilación indebida, aunque,
en cualquier caso, el plazo para responder
será de un mes desde que se recibe la
solicitud. Podríamos prorrogarlo dos meses
más si fuera necesario, dependiendo de la
complejidad del asunto y el número de
solicitudes. En este caso, tendremos que
informar al interesado de los motivos de la
dilación dentro del plazo de un mes desde
que recibimos la petición. 
¿Qué ocurre si no es posible cursar el
derecho solicitado? Tendremos que
informar al interesado sin dilación indebida
y, a más tardar, dentro del plazo de un mes
de las razones por las cuáles no se puede
dar respuesta a su derecho. Además, le
informaremos de la posibilidad de
presentar una reclamación a las
autoridades de control. 



Los datos personales de los usuarios, cada
vez son más valiosos y se transfieren
diariamente entre países en un mundo cada
vez más globalizado. El aumento de estos
flujos de datos transfronterizos puede
suponer un menoscabo de los derechos y
garantías de los interesados. Con la
aplicación del RGPD, como norma común
que afecta a todos los países de la zona
económica europea, se pretende que el
nivel de protección de los derechos de las
personas físicas no se vea menoscabado. 
Tal y como se recoge en uno de los
considerandos del RGPD, las transferencias
de datos a terceros países u organizaciones
internacionales solamente pueden
realizarse cumpliendo con todo lo
dispuesto en el Reglamento, especialmente
con lo regulado en el Capítulo de
transferencias internacionales. 
En cada caso concreto habrá que aplicar un
procedimiento adecuado para que las
transferencias internacionales sean válidas,
así, por ejemplo, si enviamos datos a
países reconocidos por la Comisión con un
nivel de protección adecuado en base a una
decisión de adecuación, esta no requerirá
ninguna autorización especifica de las
Agencias de protección de datos. En
posteriores boletines analizaremos los
diferentes medios y procedimientos. 

Principios generales de las 
transferencias internacionales 

Contenido 
1. Principios Generales para transferir datos fuera de Europa.

2. Vodafone sancionada por vulnerar el art. 6.1 del RGPD.

3. Cámaras en tiempo real.

4. Privacidad desde el diseño.

5. Fórmula de contestación al ejercicio del derecho de acceso.
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IMPORTANTE 

Es una infracción considerada muy 
grave las transferencias internacionales 
en las que no concurren las garantías, 
requisitos o excepciones del RGPD. 



La AEPD impuso una multa administrativa de 
40.000 euros por infringir el Art. 6.1 del 
RGPD tipificada en el Art. 83.5 del RGPD y 
calificada como infracción muy grave en el 
Art.72.1.b) de la LOPDGDD. 

La AEPD sanciona a VODAFONE ESPAÑA
https://www.aepd.es/resoluciones/PS-
00064-2019_ORI.pdf por el cobro del
servicio de Netflix no contratado por la
reclamante. 

La reclamación presentada obedece al hecho
de que Vodafone ha pasado a la Reclamante
el cobro un servicio de Netflix no contratado
y a su vez se comprobó que el servicio o
canal de TV eran utilizados en el domicilio
de otra persona, ya que al parecer le habían
jaqueado la cuenta bancaria y el número de
teléfono de su cónyuge a través de
Vodafone con el fin de darse de alta a través
de un correo electrónico en dicho servicio. 

A la vista de estos supuestos, la AEPD inicia
el procedimiento sancionador por la
presunta infracción del Art.6.1. del RGPD
tipificada en el Art.83.5.a) del RGPD y
calificada como infracción muy grave en el
Art.72.1.b) de la LOPDGDD.  

En la fase de alegaciones, Vodafone señaló
primer lugar que tras la notificación del
Acuerdo de inicio comprobó que las
alegaciones que fueron preparadas en
contestación al requerimiento de
información, por algún tipo de error que
desconocen, no fueron presentadas ante la
AEPD y por otra parte señalan que para que
un cliente se de alta en uno de los paquetes
de Netflix, debe realizar una actividad
proactiva por su parte y por tanto un
registro con autenticación previo. Por ello
alegan que el proceso de alta en el servicio
tiene las medidas de seguridad suficientes y
estándar en el mercado y por ello indican
que no puede ser responsable de cómo sus
clientes custodian sus terminales. 

Ante ello, la AEPD reconoció que Vodafone,
vulneró el Art.6.1 del RGPD, toda vez que no
contestó a los requerimientos, aunque sí
informó a la reclamante que procedía a
gestionar la baja del servicio y a realizar un
abono a su favor por las cuotas abonadas
por el servicio y a que trató los datos de la
reclamante, ya que le pasaron el cobro un
servicio de Netflix que no había contratado. 

SANCIONES DE LA AEPD 

IMPORTANTE 

El tratamiento de los datos solo será
lícito, toda vez que cumplan alguno 
de los supuestos contemplados en
el Art.6 del RGPD. 

Vodafone sancionada por vulnerar el art 6.1 del RGPD 
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La AEPD da respuesta en este informe
https://www.aepd.es/media/informes/infor
me-juridico-rgpd-camaras-en-tiempo-real.pdf 
a la consulta planteada acerca de si la
reproducción de imágenes en tiempo real
que no graban se encuentran sometidas al
RGPD. 

En este informe, lo primero que se analiza
es si el supuesto planteado existe un
tratamiento de datos personales. 

En Art.4.2 del RGPD define el tratamiento de
datos como “cualquier operación o conjunto
de operaciones realizadas sobre datos
personales o conjuntos de datos personales,
ya sea por procedimientos automatizados o
no, como la recogida, registro,
organización, estructuración, conservación,
adaptación o modificación, extracción,
consulta, utilización, comunicación por
transmisión, difusión o cualquier otra forma
de habilitación de acceso, cotejo o
interconexión, limitación, supresión o
destrucción”. 

De la definición anteriormente indicada la
AEPD nos indica que, aunque las imágenes 
no sean grabadas, la reproducción de las
mismas en tiempo real supone un
tratamiento de datos y por tanto está
sometida al RGPD. 

Dado que consiste en un tratamiento de
datos personales, el Responsable del
tratamiento está sometido a ciertas
obligaciones y como tal debe efectuar el
tratamiento de las imágenes en tiempo real
con fines de videovigilancia. 

Dentro de este tratamiento, el Responsable
del mismo, está obligado a tener un registro
de actividades de tratamiento. 

También, el Responsable debe facilitar a los
interesados un Derecho de información, el
cual se efectúa mediante la colocación, en
un lugar visible, del correspondiente cartel
de videovigilancia y tener a disposición de
los interesados impresos en los que se
determine la información del mismo. 

¿Se aplica la normativa de protección de datos a las 
cámaras en tiempo real? 

IMPORTANTE 

Hemos de efectuar la adaptación
del tratamiento de imágenes en
tiempo real y a su vez informar a
los interesados mediante la
colocación del correspondiente
cartel de videovigilancia. 
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(Madrid, 16 de octubre de 2019). La Agencia Española de Protección de Datos (AEPD) ha publicado
la ‘Guía de Privacidad desde el diseño’ con el objetivo de proporcionar pautas que faciliten la
incorporación de los principios de protección de datos y los requisitos de privacidad a nuevos
productos o servicios desde el momento en el que comienzan a diseñarse. 

El concepto de ‘privacidad desde el diseño’ fue aceptado internacionalmente en
una resolución adoptada en 2010 en el marco de la 32ª Conferencia Internacional de Comisionados de
Protección de Datos y Privacidad. No obstante, es el Reglamento General de Protección de Datos
(RGPD) el que le ha conferido la categoría de requisito legal, al incorporar en su artículo 25 la
práctica de considerar los requisitos de privacidad desde las primeras etapas del diseño de productos y
servicios. 

El objetivo de la privacidad desde el diseño, orientado a la gestión del riesgo y la responsabilidad
proactiva, es que la protección de datos esté presente desde las primeras fases de desarrollo y no sea
una capa añadida, formando parte integral del producto (hardware o software), sistema, servicio o
proceso. La Guía está dirigida a responsables y otros actores que intervienen en el tratamiento de datos
personales, tales como proveedores y prestadores de servicios, desarrolladores de productos y
aplicaciones o fabricantes de dispositivos. 

El documento se divide en nueve apartados. Los dos primeros están dedicados a definir el concepto y
los principios fundacionales de la privacidad desde el diseño, así como los requisitos que debe reunir
el producto o servicio para garantizar dicha privacidad. El tercer apartado analiza el concepto
de ingeniería de privacidad, un proceso que tiene por objeto traducir los principios de privacidad desde
el diseño en medidas concretas, tanto en la fase de concepción del producto o servicio como en la de
desarrollo. Por ejemplo, a través de la identificación de estrategias seguir para garantizar la privacidad;
el establecimiento de patrones de diseño de privacidad para resolver problemas que se presenten de
forma reiterada al desarrollar productos y servicios, o el empleo de tecnologías de privacidad
mejorada (PETS, por sus siglas en inglés) para adecuar esos patrones a una tecnología concreta. 

Por otra parte, la Guía aborda las distintas estrategias de diseño de la privacidad, algunas de las
cuales están orientadas al tratamiento de datos (minimizar, ocultar, separar y abstraer) mientras que
otras están dirigidas a definir procesos para una gestión responsable de los datos personales (informar,
controlar, cumplir y demostrar). Asimismo, dedica un apartado a clasificar las tecnologías de
privacidad mejorada o PETS, entre otros aspectos. 

Puede ver más información en el siguiente enlace: 

https://www.aepd.es/media/guias/guia-privacidad-desde-diseno.pdf 
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La AEPD publica una guía para facilitar la
aplicación de la privacidad desde el diseño 
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Fórmula de contestación del derecho de acceso 
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IMPORTANTE 

Es conveniente que en nuestras
entidades dispongamos de
formularios de contestación al
ejercicio de derechos. 

La forma de contestación al ejercicio
de derechos, efectuado por los
interesados, es una de las materias
claves en el ámbito de la protección
de datos. 

En este artículo nos vamos a centrar
en el derecho de acceso. 

En primer lugar, hemos de acudir a los 
arts.15 y 13 respectivamente del RGPD
y de la LOPDGDD. 

Estos artículos nos indican cual es el
contenido mínimo que he de contener
la forma contestación. 

Lo primero de todo señalar los datos
de contacto del responsable del
tratamiento. 

Una vez indicados estos datos, desde
el punto de vistas del responsable,
debemos proceder a la contestación a
los interesados y en particular hemos
de indicar qué tipo de datos
personales de los interesados
reclamantes tratamos (datos
identificativos, de empleo, financieros,
de salud, etc.…) 

A continuación, indicar la finalidad por
la cual tratamos los datos personales
anteriormente descritos, junto con los
destinatarios de los datos, si los
hubiera y el plazo de conservación. 

Por último y no menos importante,
hemos de señalar como hemos
conseguido los datos de los
interesados, que puede presentar una
reclamación ante la AEPD, si se van a
tomar decisiones automatizadas y que
puede solicitar la rectificación o
supresión de sus datos, en el caso de
que sean incompletos o inexactos. 

Todo ello junto con una copia de los
datos personales del interesado objeto
del tratamiento. 

Finalmente, fecha y firma. 
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Las transferencias internacionales de datos
suponen un flujo de datos personales
desde el territorio español a destinatarios
establecidos en países fuera del Espacio
Económico Europeo  
Como principio general el art. 44 del RGPD
establece que las transferencias
internacionales de datos sólo podrán
realizarse si el responsable y el encargado
de tratamiento cumplen con las
condiciones establecidas por el RGPD, de
tal manera que el nivel de protección que
garantiza el RGPD no se vea menoscabado. 
Los responsables y encargados del
tratamiento podrán realizar transferencias
internacionales de datos sin necesidad de
una autorización de la AEPD, siempre que
el tratamiento de datos observe lo
dispuesto en el RGPD y se den diversos
supuestos. 
Como primer supuesto, que se trate de un
destinatario declarado de nivel adecuado
por la Comisión Europea y como tal: Suiza, 
Canadá, Argentina, Guernsey, Isla de Man,
Jersey, Islas Feroe, Andorra, Israel,
Uruguay, Nueva Zelanda, Estados Unidos y
Japón.   
En posteriores boletines analizaremos los
supuestos necesarios para poder efectuar
transferencias a falta de decisión de
adecuación. 

La decisión de adecuación 
EL RGPD UE 2016/679 EN APLICACIÓN

IMPORTANTE 

Es una infracción considerada 
muy grave las transferencias 
internacionales en las que no 
concurren las garantías, 
requisitos o excepciones del 
RGPD. 

Contenido 
1. La decisión de adecuación.
2. Telefónica sancionada por vulnerar el art 5.1.d) del RGPD.
3. Compra de manera segura en el Black Friday y

CyberMonday.
4. La AEPD publica recomendaciones para aquellos que

utilicen técnicas de hash en la seudonimización de datos.
5. El Derecho a la Portabilidad, ¿En qué consiste?



La AEPD impuso a TELEFONICA ESPAÑA, 
S.A.U. una multa de 30.000,00€ por 
una infracción del Artículo 5.1.d) del 
RGPD, tipificada en el Artículo 83.5 del 
RGPD. 

La AEPD sanciona a TELEFONICA DE
ESPAÑA,S.A.U.https://www.aepd.es/resoluc
iones/PS-00251-2019_ORI.pdf por realizar
diversos cargos en la cuenta bancaria del
reclamante, por consumos realizados por
una línea de la que no es titular. 
La entidad sancionada TELEFÓNICA
ESPAÑA, S.A.U. efectuó diversos cobros al
reclamante, alegando que es el propio
cliente el que debe solicitar a su entidad
bancaria la devolución de los recibos
cargados incorrectamente. Los recibos
mencionados, se refieren a fechas y
periodos de facturación anteriores a la
aplicación del RGPD y afirma que, los
servicios prestados a los clientes que
consta en los recibos mencionados están
domiciliados en cuentas de la misma
entidad bancaria, por lo que no existe
infracción del principio de exactitud del
artículo 5.1.d). 
La AEPD ante ello, señaló “que los recibos
mencionados, a excepción de los últimos,
se refieren a fechas y a periodos de
facturación anteriores a la aplicación del
RGPD”, y por lo tanto no se le aplica el
RGPD, sino la antigua LOPD, dado que ésta
le es más favorable tal  y como señala la
disposición transitoria tercera de la
LOPDGDD que determina que “los
procedimientos ya iniciados a la entrada en
vigor de esta ley orgánica se regirán por la
normativa anterior, salvo que esta ley
orgánica contenga disposiciones más
favorables para el interesado”. La multa
ascendió a 30.000 euros.

SANCIONES DE LA AEPD 

IMPORTANTE 

El art 5.1.d) del RGPD, dispone
que “Los datos personales serán
exactos y, si fuera necesario,
actualizados” 

Telefónica sancionada por vulnerar el art 5.1.d) del RGPD 
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La AEPD ha publicado en su blog, una serie
de recomendaciones para compras seguras
en el viernes y el lunes más populares del
año en cuanto a compras. 
Lo primero que la AEPD nos avisa, es que
compremos en páginas oficiales, con una
conexión segura (https) y lo mismo para las
aplicaciones móviles y en particular, cuando
para acceder a la aplicación, debas crear una
cuenta de usuario en la que se recojan tus
datos personales. 
Siempre se debe comprobar la finalidad para
que van recabar tus datos personales y la
manera de ejercer tus derechos. 
Debes usar contraseñas con números, letras
y caracteres especiales, de difícil deducción
y sin compartir y hemos de sospechar en el
caso de que el responsable del tratamiento
no esté claramente identificado en su página
web de ventas. 
Respecto a los pagos, se recomienda usar
una tarjeta, que solo utilicemos para
compras en internet, no enviar dinero en
efectivo y tener la seguridad de quien es el
vendedor o comprador, particularmente en
los supuestos de ventas o compras de
artículos de segunda mano. 
En último lugar, en el caso de fraude en la
compra de algún artículo, denúncialo a la
Policía, reclama el importe y da de baja tu
tarjeta. 
Si quieres estar al día acerca de este tema, 
puedes consultar la Guía de la AEPD sobre
compra segura en internet:
https://www.aepd.es/media/guias/guia-
compra-segura-digital-web.pdf

Compra de manera segura en el Black Friday y CyberMonday 

IMPORTANTE 

No se recomienda utilizar los
servicios de un comercio online que
no identifique debidamente a su
responsable. 
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(Madrid, 4 de noviembre de 2019). La Agencia Española de Protección de Datos (AEPD), en colaboración 
con el Supervisor Europeo de Protección de Datos (EDPS, por sus siglas en inglés), ha publicado el 
informe ‘Introducción al hash como técnica de seudonimización de datos personales’, un documento 
orientado a aquellos responsables de tratamientos que utilicen o vayan a utilizar funciones hash para 
seudonimizar o anonimizar datos personales. El hash es un proceso que transforma cualquier conjunto 
arbitrario de datos en una nueva serie de caracteres con una longitud fija, con independencia del tamaño de 
los datos de entrada. Al resultado también se le denomina a su vez hash y también resumen, ‘digest’ o 
imagen. 

La creciente demanda de datos personales -derivada en parte del auge de tecnologías que se nutren de 
cantidades masivas de datos, como el big data o el machine learning- ha hecho resurgir el interés por los 
procesos y técnicas de seudonomización y anonimización. Las funciones hash llevan tiempo utilizándose 
como medida de protección adicional en el tratamiento de datos personales. Sin embargo, existen dudas 
de hasta qué punto el hash es una técnica efectiva de seudonimización y si, bajo determinadas circunstancias, 
como que el mensaje original haya sido eliminado, se puede llegar a considerar que los datos personales están 
verdaderamente anonimizados. 

La decisión de emplear técnicas de hash adquiere gran importancia para determinar, entre otras cosas, el 
cumplimiento efectivo de los derechos establecidos en el RGPD en determinado tipo de tratamientos, como 
pueden ser investigación, análisis de datos de tráfico o geolocalización, o blockchain. A la hora de tomar 
dicha decisión intervienen consideraciones jurídicas, técnicas y de gestión de procesos, por lo que aquellos 
involucrados en la misma necesitan tener un conocimiento básico de las técnicas de hash y sus posibles 
riesgos. Por ello, el estudio introduce los fundamentos de las funciones hash, sus propiedades, las 
posibilidades de reidentificar el mensaje que generó el hash y recoge un conjunto de guías para analizar la 
adecuación de un tratamiento que utilice dichas funciones. 

Este documento se incorpora a la sección Innovación y Tecnología de la web de la Agencia, que recoge 
guías, notas técnicas, herramientas y otro material para facilitar la adecuación a la normativa de pymes y 
emprendedores. 

Puede ver más información en el siguiente enlace: 

https://www.aepd.es/media/estudios/estudio-hash-anonimidad.pdf 
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La AEPD publica recomendaciones para
aquellos que utilicen técnicas de hash en
la seudonimización de datos 
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El Derecho a la Portabilidad, ¿En qué consiste? 

RGPD-LOPD EN LA EMPRESA

IMPORTANTE 

El interesado tiene derecho a usar sus
datos, ya sea por sí mismo o cuando
otro responsable del tratamiento, los
trata. 

El derecho a la Portabilidad consiste en dar
un mayor control sobre los datos
personales, de manera que cuando se lleve
a cabo el tratamiento de datos por medios
automatizados y recibas tus datos
personales en un formato estructurado, de
uso común, de lectura mecánica, puedas
transmitirlos a otro responsable del
tratamiento, siempre que el tratamiento
tenga su legitimación con base en el
consentimiento o en la ejecución de un
contrato. 
Ahora bien, este derecho, no se puede
aplicar cuando el tratamiento sea necesario
para el cumplimiento de una misión de
interés público o en el ejercicio de poderes
públicos conferidos al responsable del
tratamiento, así nos lo indican los arts. 20
RGPD y 17 LOPDGDD. 
Se aplica a los datos personales que el
interesado ha proporcionado, lo que
significa que este derecho no recae sobre
aquellos datos deducidos por el
responsable y a su vez únicamente puede
emplearse sobre aquellos tratamientos que
se efectúen por medios automatizados, lo
cual excluye los archivos en papel. 
Finalmente, el ejercicio de este derecho no
conlleva la supresión automática de los
datos, puesto que atendiendo a lo que nos
señala el art. 17 RGPD relativo a la
supresión de los datos, no recoge el
supuesto, de que si se ejerce la
portabilidad de los datos llevaría consigo el
borrado automático de los mismos. 
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El responsable o encargado del tratamiento 

que tenga que llevar a cabo una 

transferencia de datos personales a un tercer 

país debe ofrecer unas garantías adecuadas. 

En el art. 46 del RGPD, se regulan las 

garantías que podrán ser aportadas por: 

1º Instrumentos jurídicamente vinculantes y 

exigibles entre las autoridades y organismos 

públicos. 

2º Normas corporativas vinculantes. 

3º Cláusulas tipo de protección de datos 

adoptadas por la Comisión. 

4º Cláusulas tipo de protección de datos 

adoptadas por la autoridad de control. 

5º Códigos de conducta aprobado por la 

autoridad de control competente. 

6ºMecanismos de certificación. 

En todos los supuestos anteriores, no será 

necesaria la autorización de las autoridades 

de control. Si tuviéramos que realizar, por 

ejemplo, una transferencia internacional a un 

encargado del tratamiento establecido en 

EEUU, podríamos utilizar las cláusulas 

contractuales tipo adoptadas por la 

Comisión, que se pueden descargar de la 

página web de la AEPD en su apartado de 

transferencias internacionales. 

https://www.aepd.es/reglamento/cumplimie

nto/transferencias-internacionales.html 

 

Garantías adecuadas para las 

transferencias internacionales 

 

Contenido 

1.Garantías adecuadas para las transferencias internacionales. 

2.VUELING AIRLINES, S.L. sancionada por no informar 

debidamente sobre la utilización de cookies. 

3.El cifrado de datos en el RGPD. Medida de seguridad en la 

protección de datos. 

4.La AEPD presenta junto a la industria una guía sobre el uso de 

cookies adaptada a la nueva normativa. 

5.¿Se deben borrar siempre los datos cuando lo solicite el 

interesado? 

 

 

EL RGPD UE 2016/679 EN APLICACIÓN 

IMPORTANTE 

La transferencia internacional de 

datos a un tercer país sin 

garantías adecuadas se considera 

una infracción muy grave.  

https://www.aepd.es/reglamento/cumplimiento/transferencias-internacionales.html


 

 

 

Los prestadores de servicios solamente 
podrán utilizar cookies a condición de que 
el destinatario les haya dado su 
consentimiento. 

La AEPD sanciona a VUELING AIRLINES, S.L 

por no cumplir con las condiciones que 

exige la normativa en vigor la Ley 34/2002, 

de 11 de Julio, de Servicios de la Sociedad 

de la Información y Comercio Electrónico 

(LSSI).https://www.aepd.es/resoluciones/PS

-00300-2019_ORI.pdf 

Con fecha 04/01/2019 y 08/01/2019, se 

presentaron ambos escritos en la sede 

electrónica de la AEPD en los que se 

exponían que “en la Web de Vueling no se 

permite al usuario utilizar las cookies 

estrictamente necesarias y que no existe 

una acción afirmativa y positiva de 

consentimiento”. 

A la vista de los hechos denunciados y de 

conformidad con las evidencias 

presentadas, la Inspección de Datos de la 

Agencia consideró que la entidad 

reclamada no cumple con las condiciones 

del art. 22.2 de la LSSI. Por un lado, el 

consentimiento a que se cedan datos a 

terceros a través de las cookies es implícito 

ya que no permite su denegación. Por otro 

lado, no facilita un panel de configuración 

para que el usuario pueda eliminarlas de 

forma granular. En la resolución se indican 

pautas para facilitar esa selección mediante 

botones en el panel, uno para rechazar 

todas las cookies y otro para habilitar todas 

las cookies o hacerlo de forma granular. La 

inspección de Datos considera que la 

información ofrecida sobre las 

herramientas proporcionadas por los 

navegadores no es suficiente y debe ser 

complementaria con lo anterior. 

 

SANCIONES DE LA AEPD 

 

IMPORTANTE 

 

La sanción por utilizar dispositivos 

de almacenamiento y recuperación 

de datos cuando no se haya 

obtenida el consentimiento puede 

llegar hasta los 30.000 euros. 

VUELING AIRLINES, S.L sancionada por no informar 

debidamente sobre la utilización de cookies 
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La importancia del uso del cifrado como un 

elemento básico de seguridad se contempla a 

lo largo de todo el RGPD. 

La AEPD ha publicado en su blog un 

documento en el que recoge todos los 

artículos y menciones que hace el RGPD 

sobre el cifrado de datos. En el considerando 

83, se menciona expresamente: “A fin de 

mantener la seguridad y evitar que el 

tratamiento infrinja lo dispuesto en el 

presente Reglamento, el responsable o 

encargado deben evaluar los riesgos 

inherentes al tratamiento y aplicar medidas 

para mitigarlos, como el cifrado” 

También se encuentran referencias al cifrado 

en el art. 6 de la “Licitud del Tratamiento” 

como una garantía adecuada en el caso de 

que el responsable utilizara los datos para un 

fin distinto de aquel para el que se 

recogieron. Es decir, podrá utilizarlos con un 

fin distinto siempre y cuando tengan en 

cuenta garantías adecuadas como el cifrado o 

la seudonimización. 

En la sección de Seguridad de los datos 

personales, una de las medidas técnicas 

apropiadas para garantizar un nivel de 

seguridad adecuado al riesgo es el cifrado de 

datos personales. En el caso de que el 

responsable haya utilizado esta medida de 

seguridad y se produzca una violación de 

datos personales no tendría que 

comunicárselo al interesado. 

La AEPD determina que el cifrado es una de 

las garantías adecuadas para el tratamiento 

del riesgo, particularmente, cuando la 

comunicación se realice a través de Internet. 

El cifrado de datos en el RGPD. Medida de seguridad en la 

protección de datos 

IMPORTANTE 

Con la utilización del cifrado no 

se elimina la naturaleza de dato 

de carácter personal. 

La información cifrada no debe 

considerarse como información 

anonimizada. 
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(Madrid, 8 de noviembre de 2019). La Agencia Española de Protección de Datos (AEPD) y las 

asociaciones ADIGITAL, Anunciantes, AUTOCONTROL e IAB Spain han presentado la Guía 

sobre el uso de las cookies, actualización a la nueva normativa de la primera guía en Europa sobre 

esta materia elaborada conjuntamente por la autoridad de protección de datos y los representantes 

de la industria. El acto ha sido inaugurado por la directora de la AEPD, Mar España, y ha contado 

con intervenciones del director general de AUTOCONTROL, José Domingo Gómez Castallo, la 

directora general de IAB Spain, Reyes Justribó, el director general de ADIGITAL, José Luis 

Zimmermann, y la directora general de la Asociación Española de Anunciantes (AEA), Lidia Sanz. 

La Guía, cuya versión anterior acumula más de dos millones de descargas, recoge las 

orientaciones, garantías y obligaciones que la industria debe aplicar para utilizar tanto cookies 

como tecnologías similares (fingerprinting y otras) cumpliendo la legislación vigente. El papel 

esencial que juegan las cookies para la prestación de numerosos servicios en Internet y, a la vez, 

las implicaciones que tienen en la privacidad de los usuarios ha determinado la necesidad de 

implantar un sistema en el que el usuario sea consciente de quién, cómo y para qué utiliza sus datos 

personales. 

El documento analiza la necesidad de obtener el consentimiento informado del usuario antes de 

instalar las cookies, recogiendo tanto la obligación de transparencia en la información como el 

consentimiento en sí mismo, teniendo en cuenta que la nueva normativa de protección de datos 

establece unos requisitos más estrictos. Además, la Guía se complementa con ejemplos prácticos 

de fórmulas válidas para recabar el consentimiento de los usuarios. 

En cuanto a la transparencia a la hora de ofrecer información, la Guía determina que la 

información debe ser concisa, transparente e inteligible, utilizando un lenguaje claro y sencillo. Por 

tanto, debe evitarse el uso de frases confusas como “usamos cookies para personalizar su 

contenido y crear una mejor experiencia para usted” o “para mejorar su navegación”, o frases como 

“podemos utilizar sus datos personales para ofrecer servicios personalizados” para referirse a 

cookies publicitarias que almacenan información sobre el comportamiento de los usuarios 

mediante el análisis de los hábitos de navegación. 

En el caso de que un usuario preste su consentimiento para el uso de cookies, la información debe 

seguir siendo fácilmente accesible, promoviendo la información por capas.  

 

Puede ver más información en el siguiente enlace: 

Guía sobre el uso de las cookies 

 https://www.aepd.es/media/guias/guia-cookies.pdf 
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La AEPD presenta junto a la industria una 

guía sobre el uso de cookies adaptada a la 

nueva normativa 

RGPD-LOPD EN LA EMPRESA 

ACTUALIDAD LOPD 
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¿Se deben borrar siempre los datos cuando lo solicite el 

interesado? 
 

RGPD-LOPD EN LA EMPRESA 

IMPORTANTE 

El responsable debe responder al 

ejercicio del derecho de supresión en 

un plazo máximo de un mes, salvo 

que existan causas razonables para 

su prórroga de hasta dos meses.  

El interesado tiene derecho a ejercer entre 

otros, el derecho al borrado de sus datos 

por parte del responsable. Este deberá 

hacerlo sin dilación indebida, en un plazo 

de tiempo como máximo de un mes a partir 

de la recepción de la solicitud. 

En el artículo 17 del RGPD se regulan los 

supuestos en los está obligado a su 

supresión: 

a) Los datos ya no son necesarios para los 

fines por los que se recogieron. 

b) Cuando el interesado retira su 

consentimiento y el tratamiento de los 

datos personales no tenga otra base legal. 

c) El interesado se opone a su tratamiento. 

d) Los datos personales se han obtenido de 

forma ilícita. 

e) Cuando los datos se obtienen de un 

menor en relación con la oferta de servicios 

en Internet. 

Ahora bien, no siempre que al responsable 

le solicitan suprimir los datos personales ha 

de borrarlos. Es el caso, por ejemplo, de un 

periódico que publica un hecho noticiable, 

en el que se puede ver perjudicado un 

personaje público, no tiene que suprimir 

los datos personales, ya que está 

ejerciendo su derecho a la libertad de 

expresión e información. Tampoco se 

suprimirán cuando los datos sean 

necesarios para la formulación, ejercicio o 

defensa de reclamaciones o bien, existe 

una obligación legal que exige su 

conservación durante un plazo 

determinado de tiempo. 
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